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tra lucha cotidiana. Santiago Maldonado está 
desaparecido; Milagro Sala continúa en prisión, al 
igual que otros integrantes de la Tupac Amaru en 
Jujuy y en Mendoza; se reiteran los ataques contra 
las organizaciones sindicales y contra el sistema 
mismo de protección de los derechos laborales; 
y todos los días conocemos, a través de las redes 
alternativas de comunicación, nuevas situaciones 
de violencia contra jóvenes, pobres, comunidades 
expuestas al abuso de poder de fuerzas de seguri-
dad alentadas por un discurso oficial que vuelve a 
instalar la represión como política de Estado. 

Es necesario tener presente la radicalidad 
del proyecto que guía la actual política del go-
bierno para entender qué lugar ocupan en él la 
educación y el conocimiento. Desde diciembre 
de 2015 hemos asistido a un rápido desfinancia-
miento de las universidades públicas, que pron-
to se complementó con el comienzo del ajuste 
presupuestario en los organismos de promoción 
de la investigación, particularmente visible en la 
reducción de los ingresos a la Carrera de Inves-
tigador Científico en el CONICET. Aquel con-
flicto, que concitó una importante adhesión de la 
ciudadanía a fines del año pasado, está lejos de 
resolverse. El convenio signado entre el MinCyT 
y el Ministerio de Educación traslada el proble-
ma de la incorporación de los investigadores a 
las universidades, que sólo podrían incluirlos en 
sus plantas violando la igualdad de condiciones 
de acceso a los cargos que se consagra en nuestro 
Convenio Colectivo de Trabajo. Esta transferen-
cia, que tampoco podría ser satisfactoria para 
los afectados, en tanto modifica sustancialmen-
te las condiciones pactadas en el concurso que 
oportunamente aprobaron, supone además la 
consolidación del achicamiento de la planta de 
investigadores del organismo. 

Todas las acciones y declaraciones de este 
gobierno deben ser interpretadas en el marco de 
un programa político-económico que conduce a 
la reprimarización de la estructura productiva, 
de la mano de la hegemonía del capital finan-

ciero sobre el conjunto de los sectores de la eco-
nomía nacional. En este marco –que requiere un 
fuerte disciplinamiento de la clase trabajadora 
a través del efecto combinado del desempleo, la 
precarización del trabajo y el asedio a la organi-
zación sindical- la democratización de la univer-
sidad y el fortalecimiento del sistema público de 
producción de conocimientos son una anomalía, 
una rémora de otro proyecto de país posible que 
la vieja oligarquía argentina ha venido a des-
montar, pieza por pieza, con una ferocidad que 
nada tiene de novedosa, pese a las tecnologías 
del control social que la asisten en su empresa 
refundacional. 

Por otra parte, en este nuevo ciclo de desa-
rrollo del programa neoliberal, la mercantilización 
avanza sobre nuevos territorios, sobre la base de la 
apertura de actividades que son responsabilidad 
del Estado a la participación de actores privados, 
e introduciendo criterios de la gestión empresarial 
en la administración de lo público. Esta es la fi-
nalidad que podemos anticipar en la reforma que 
supone la implementación del Sistema Nacional 
de Reconocimiento Académico y, en general, lo 
que trasuntan las líneas directrices que orientan 
el capítulo universitario del Plan Maestro. Este es, 
también, el propósito que impulsa la paralización 
y la reprivatización de actividades científico-tec-
nológicas de carácter estratégico para el desarrollo 
y la soberanía nacional. Sin embargo, construir 
la capacidad para revertir ese proceso requiere 
poder mostrar concretamente, en cada caso, en 
cada sector, cómo el mercado avasalla al derecho, 
analizar y denunciar la operación ideológica que 
procura legitimar estas reformas como si fueran 
la solución para ciertos problemas cuya magnitud, 
causas y consecuencias se distorsionan delibera-
damente en un discurso interesado y falaz. Des-
montar esa construcción discursiva, sin dejar de 
examinar las dificultades y asuntos pendientes de 
la anterior etapa de desarrollo del sistema univer-
sitario y científico, constituye una tarea clave en 
esta etapa.

Yamile Socolovsky
Directora del IEC-CONADU

Editorial

1

Mientras escribo estas líneas, seguimos pre-
guntando ¿dónde está Santiago Maldonado? 
Quisiéramos poder saber que cuando este cuarto 
número de la revista Política Universitaria salga 
de la imprenta, Santiago habrá aparecido, con 
vida, como se lo llevaron, como lo queremos. 
Pero estos son tiempos en los que las certezas 
de la democracia que supimos conseguir son 
cotidiana y crecientemente violentadas, y las 
garantías que constituyen el Estado de derecho 
han vuelto a ser el reclamo que unifica nues-

El día después de la Noche de los Bastones Largos, 1966
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GABRIELA DIKER: Hay dos asuntos 
que podríamos examinar sobre la relación entre 
el sistema científico y las universidades. Desde el 
Gobierno se proclama la necesidad de articular 
el sistema de ciencia y técnica nacional, relación 
que incluye a las universidades. En el Plan Maes-
tro, dentro del capítulo de educación superior, 
hay un punto destinado al problema de la arti-
culación entre sistema científico y sistema uni-
versitario con pronunciamientos muy genéricos 
sobre la necesidad de consolidar un sistema uni-

versitario de ciencia, tecnología e innovación que 
vincule a las universidades nacionales entre sí, y 
también con el resto del sistema de ciencia, tec-
nología e innovación productiva. Por un lado se 
presenta el postulado de que es necesario articu-
lar y por otro lado, el presidente del CONICET, 
Alejandro Ceccatto, dijo que las universidades 
son completamente ajenas al mismo y afirmó 
que no tenemos nada que ver unos con otros.

En el plenario del CIN de marzo estuvie-
ron Agustín Campero (Secretario de Articulación 

Políticas, prácticas e instituciones

Conversación entre Dora Barrancos, 
directora del CONICET por las Ciencias 
Sociales y Humanidades; Fernando 
Peirano, ex subsecretario de Políticas 
del MINCyT (2011-2015) y profesor en UNQ 
y UBA; y Marita Benavente, profesora 
y consejera superior en la UNSJ; con 
introducción de Gabriela Diker, 
rectora de la UNGS, y comentarios 
de Oscar Galante (CONADU) y Mariana 
Versino (CONICET-UBA-UNLP).

Balance de la 
investigación 
en la Argentina
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Científico Tecnológica del MINCyT), 
Lucas Luchilo (Subsecretario de Evaluación 
Institucional de la Secretaría de Articulación 
Científico Tecnológica del MINCyT) y Ceccatto, 
que presentó lo que había pasado en 2016 en 
el CONICET diciendo que hubo un cambio 
brusco en las condiciones que se venían sos-
teniendo en los últimos años, que este cambio 
obedeció exclusivamente al recorte del presu-
puesto de Ciencia y Tecnología 2016 y que lo 
que tenemos es un problema con el excedente, 
que son las 498 personas que quedaron fuera 
de la carrera. Cuando habla de la necesidad 
de reubicar el excedente, Ceccatto dice que 
la mitad de los que quedaron afuera, es decir 
unas 250 personas, hicieron sus tesis con becas 
doctorales CONICET en estructuras absolu-
tamente ajenas al mismo, como departamen-
tos universitarios, INTA, Comisión Nacional 
de Energía Atómica, etcétera; e insiste en que 
el problema del CONICET es ubicar exclusi-
vamente a las 46 personas de esas 498 que se 
encontraban ya en ámbitos exclusivos de este 
organismo.

Es decir, por un lado tenemos un gobierno 
que postula la necesidad de articular el sistema 
científico con el sistema universitario a través de 
este Plan Maestro que pretenden convertir en ley, 
y por otro, la política particular del CONICET, 
que con toda claridad dice que el CONICET es 
una cosa y las universidades son otra, y que lo 

que pase con los universitarios que fueron for-
mados con financiamiento del CONICET no es 
problema de éste.

La siguiente cuestión que podríamos con-
siderar es la articulación entre la investigación 
científico-tecnológica y los requerimientos de de-
sarrollo productivo, cultural, educativo de cada 
región. Acá aparece lo que está formulado como 
dos problemas: uno es mejorar la distribución 
de las capacidades científicas, de investigación 
científica y de los recursos puestos en la investi-
gación científica; el otro, mejorar la distribución 
de los recursos y las capacidades científicas en un 
sentido temático. Es importante discutir cuáles 
son los temas prioritarios, cómo y desde dónde 
se definen, especialmente cuando éstos se ligan 
con modelos de desarrollo, a los que también 
podemos poner en discusión. Y porque, ade-
más, dentro de los temas relevantes, tenderán 
a desaparecer áreas que el sistema universitario 
debe y quiere seguir sosteniendo, como son las 
humanísticas y artísticas. También está la cues-
tión de la distribución territorial: hay que pensar 
muy bien cómo se puede promover una mejor 
distribución de los recursos que se ponen en la 
formación de capacidades científicas.

Al problema del CONICET del año pa-
sado le adjudican una racionalidad a posteriori, 
que es decir ahora que hay que resolver la dis-
tribución de los investigadores. La distribución 
territorial y la definición de áreas relevantes y te-

mas prioritarios no son problemas coyunturales, 
sin duda debemos poder abordarlos. Propongo 
discutir estas cuestiones.

DORA BARRANCOS: Nos encontramos 
ante un estatuto de la improvisación discursiva, 
y sin embargo, no deja de sorprenderme que se 
diga que el CONICET tiene una política escin-
dida de las universidades: hay una relación que 
puede haber sido tensa en algunas circunstan-
cias, pero no sólo pensando en una cuestión de 
tradición sino también en la posicionalidad del 
CONICET, que arraiga en la posicionalidad de 
la investigación que se hace en las universida-
des. Pocos centros son sólo del CONICET. Eso 
como primera cuestión. La segunda es que es-
tamos ante una política de achicamiento, com-
pletamente desinteresada en sostener tecnología 
soberana. A menudo se esgrime la idea de que 
los investigadores han hecho lo que han querido, 
cuando en estos años hubo políticas acerca de 
eso. También hubo políticas por parte del Minis-
terio para temas estratégicos que están en el plan 
Argentina 2020, que si bien amerita una rediscu-
sión, era una iniciativa del Ministerio suscripta 
por el CONICET, con un porcentaje muy deter-
minado de ingreso por áreas. Hoy en día, como 
todos sabemos, eso se trastocó en orden a un ré-
gimen de muy poca vitamina, que es justificar ex 
post. Se tiene justificar que el achique no es tan 
achique sino una consideración oportuna acerca 
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de lo que es importante y estratégico para el país. 
Se trata de una construcción de emergencia, de 
una epistemología extrañísima: se dice que todo 
es una investigación libre, como si no supiéramos 
cuáles son los marcos de la ciencia. Y al mismo 
tiempo parece una reacción histérica, como si los 
institutos universitarios con los que tiene relación 
el CONICET fueran completamente extraños 
y preguntaran: ¿Con qué fin nos habían traído 
hasta este punto?

Las tensiones que puede haber entre el 
sistema universitario y el CONICET y el resto 
de los sistemas que hacen ciencia y tecnología 
no han significado una perturbación para 
las unidades actuales de CONICET. Son, 
estrictamente, pactos con las universidades. De 
modo que decir que ha habido un ausentismo 
por parte del CONICET respecto de estos temas 
no se compadece con la realidad, porque hay un 
acuerdo fuerte y gravitante entre el CONICET 
y el sistema universitario. Es cierto que este 
último ha descansado bastante en el CONICET, 
justamente con respecto a las designaciones 
de investigación. Probablemente sería muy 
importante que las universidades, fuera de su 
relación con el CONICET, pudieran producir per 
se. Pero en el transcurso de estos años hubo, más 
allá de las dificultades, una activa componenda 
con unidades que están en las universidades. Y 
que se diga que había una especie de desiderátum 
libre es una suerte de justificación urgente frente 
a esta encrucijada. Así se intenta justificar lo 
que no se puede justificar de otra manera. Me 
parece muy sorprendente que se diga que no 
tenemos nada que ver, porque las líneas de 
investigación que generalmente proponen los 
candidatos doctorales y posdoctorales provienen 
de los acuerdos que tiene el CONICET con las 
universidades, no emergen de otro planeta. Esto 
es un desconocimiento elemental, empírico de 
cómo se da en la realidad el plan doctoral, que 
responde a un acuerdo fundamental con una 
línea de investigación abonada por el propio 
CONICET. En suma, me suenan a cosas 
absolutamente improvisadas, de urgencia, casi 
de socorro frente a una situación que no se puede 
nombrar de otra manera. 

FERNANDO PEIRANO: En primer 
lugar, quiero decir que el contexto es fundamental 
y hago propias las palabras de Dora sobre la 

caracterización del momento. Hay, también, 
un contraste de esa discusión en dos contextos 
distintos: uno de expansión –en el que debatimos 
cómo guiamos y acomodamos esa expansión- y 
otro de recorte. Algunos instrumentos pueden 
tener determinada significación en un contexto 
y en otro, una distinta. Estamos cumpliendo diez 
años de la creación del MINCyT, que respondió 
a una lectura, a un diagnóstico que se hizo 
desde la política y que apuntaba a dos ejes: el 
primero era invertir más en ciencia y tecnología, 
tener más laboratorios, más presupuesto, pero, 
fundamentalmente, avanzar en la proporción 
de los equipos de investigación sobre lo que 
es el total de sistema productivo de Argentina. 

Había algunas métricas y referencias asociadas 
a Europa, como cuál es la cantidad de 
investigadores cada mil integrantes de la PEA. 
El segundo eje pasaba por resolver algunos 
problemas históricos del sistema, entre ellos, el 
de la fragmentación y la falta de articulación. 
El objetivo era que el trabajo y el esfuerzo 
puestos en la investigación contribuyeran de 
manera efectiva al motor del desarrollo y la 
inclusión argentina. En diez años hemos visto 
pruebas piloto, pequeñas maquetas de cómo se 
podían abordar la cuestión de la expansión y la 
de la orientación, pero no ha sido un proyecto 
consolidado: en todo caso, podemos hablar de 
un proyecto inconcluso. Quizás como artilugio 
de coyuntura ahora se vuelven a esgrimir esos 

objetivos, pero pasaron diez años: deberíamos 
hacer una evaluación. Más bien lo que pasó 
en estos últimos dieciséis meses es que aquellos 
objetivos, esas pequeñas maquetas o prototipos 
de acercamiento se han abandonado. Se ha 
vuelto a un hábito de pasar las coyunturas 
adversas en situación de repliegue e intentar de 
esa manera disfrutar todo lo posible de recursos 
que son escasos, en lugar de hacer un planteo. 

En esta coyuntura no se pueden dejar de 
leer algunas cosas que venían ocurriendo. El 
cambio estructural más fuerte que hubo en mate-
ria de ciencia y tecnología no fue la creación del 
Ministerio ni la supervivencia de un funcionario 
de un gobierno a otro, sino el modo en que cam-
bió el ritmo de formación de doctores. A fines de 
la década del noventa, en Argentina se forma-
ban doscientos doctores por año; el último dato 
disponible es de 2014 y es de dos mil trescientos 
doctores por año, es decir que se ha multiplicado 
casi por once esa capacidad de nuestro sistema, 
lo que nos pone en un club selecto de formación 
de recursos humanos, porque hay un grupo muy 
chiquito de países y sistemas que tienen esta ca-
pacidad de formar autónomamente doctores. 
En eso el CONICET tiene un peso relativamen-
te menor que el que se le suele reconocer a las 
universidades. El 39% de los doctores se forma 
con becas del CONICET, es decir que hay otros 
caminos que se han desarrollado y que las uni-
versidades tienen mucho peso en un resultado 
tan valioso y tan difícil de lograr como es tener 
un nuevo investigador en el sistema. De ahí se 
desprende una cuestión: Argentina es un sistema 
diverso, que encierra más de cincuenta modelos 
de evaluación y orientación de la investigación 
porque cada universidad en sí misma tiene un es-
quema para orientar estos recursos; se trata de un 
sistema que no se ha potenciado, ni visibilizado, 
ni reconocido. Ha sido una batalla fuerte dentro 
del mismo gabinete en el período anterior y esto 
se expresa en intentos de unificación, como, por 
ejemplo, los requisitos para ingresar un PICT, 
que eran la vara de lo que se consideraba o no un 
investigador. Esta debería ser nuestra fortaleza, 
nuestro reconocimiento y trabajo sobre eso per-
mitiría resolver uno de los objetivos buscados que 
es la pertinencia, el impacto sobre el territorio, 
la ampliación de acciones. A veces somos dema-
siados exigentes sobre los más jóvenes y los que 
están empezando a recorrer este camino. Pedirle 

Argentina encierra más 
de cincuenta modelos de 
evaluación y orientación 

de la investigación; se 
trata de un sistema que 

no se ha potenciado, 
ni visibilizado, ni 

reconocido.

“

”
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a una persona que se postula a una beca o un re-
ciente graduado en doctorado que sea quien, en 
términos individuales, combine estas exigencias 
que no se han sabido resolver en años de políticas 
fallidas, inconclusas e incompletas es demasiado. 
¿Por qué pedirle que ese proyecto enlace impac-
to social y excelencia si tenemos que trabajarlo 
desde lo institucional? ¿Cómo no podemos ver 
esa riqueza de los 53 regímenes de investigación 
de las universidades y de otras instituciones? El 
MINCyT no puede apostar a vincular el sistema 
solamente a través del presupuesto de promoción 
de la investigación y la innovación. Si no, caemos 
en que el epicentro del sistema es la Agencia y la 
articulación descansa en el “lazo de plata” (como 
metáfora de la orientación sujeta a instrumentos 
financieros). Intentar darle una orgánica al sis-
tema desde las convocatorias es una perspectiva 
pobre y con un techo bajo. Techo bajo porque 
es un instrumento estructurante enclavado en 
la relación con los organismos internacionales, 
relación que hay que aprovechar porque somos 
socios de esos bancos, pero somos socios en una 
cuota parte que también nos pone techo. Es cla-
ro que cuando pasamos de doscientos doctores a 
dos mil trescientos, esa fuente de financiamiento 
nos va a quedar chica y en ese sentido, no se ha 
potenciado a las universidades, que siguen te-
niendo menos de un 20% de sus planteles con 
dedicación exclusiva, que es el ámbito donde se 
puede hacer investigación. Ha crecido el presu-
puesto universitario porque había que atender 
otras necesidades, rejerarquizarlo, pero todavía 
había un pendiente muy fuerte. Y en ese con-
texto, se hicieron experiencias. Se trabajó en ins-
trumentos nuevos como el D-TEC (Doctores en 
Universidades para Transferencia Tecnológica) 
que salieron de una mesa de trabajo integrada 
por el Secretario de Políticas Universitarias, la 
Dirección Ejecutiva del CIN, el Ministerio, la 
Agencia y el CONICET. Ahí se avanzó en la 
idea no sobrecargar a las personas y exigirle más 
a la institucionalidad. Así el programa D-TEC 
consiste en un proyecto que plantea la universi-
dad y luego se integra el joven doctor junto con 
otros asistentes de investigación. Cada universi-
dad es beneficiaria y responsable. Es un esquema 
al cual quizás le hayan faltado recursos, pero tie-
ne su fortaleza en plantear un ámbito para discu-
tir pertinencia e impacto con la universidad. En 
un país tan vasto, que tenemos la suerte de tener 

cubierto en su totalidad por las universidades, la 
universidad es la que puede trabajar mejor en 
atender esa necesidad. El CONICET cumple un 
rol clave de columna vertebral del sistema, pero 
tiene que coparticipar esta función, tiene que 
aprender a delegar iniciativas. 

La siguiente cuestión es el pasaje del pa-
radigma de la transferencia a la vinculación. 
La transferencia, siempre lo ejemplifico de esta 
forma, es ese trabajo de vieja cultura científica 
de que produzco un vaso, lo lleno de agua, y 
después busco un sediento y si no tiene sed le 
digo que está poco hidratado, porque yo ya ten-
go el vaso, y no leo ni co-construyo soluciones 
con el territorio. Mientras el CONICET tiene 

una misión de excelencia, de competir en las 
grandes ligas y lo hace muy bien, la universidad 
puede ser el ámbito donde se desarrolle el para-
digma de la vinculación, donde se pueden crear 
soluciones con excelencia, con investigación 
pertinente. Creo que en los más jóvenes esto ha 
prendido y entre ellos podemos encontrar los 
ejemplos más ricos. 

Por último, hago algunas consideraciones 
sobre la Universidad. Creo que en algunas pro-
vincias se hicieron maquetas, prototipos y expe-
riencias pilotos interesantes en construir mesas 
en ciencia y tecnología; porque la universidad 
no deja de ser una institución nacional, en oca-
siones pretende seguir su camino a espaldas de 
las gestiones provinciales, y esto también pasa 

con el INTA, con el INTI, etcétera. Al ser del 
ámbito nacional y tener su presupuesto, a veces 
es complicado salir al territorio y trabajar con 
sus actores. Las mesas de ciencia y tecnología 
provinciales donde estén sentados todos los ac-
tores son formas de trabajar esta construcción 
de institucionalidad. En definitiva, esto habla 
del desarrollo de la Argentina, de construir esa 
soberanía en cada rincón, de una instituciona-
lidad que nos lleva a un Estado distinto del que 
tenemos, que es la contracara de la moneda del 
desarrollo y la inclusión. En definitiva, es un Es-
tado que va ir llegando cuando recuperemos el 
músculo de la planificación: no hay otra forma, 
no hay otro ejercicio que no sea la planificación 
que explicita estos elementos, les da certidum-
bre y permite el trabajo de una diversidad de 
actores y sistemas. Hoy estamos viviendo lo 
contrario, con el empobrecimiento de la agen-
da de ciencia y tecnología, con un empobreci-
miento de la relación con las universidades y 
no sólo por la falta de presupuesto sino, bási-
camente, por los temas que debemos volver a 
discutir, a replantear. Como esta coyuntura de 
recorte hace una selección adversa mata estas 
iniciativas, que eran las más ricas y novedosas, 
y volvemos al sentimiento de repliegue, de si-
tuación defensiva. Ojalá que la próxima década 
del MINCyT nos vuelva a encontrar analizan-
do nuevos desafíos y haciéndonos cargo de que 
si pasaron otros diez años y no se consolidaron 
algunas soluciones también va haber un recla-
mo de la sociedad y de la política sobre esto.

MARITA BENAVENTE: Entiendo que 
CONICET y la Universidad no siempre tie-
nen una relación sencilla. En la década ante-
rior se avanzó sobre una suerte de mestizaje 
entre el sistema universitario y CONICET 
que, intentando aprovechar las potencialida-
des, soslayó algunas cuestiones. Del “mestiza-
je” da cuenta que los doctores que se forman 
con financiamiento de CONICET, lo hacen 
en gran porcentaje en las universidades nacio-
nales. Del 100% de doctores formados en las 
universidades y financiados por CONICET, 
ingresa aproximadamente el 50% a la carre-
ra de investigador en éste último. De ese 50% 
que ingresa a CONICET, el 70% de investiga-
dores son también docentes universitarios. El 
otro 50% de doctores formados que no ingresa 

La universidad puede 
ser el ámbito donde se 
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en CONICET, se ubica en diferentes lugares 
del mercado laboral argentino y en el exterior. 
Aproximadamente el 40% del total de docto-
res formados que no ingresan a CONICET, 
se incorporan a trabajar en las universidades 
públicas con cargo docente. Por otra parte, es 
pertinente señalar que se alcanzó la cifra de 
14 CCTs (centros científico-tecnológicos) y dos 
centros de investigación multidisciplinarios, en 
alianza con universidades del sistema nacio-
nal, que permiten el manejo descentralizado 
y directo de aproximadamente 200 centros e 
institutos de investigación. 

A mi modo de ver, en este mestizaje de 
instituciones y por lo tanto, de paradigmas, de 
modos de hacer, de producir conocimientos y 
de evaluar, pierde la universidad y hegemoniza 
CONICET. Lo anterior es porque el sistema de 
evaluación de la producción científica, altamen-
te consolidado a nivel internacional y ahora en 
estrecha relación con las Universidades, genera 
presión sobre las mismas e impacta en su modo 
de producción cotidiano. Tal sistema de eva-
luación encierra, además, cierta contradicción 
con la pretensión de ciencia soberana (por un 
lado, celebramos la política de repatriación de 
nuestros científicos y por otro lado exportamos 
conocimiento, porque tenemos nuestras acade-
mias colonizadas con métodos de evaluación 
que facilitan que las potencias se apropien de 
ese conocimiento). Hoy CONICET está en este 

paradigma bibliométrico o cuantitativista. La 
calidad de la producción puede ser fantástica, 
pero también puede desentenderse de la per-
tinencia social, o diría más, de la posibilidad 
de impactar de manera decisiva en el sistema 
socio-productivo-cultural de nuestra nación. 
El sistema universitario tiene otras exigencias, 
otros paradigmas, otra cultura institucional, 
otras visiones, otras demandas. No planteo aquí 
la dicotomía calidad versus pertinencia social, 
sostengo más bien que ambas producciones (las 
del subsistema científico-tecnológico universita-
rio y las del CONICET) deben ser de calidad 
y deben procurar estándares y metodologías de 
evaluación, que aseguren sus objetivos institu-
cionales específicos en el marco de una Política 
de Estado. 

Esta situación produce tensiones en 
el sistema universitario. La Universidad 
Nacional de San Juan transita un proceso 
muy interesante y vigoroso de discusión de 
todas estas cuestiones. En el marco del debate 
sobre la carrera académica, incluimos en uno 
de sus anexos: “Esta carrera académica va a 
reglamentar un sistema de evaluación para la 
merituación de la producción de conocimientos 
de acuerdo al perfil del docente/investigador/
extensionista”. Es un debate que todavía 
no podemos profundizar porque hay una 
hegemonización por parte del CONICET de los 
modos de evaluación de la producción científica 

dentro de nuestra universidad que la acercan a 
ese paradigma cuantitativista o bibliométrico 
y la alejan de la posibilidad de vinculación e 
impacto socio-productivo-cultural efectivo. 
Hay que crear un sistema de evaluación propio 
y esto tiene sus dificultades para lograr acuerdos 
hacia adentro de la comunidad universitaria. 
Hubo distintas pruebas en la década pasada 
y el sistema de evaluación imperante nos 
hace permanecer en un carril en el que la 
acumulación de producción de conocimiento 
(capital) en una misma línea de investigación 
siempre tiene ventajas. También se generan 
subjetividades que producen en nuestras 
universidades frases como: “Qué desperdicio 
que no seas de CONICET”. Hay universitarios 
que se forman en la universidad pública, ejercen 
como docentes e investigadores, participan de 
la política institucional, y se involucran con 
las necesidades tecnológicas de la provincia y, 
sin embargo, esto puede ser considerado un 
desperdicio por una parte de la comunidad 
universitaria. También tenemos que revisar la 
fragmentación de la comunidad universitaria en 
institutos de primera que participan del CCT 
(con “investigadores de primera”) e institutos de 
segunda que no participan de estas experiencias 
duales entre CONICET y Universidad 
Nacional (con “investigadores de segunda”). 
Es otro rasgo de este mestizaje mal conducido, 
que tal vez tuvo buenas intenciones estratégicas, 
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pero tiene déficits que hay que pensar como 
parte de una agenda de futuro que incluya 
mayor consideración individual de los perfiles 
de cada investigador y grados de pertenencia 
a cada institución. En nuestra universidad, 
muchos jefes o directores de departamentos, 
que son los encargados de las políticas de 
administración de los recursos docentes, resisten 
la incorporación de conicetistas con cargos de 
diez horas semanales a las cátedras. Se percibe 
desigualdad entre quienes se doctoran e ingresan 
a carrera en CONICET con un cargo docente 
de pocas horas de dedicación en la universidad y 
los que se dedican principalmente a la docencia, 
que pueden llegar a tener muchos estudiantes 
a cargo, además de tareas de investigación, 
vinculación o compromiso institucional y pocas 
posibilidades de generar gran cantidad de 
publicaciones. Estos últimos no son competitivos 
en términos de concursos, tal y como está 
hoy la evaluación docente-investigador hacia 
adentro de la Universidad. En esa construcción 
de subjetividades despareja, habrá que repensar 
cómo sigue la película, porque el docente-
investigador universitario se ve atrapado entre 
las demandas de un sistema que necesita que 
publique y se aliene haciendo la propia producción 
de conocimiento y que al mismo tiempo se vincule 
con el medio y brinde calidad en la formación de 
los estudiantes, que podrían llegar a ser los futuros 
doctores financiados por CONICET; es decir, que 
implica una desmejora en la calidad académica 
de ambos sistemas. ¿Qué se resigna cuando falta 
tiempo para responder a todas las demandas? 
Se resigna aquello que produce menos presión y 
menos tensión: la calidad educativa, la formación 
continua del docente, el compromiso institucional 
o gremial, la vinculación con el medio. Esto es 
lo que considero que está pasando en nuestra 
universidad, no significa que sea la generalidad 
del sistema, pero significa que hay que avanzar en 
sistemas de evaluación que tomen en cuenta los 
objetivos institucionales diferentes de CONICET 
y las Universidades Nacionales. 

Cuento una breve experiencia para pen-
sar algunos temas en relación con lo que ven-
go desarrollando. En el año 2012 se creó en la 
Provincia de San Juan, la Secretaría de Estado 
de Ciencia, Tecnología e Innovación (SECITI). 
Ese año fui designada como Directora de Ges-
tión de Proyectos de la SECITI. El titular de 

la Secretaría de Estado era el Ingeniero Tulio 
Del Bono, quien fuera secretario de Ciencia y 
Tecnología de la Nación (2003-2007). Tulio Del 
Bono replicó en la provincia el modelo de “la 
convocatoria” para acceder al financiamiento 
de actividades científico-tecnológicas, que antes 
había aplicado a nivel nacional. Nosotros tenía-
mos presupuesto provincial, sin restricciones 
para crear nuestros propios modelos, sin tener 
los condicionamientos del BID y del Banco 
Mundial, que son colocadores de deuda e im-
ponen condiciones a los Estados que financian. 
Aprendí, de esa experiencia, que las convoca-
torias no sirven como única metodología para 
orientar los recursos del Estado para apalancar 

tareas de investigación científica. Los equipos 
de investigación consolidados, que están entre-
nados en la formulación de proyectos y acumu-
lan capital de conocimiento sobre alguna línea 
de investigación específica, concentran el hit rate 
de la convocatoria. Siempre ganan, al mismo 
tiempo que se rigidizan y alejan de necesidades 
emergentes. Entran en colisión con un sistema 
de evaluación que premia la acumulación-con-
centración, no la dispersión. La pirámide se va 
haciendo cada vez más empinada y los gana-
dores de financiamiento se concentran. Poco 
importa la sociedad, más bien se le dice a la so-
ciedad en qué debería estar interesada. 

Cuando asumí la dirección me propuse 
recorrer los territorios provinciales y pregun-

tar para qué podía servir un científico o tecnó-
logo en la comunidad. Por ejemplo, en Jáchal, 
que tiene agua con alto contenido de arsénico, 
teníamos que acercar ingenieros especialistas, 
empleados de la cooperativa encargada de la 
potabilización de agua, funcionarios de la Mu-
nicipalidad, en fin, una mesa conformada por 
integrantes diversos enfocados en la solución de 
un problema que demanda investigación aplica-
da y desarrollo tecnológico. Nada de esto podía 
enmarcarse en la postulación a convocatorias 
para obtener financiamiento, era menester asistir 
financieramente en forma directa estas iniciati-
vas. Empecé a hablar de los “consultorios cien-
tífico-tecnológicos”, que articularíamos con los 
CIC (Centros Integradores Comunitarios), para 
acercarnos y comprender la problemática con-
creta de las comunidades y apostar a soluciones 
científico-tecnológicas de alto impacto. Se impo-
nía la “microfísica de la vinculación”, es decir, un 
espacio donde la comunidad entrara en diálogo 
con investigadores dispuestos a intercambiar sa-
beres y ocupar su tiempo de manera sostenida en 
la solución de problemas concretos. Entendimos 
entonces que era necesario reconocer institucio-
nalmente a estos investigadores, aceptar perfiles 
diferenciados dentro del sistema científico-tecno-
lógico y proponer modos diversos de evaluación 
de la producción. El modo de evaluar al docente-
investigador universitario que atiende el proble-
ma social y productivo emergente no puede ser 
igual al modo de evaluar a un investigador en 
la esfera de CONICET. ¿Es acaso menos rele-
vante su tarea? ¿No requiere de altos estándares 
de calidad la investigación científico-tecnológica 
que se propone asistir la demanda concreta de 
una comunidad? Por ejemplo, en San Juan se 
“erradicaron” (tal fue la palabra que se usó en 
la Provincia para anunciar un gran plan de otor-
gamiento de nuevas viviendas) 84 villas durante 
las presidencias de Néstor Kirchner y Cristina 
Fernández. No hubo entonces investigadores so-
ciales que se encargaran de entender el impacto 
de esa medida, porque a la gente se le dio una 
vivienda digna, pero las tramas o redes sociales se 
rompieron durante el proceso de “erradicación” 
y esto generó cambios que era necesario estudiar. 
Desde la SECITI provincial creamos una “con-
vocatoria” específica para la ciencias sociales y 
humanas con el objetivo de atender este tema, 
entre otras problemáticas sociales relevantes. 

Como esta coyuntura 
de recorte hace una 
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Pese a haber logrado una buena respuesta a la 
convocatoria, no se logró apartar a los investiga-
dores de su área de conocimiento o su área de 
confort epistemológico, para dirigir el rumbo de 
sus investigaciones de lleno a las demandas con-
cretas. Las relaciones con los temas de interés 
planteados por la convocatoria, en su gran mayo-
ría, eran tangenciales o forzadas. Lo anterior se 
explica en la lógica de evaluación de una convo-
catoria (que necesariamente premia anteceden-
tes del equipo de investigación), pero también 
se explica en la lógica de evaluación del sistema 
científico-tecnológico que refuerza el mismo sen-
tido. Los investigadores pierden si se distancian 
de sus líneas de investigación. Considero que las 
universidades necesitan empoderarse para poder 
decidir por dónde va a pasar la evaluación de las 
actividades universitarias.

DORA BARRANCOS: Hay un poco de 
paradoja en esto. Yo apuesto a una renovación 
con respecto a la producción del conocimiento 
social y humano y San Juan no ha sido la pro-
vincia que más absorbió CONICET. Es cierto 
que el modelo del factor de impacto es en todo 
caso una perversión de una cierta voluntad de 
obediencia, de parámetros que se instalaron 
con mucha más fuerza en nuestro país que en 
EEUU, pero tienen una regencia fuerte en de-
terminadas ciencias. La verdad es que los acuer-
dos de Bologna son mucho más graves que todos 
estos otros acuerdos. Además, sinceramente, 
estoy convencida de que las ciencias sociales no 
tuvieron un conocimiento situado en San Juan 
porque allá hay poco CONICET. La verdad es 
que lo lamento, porque donde ha habido una 
mayor cantidad de gente de CONICET, el co-
nocimiento situado fue muy interesante. Si uno 
analiza Mar del Plata, este lugar tiene una si-
tuación de conocimiento social extraordinaria 
en áreas como Sociología y Antropología. Es 
cierto que el CONICET puede ser muy fáus-
tico y muy poco comedido, pero la verdad es 
que a ustedes les tocó mal en la distribución. Si 
hubieras tenido más CONICET en ciencias so-
ciales, no se les hubiera escapado lo de las villas, 
porque en este país las ciencias sociales no se 
ausentaron, por lo menos en los últimos vein-
te años. Hay una gran cantidad de trabajo que 
se ha hecho sobre la exclusión y la pobreza en 
los noventa. También se han trabajado temas 

que tienen que ver con derechos personalísimos 
y hubo hitos extraordinarios, por ejemplo, el 
documento más citado para la ley de matrimo-
nio igualitario es el que aportó la academia. Es 
cierto que los vicios conicéticos son muchos y es 
verdad que hay una exageración en el sistema 
en estas formas de evaluación. Pero el orden de-
mocrático de la pluralidad fue muy grande en 
estos años. Convergimos hacia ciertos modelos 
que lamentablemente son el sistema de becas 
indexadas. No somos culpables, hemos sido lo 
más prudentes posibles en los años en que he 
estado. El CONICET es un régimen terrible 
de competitividad porque hay dos mil docto-
res formados por el sistema, pero ha permitido 

muchos matices. Por ejemplo, no se puede dejar 
de hacer historia de la Edad Media, porque es 
una rebaja a la condición de la cultura científi-
ca. Y no se puede envilecer el sistema de eva-
luación de la universidad, lo que se tiene que 
hacer es fomentar la posibilidad formativa de 
todos esos docentes. Lo que creo absolutamente 
discrepante con mi pensamiento más ínsito es 
aquella barbaridad a la que se sometieron las 
universidades en los noventa con el régimen de 
incentivos, que obligó a tornarse investigado-
res a docentes que no tenían la libido para eso, 
porque para investigar hay que tener libido, pa-
sión, una serie de condiciones que no se dan así 
nomás. ¿Y por qué un buen docente, que tiene 
la obligación de actualizarse con lo que se pro-

duce, va a ser un productor original? Obligarlo 
a esto me parece insensato. Las universidades 
están llamadas ahora a estructurar los sentidos 
fuertes de investigación en un sentido mejor, 
pero no van a poder olvidarse de los regímenes 
de evaluación. 

Con respecto a lo de microfísica de tecno-
logía situada, hay un estado de profesionalidad 
que se está olvidando. No necesitás ser un gran 
investigador tecnólogo para ver el problema con-
creto de una comunidad. Acá hay un problema 
de escala, hay algunas cuestiones que a menudo 
están mal calibradas. Una cosa es el tecnólogo 
innovador, que efectivamente es un tecnólogo 
que va hacer patentes o es un buen adaptador 
innovativo y otra cosa es el profesional que sabe 
cómo se hace para reencauzar un río. Para eso 
no necesitás carrera de tecnólogo, sino buenos 
hidráulicos o buenos geógrafos.

FERNANDO PEIRANO: Hay dos temas 
que quería tomar. Uno es el plan Argentina 2020, 
que es un hecho público y es necesario que se lo 
evalúe, se lo juzgue. Me parece que en la misión 
de creación del Ministerio, había que darle un rol 
frente a dos instituciones que eran previas y que 
eran muy fuertes: la Agencia y el CONICET. La 
Agencia tiene casi veinte años y el CONICET tiene 
más de seis décadas y al momento de creación del 
MINCYT el sistema ya tenía una fuerte inyección 
de recursos, no de personas, entonces había que 
darle un buen uso. El Plan 2020 tal vez haya sido 
el plan más heterodoxo de todos. De los tres o 
cuatro planes que hubo, fue el menos preciso en 
términos de sus prioridades y entonces quizás 
se vea como el menos parecido a un plan. Pero 
expresó una comprensión del vínculo entre 
ciencia y desarrollo que permitió que haya sido 
el desencadeno las implicancias prácticas más 
importantes, en comparación. Primero, fue un 
plan participativo, se movilizaron mil quinientos 
técnicos y profesionales en las temáticas 
involucradas, en un país que fue atacado a través 
de la fragmentación. Tenemos un Estado rico en 
conocimiento técnico pero que se encuentra muy 
fragmentado y peor distribuido. El Plan fue la 
oportunidad para volver a reunir gente que a veces 
está relegada en las estructuras públicas y que no 
puede hacer valer ese conocimiento. Lo que hizo 
el Plan fue zurcir al Estado y con ello valorizar 
el saber técnico del ámbito público. Participaron 
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sindicatos, empresarios, representantes de 
gobiernos provinciales y municipales. La 
primera contribución es la riqueza que tiene 
todo ese material, que no necesariamente se 
está aprovechando. La segunda, la orientación a 
los recursos agregados. El FONARSEC (Fondo 
Argentino Sectorial) fue orientado según lo 
que dijeron esas mesas de trabajo del Plan y la 
movilización que generó dio lugar a introducir 
un elemento nuevo como el FITR (Fondo de 
Innovación Tecnológica Regional), original 
por incluir una audaz “acción afirmativa”. Su 
convocatoria estableció que el equipo solicitante 
no podía estar encabezado por una institución 
con sede en alguna de las seis ciudades que 
normalmente centraban las cuestiones, para 
darle diversidad y posibilidades competitivas a 
otros grupos del resto del país.

Si bien es una experiencia que hoy que-
da desdibujada, indica por dónde tenemos que 
seguir. También orientó al FONARSEC, tuvo 
su línea especial en el FONTAR, alentó nue-
vas agendas para los PICT del FONCYT. Hoy 
tenemos PICT en temas tan necesarios como 
la investigación en derechos humanos o el de-
sarrollo de la electrónica, por señalar un con-
traste, temas que no hubiesen sido una línea 
de trabajo explicita dentro de un programa de 
promoción cofinanciado por los organismos in-
ternacionales. En el CONICET, el 20% de las 
becas y de los ingresos a carreras se reservaron 
para cubrir los temas estratégicos, como reflejo 
de los resultados del Plan. Este ejercicio de pla-
nificación intentó poner un mojón en ese senti-
do y recuperar un atributo de las políticas públi-
cas que permite ir más allá de la buena gestión: 

El conjuntismo 
forma parte del 

disciplinamiento antes 
que de la creatividad. Soy 
adversa a los proyectos 
que parece que unifican 
pero no se sabe qué es lo 
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hacer explícito hacia dónde vamos, algo que 
fue agradecido por muchos nuevos investiga-
dores que decían: “Yo quiero ser útil al país” 
y encontraron en el Plan un marco para cons-
truir la respuesta. Cuando fuimos con el Plan a 
conversar con otros planes estratégicos que im-
pulso el Estado durante el período 2011-2015, 
nos dimos cuenta de cuán débil era el ejercicio 
porque cada plan se había hecho con metodo-
logías distintas. Entonces, más allá de la volun-
tad que todos los que participamos de esa mesa 
de trabajo, no pudimos articular a largo plazo 
una agenda estratégica que combinará ciencia 
y tecnología con las prioridades en agricultu-
ra o en industria, con las transformaciones del 
mundo del trabajo, con la revolución que ne-
cesita nuestra matriz energética. Sin embargo, 
este resultado fue indicativo de la importancia 
de insistir en este ejercicio. Sirvió para saber ha-
cia dónde tiene que ir el Ministerio de Ciencia 
y Tecnología si quiere tener un fuerte impacto 
en términos de desarrollo económico y social. 
Es un cambio de metodología: de alimentar al 
sistema a ir en búsqueda de problemas. Claro, 
esto implica reconocer una limitación del mo-
delo de trabajo basado en convocatorias. Estoy 
muy de acuerdo y lo pongo en un contexto de 
grises, por el reconocimiento de perfiles y for-
mas de convocatoria distintas. Tiene que estar 
la convocatoria competitiva, tenemos que ser 
buenos con las revistas con índice de impacto 
y también tenemos que ser pertinentes con el 
territorio. Son distintos perfiles, y tenemos que 
tener proyectos estratégicos estructurantes. Por 
ejemplo, un proyecto estructurante emblemáti-
co se podría construir en torno al problema del 
saneamiento del Riachuelo. Podría ser una ex-
periencia espléndida en la que el Ministerio sa-
liera de la zona de confort, si quisiera participar 
de una transformación. El MINCyT tendría 
que hacer con el Riachuelo lo que no hicieron 
los organismos internacionales en los noventa: 
solucionar el problema a partir de un abordaje 
multidisciplinario. Lo podría hacer con biólo-
gos y químicos, pero también con investigado-
res de las ciencias sociales que entiendan la pro-
blemática de quien está viviendo al lado de la 
basura, con profesionales de la economía para 
ver la reconversión productiva de esas indus-
trias y con especialistas de las ciencias políticas 
para proponer una gobernanza superadora a la 

que está planteada actualmente. Si no podemos 
hacer esos proyectos, que no se dan por con-
vocatoria, entonces para qué queremos tener la 
riqueza de una plataforma científica diversifica-
da como pocos países tienen, con capacidad de 
autorreproducirse y autoevaluarse. 

Esto también vale para las universidades. 
Cada universidad en su territorio tiene que cons-
truir la propia identidad. Creo que la vocación 
fue unificadora y nos equivocamos porque nues-
tra riqueza es la diversidad. Somos muy chiqui-
tos como para mover la aguja del mundo de la 
investigación, pero somos lo suficientemente 
grandes como para construir un modelo distinto, 
que aproveche esta diversificación.

OSCAR GALANTE: Estaba pensando 
cómo fue esto en los setenta, en los ochenta, en los 
noventa y cómo fue en la docena ganada. ¿Qué 
nos faltó y en qué nos equivocamos? Hace pocos 
años cumplimos lo que definimos como el 30-20-
10. Treinta años de la creación de la primera ofici-
na de transferencia de tecnología del CONICET 
en 1984. Veinte años del primer programa, en el 
94, de vinculación de las universidades nacionales. 
Y diez años de la Red de Vinculación Tecnológi-
ca. En los últimos doce años, el PISAC fue una de 
las claves en el posicionamiento de las ciencias so-
ciales para analizar la problemática nacional. Eso 
fue voluntad política, decisión y recursos; llevó su 
tiempo, pero había que articular las islas de hete-
rogeneidades sociales de Argentina. 

En los tiempos en que Tulio del Bono 
era Secretario de Ciencia y Tecnología, en la 
Dirección Nacional de Proyectos y Programas 
hablábamos de los foros de la demanda regio-
nal, que eran esas mesas que planteó Fernando, 
porque decíamos que la demanda se reconoce 
una vez formulada, pero muchas veces existe la 
carencia y la necesidad y tenemos que colabo-
rar en armar y formular la demanda. Eso fue 
abandonado por el MINCyT, que desmembró 
la Dirección Nacional de Programas Especiales. 
A partir de ahí, creo que a la microfísica hay 
que sumarle lo articulación, multiactoralidad, 
transdisciplinariedad, asociativismo. Tenemos 
que poner el acento en revisar qué significa el 
Estado, cómo nos fue en décadas anteriores y 
qué creemos que tiene que ser el Estado ahora. 

GABRIELA DIKER: ¿Cómo visualizan 
en los espacios de articulación estas convocato-
rias a los proyectos institucionales?

DORA BARRANCOS: Soy muy adversa 
al “proyecto insignia” que junta todo. Es una fa-
lacia y forma parte de la región de oxímoron que 
transitamos. Estamos frente a una pérdida de la 
autarquía del CONICET completa, porque por 
un lado está el MINCyT y por el otro lado, el 
Ministerio de Modernización y en el medio que-
dó esto. Tenemos un Estado hiperneo que con-
centra decisiones en materia de vacantes y demás 
en Modernización. Hay un No Estado y hay un 
supra Estado que dice cuántas vacantes hay, algo 
completamente esquizofrénico. 

Yo no participo de las desventuras de 
los regímenes de evaluación a los que algunas 
ciencias se han sometido: estoy en desacuerdo, 
porque una unidad es una multiplicidad, obli-
gar a la multiplicidad al conjuntismo identita-
rio es una verdadera negación. Me parece que 
en algunos casos puede haber un poquito más 
de monocordia. No olvidemos que hay algunas 
cuestiones que son construcciones originadas 
por la emergencia y frente a eso hay que decir 
algo. No me parece que ahí se exprese la con-
dición de posibilidad de una unidad de sentido 
en las redes ejecutoras. Yo soy muy indiscipli-
nada respecto a esto, porque, además, el cono-
cimiento es una aventura que parece cierta y 
tiene una desventura si resulta en otras cosas. 
Y esas otras cosas son formidables. En eso soy 
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un poco impenitente y libertaria y me parece 
que es allí donde está la cuestión. Esa innova-
ción que produce alguien que se va del régimen 
es extraordinaria. Si vos hacés conjuntismo, eso 
forma parte del disciplinamiento antes que de 
la creatividad. Soy completamente adversa a la 
idea de proyectos que parece que unifican pero 
no se sabe qué es lo que unifican. No me pre-
ocupa la no unidad. ¿Unidad para qué?

FERNANDO PEIRANO: Igual creo que 
hay un riesgo en esto que es transformar la di-
versidad en investigadores de primera, segunda y 
tercera e institucionalizarlo.

DORA BARRANCOS: Con un agravan-
te: que a la larga se va a volver a la vieja tribu. Y 
si hay alguna cosa que cambió del CONICET es 
el orden tribal. No hay más tribu. Yo vi la tribu, 
era clánico, con pocos laboratorios. Eso fue lo 
que estalló. Y ahora vuelve porque al final todo 
esto va a redundar en el repliegue, ¿y cómo se 
ordena eso?

FERNANDO PEIRANO: Las universi-
dades que tienen pocos recursos se ven presio-
nadas para ponerlos por sobre cualquier otro 
proyecto o sistema y con cosas que no son rever-
sibles. Porque hay cosas que cuesta mucho cons-
truir y se pueden perder por tener la necesidad 
de los recursos o por ser funcionales a cierta con-
ducción. 

MARITA BENAVENTE: Se dijo in-
sistentemente, de distintas maneras, que 
el sistema universitario debería empezar a 
aprovechar su riqueza y heterogeneidad. El 
sistema universitario pone unos quince mil mi-
llones de pesos de su presupuesto directamen-
te en la investigación, aun cuando no forme 
parte de la partida de Ciencia y Técnica, en 
dedicaciones exclusivas, en subsidios, en equi-
pamientos. Hay investigación en las universi-
dades y aparece una contradicción en relación 
con CONICET u organismos que dependen 
del MINCyT, que es cómo se orienta la investi-
gación. La autonomía de las universidades nos 
permite, efectivamente, alimentar esa hetero-
geneidad que nos permitiría dar mejores res-
puestas a las necesidades regionales, mientras 
que a las prioridades de CONICET las fija el 

Poder Ejecutivo Nacional. Colisionan dos ló-
gicas de decisión, en apariencia contradicto-
rias. La preocupación por dar respuestas a las 
necesidades sociales y productivas de nuestro 
territorio Provincial, es una marca fundacional 
de la Universidad Nacional de San Juan y, si 
bien hacemos muchas cosas, no hemos logrado 
aún definir herramientas de valoración de la 
producción de conocimiento situado. 

El desafío es pensar lo que viene, definir 
nuestra agenda. Estamos ante una otredad, que 
es el planteo político-social y económico de este 
gobierno. Nosotros tenemos relaciones de poder 
difíciles y condicionamientos que hay que revi-
sar. Hay que considerar que tuvimos un CEO en 

nuestro gobierno y fue Lino Barañao, y eso conlle-
va una invariante que es perturbadora, porque 
materializa una concepción del mundo científico 
en la sociedad, un modo de hacer ciencia, que 
habilita que no haya un rasgo diferenciador entre 
quien es la cabeza de ese sistema en un gobierno 
nacional y popular y quien lo es en un gobierno 
neoliberal. Un mundo de creciente complejidad, 
exige políticas públicas complejas. Debemos 
resolver de manera satisfactoria la relación en-
tre las instituciones comprendidas en el sistema 
científico-tecnológico argentino, sin resignar sus 
sinergias. Hay que pensar el Sistema en toda su 
diversidad y complejidad, sobre las bases cons-
truidas, respetando los valores y visiones funda-
cionales de cada institución que se inscribe en el 

mismo. Debemos atender las demandas de cono-
cimiento particulares de cada región de nuestro 
país, revisando metodologías de financiamiento 
de la actividad científica. Necesitamos proponer 
nuevos modelos de evaluación de la producción 
científica y de la enseñanza, diferenciados por 
institución y por perfiles. Se impone también 
actualizar el contenido de las leyes que rigen la 
actividad y, por qué no, animarnos a crear nue-
vas instituciones con objetivos específicos para 
atender nuevas demandas al sistema científico-
tecnológico. Todo lo anterior siempre dentro de 
la visión de una ciencia soberana orientada a 
mejorar y sostener el desarrollo social, producti-
vo y cultural, con bienestar para cada uno de los 
habitantes de nuestro país. 

MARIANA VERSINO: Yo quería hacer 
una pregunta muy breve aprovechando la expe-
riencia de Fernando en los programas D-TEC. 
De esa experiencia, ¿qué legado queda en cuan-
to a los compromisos institucionales que toma la 
universidad, en relación con su política de pos-
grado y su política de carrera docente? Aun en 
el contexto actual y con el retraimiento del finan-
ciamiento, ¿qué vinculación puede haber en ese 
sentido desde la universidad?

FERNANDO PEIRANO: El período de 
la última docena o década también es un mode-
lo en el que hubo un centro y una periferia en 
las políticas. Hubo una periferia donde creo que 
el D-TEC se ubica en lo que era un modelo de 
construcción distinta por lo que ya señalé, es de-
cir, la mesa intergubernamental inédita. Y tam-
bién fue necesario meternos con las representa-
ciones sociales de lo que es un doctor. Hicimos 
una encuesta a los recientes graduados como 
doctores para conocer cuáles eran sus expectati-
vas profesionales, personales y académicas. Por-
que la aspiración también era la relocalización y 
les preguntamos qué querían para relocalizarse, 
si un proyecto desafiante, una vivienda, lograr 
varios años antes la conducción de un equipo 
o el desarrollo de una agenda propia. También 
propusimos la interpelación sobre la represen-
tación del investigador como trabajador. Creo 
que en un ámbito sindical como CONADU 
también tenemos que darle un lugar impor-
tante a esto: el investigador nunca es un líbero, 
forma parte de un sistema. Al no ver las venta-

Debemos resolver de 
manera satisfactoria 

la relación entre 
las instituciones 

comprendidas en el 
sistema científico-

tecnológico argentino, 
sin resignar sus sinergias.

“

”



13

POLÍTICA UNIVERSITARIA iec - conadu octubre 2017

jas, a veces al investigador le cuesta asumirlo y 
aceptarlo. El resultado fue que las universidades 
respondieron muy bien. Se pudieron armar en 
poco tiempo casi cien proyectos con veintitrés 
doctores en condiciones que intentaban equipa-
rar a la carrera del CONICET, una vara alta 
y eso es bueno. Vamos hacia un sistema más 
complejo y hay que hacer también un reconoci-
miento al que diseña, gestiona e implementa las 
políticas. La gestión pública va exigiendo nue-
vas destrezas, más fundamentos técnicos. Ya no 
alcanza con que sea un investigador consagra-
do. En este sentido, la contribución que hacen 
las maestrías y otros posgrados especializadas 
en ciencia y tecnología es muy importante ya 
que han venido formando cuadros que permi-
ten profesionalizar la gestión. Esto no excluye 
a quienes llegan al tema desde una trayectoria 
como investigadores porque hay muchos inves-
tigadores que toman ese desafío y se forman 
técnicamente en políticas públicas. 

Después tenemos que pensar qué rol cum-
plen la ciencia y la tecnología en la agenda de los 
argentinos y del sistema político. De otra forma, 
se corre el riesgo que se la siga viendo como una 
corporación. O un riesgo más serio: confundir 
una política de Estado con la permanencia de 
una persona. Vuelvo a la figura, hubo prototipos, 
hubo maquetas, hubo ensayos ricos que no han 
tenido impacto por la escala, pero para cons-
truirlos hubo un modo distinto de trabajo y ahí 
está parte de la pista de cómo repensar el siste-
ma. La síntesis es que tenemos a diez años de su 
creación no sería malo plantearnos reinventar el 
MINCyT, reinventar el sistema de Ciencia y Tec-
nología con una perspectiva más federal. No son 
cambios menores los que hay que hacer. Algunas 
cosas que se plantearon que hoy son una buena 
guía para trabajar y así sentar las bases para otra 
década de crecimiento y expansión de nuestro 
sistema de ciencia y tecnología.

Tuvimos un período –que era necesario e 
imprescindible- de hacer, de ensayar, de volcar 
recursos y de jerarquizar la figura de investiga-
ción. Así se logró una dinámica distinta a nivel 
micro y a nivel macro dentro de las prácticas 
científicas. Desafortunadamente, no lo plasma-
mos en nuevas leyes dentro del ámbito de la cien-
cia y tecnología. Tampoco se avanzó en nuevas 
formas institucionales, nos faltó un mayor grado 
de innovación en este sentido.

U
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Las políticas 
científicas 
recientes en las 
universidades 
nacionales

l presente trabajo enseña un análisis 
panorámico de dos políticas científi-
cas implementadas en Argentina du-

rante el período 2004-2015 y propone indagar su 
incidencia en el plano de las universidades nacio-
nales. En primer lugar, se estudiaron los alcances 
de la política de formación de doctores con su 
influencia en la configuración reciente del po-
sgrado y de la carrera docente en la universidad 
pública. Luego se examinó el influjo de la política 

de priorización de la investigación científica en 
las estrategias y orientaciones de los dispositivos 
universitarios de promoción de la investigación. 

El interés por seleccionar y analizar am-
bas políticas obedeció a que fueron objetivos 
centrales de los planes nacionales de Ciencia y 
Tecnología (CyT) del período, mientras que el es-
tudio de su proyección en la universidad pública 
cobró relevancia en tanto locus privilegiado de 
la formación de recursos humanos calificados y 
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producción de conocimiento. Por otra parte, en 
el campo de las políticas universitarias histórica-
mente pervivió cierta tensión constitutiva entre 
el principio de autonomía de las instituciones 
y el de planificación/regulación por parte del 
Estado (Camou, 2014, Vaccarezza, 2009). Por 
tanto, si bien las universidades públicas presen-
tan una fuerte dependencia de los fondos que les 
transfiere el Estado nacional, cuentan también 
con ciertos márgenes de autonomía garantiza-
dos a través de la Ley de Educación Superior en 
vigencia (Ley n.º 24.521) para diseñar e imple-
mentar sus propias políticas institucionales. De 
esta forma, el subsector universitario interactúa 
con las políticas públicas en el marco de relativa 
autonomía (Unzué y Emiliozzi, 2013). En defi-
nitiva, se trató de explorar los interjuegos entre 
dos políticas clave de CyT y los lineamientos y 
configuraciones de las universidades públicas 
en esa área, a fin de captar –al menos, de ma-
nera general- la complejidad del conglomerado 
científico-universitario en el país. 

Desde la perspectiva del análisis de polí-
ticas públicas, se tomaron en consideración los 
aportes de la “dependencia de la trayectoria” 
(Pierson 2000) y los de “tres órdenes de cam-
bio” (Hall, 1993). Desde el primer enfoque, se 
entendió el cambio en un sentido contingente y 
se hizo hincapié en la importancia de los acon-
tecimientos iniciales que dan lugar a las secuen-
cias de inercia histórica (Fontaine, 2015b). A su 
vez, se consideraron los tres órdenes de cambio 
que contemplan los objetivos del gobierno y los 
instrumentos de políticas (Hall, 1993). Los cam-
bios de primer orden refieren a la evaluación 
de los instrumentos de políticas; los de segun-
do nivel apuntan a la creación de nuevos ins-
trumentos o al ensayo de nuevas formas de dar 
respuesta a los problemas y los de tercer orden 
emergen cuando un gobierno promueve una 
nueva definición de los problemas de políticas 
y logra una nueva orientación a diferentes polí-
ticas sectoriales.

El estudio realizado combinó dos estrate-
gias. Por un lado, a fin de reconstruir el diseño de 
la política de formación de doctores y de priori-
zación de la investigación científica por parte de 
las principales agencias gubernamentales, se rea-
lizó un amplio relevamiento de toda la normati-
va disponible y de datos estadísticos secundarios 
que dieran cuenta de la expansión de doctores 

en el sector. A fin de indagar la incidencia de la 
política de definición estratégica en la investiga-
ción científica en el ámbito universitario, se llevó 
a cabo un estudio transversal de los instrumentos 
de promoción orientada existentes. Se trató de 
un estudio exploratorio que logró relevar la exis-
tencia, entre octubre de 2014 y octubre de 2015, 
de un corpus de diecinueve instrumentos o pro-
gramas institucionales, financiados con fondos de 
las propias instituciones y radicados en las áreas 
de CyT de los rectorados de las universidades. A 
partir de un análisis transversal de la documenta-
ción, se desplegó una perspectiva relacional que 
abarcó dos dimensiones centrales: las lógicas de 
priorización de la investigación y las capacidades 

de financiamiento.1 Complementariamente, en-
tre los años 2013 y 2015 se realizaron una doce-
na de entrevistas en profundidad a funcionarios 
de organismos científicos, a autoridades universi-
tarias del área de investigación y a responsables 
de doctorados, con el propósito de conocer los 
lineamientos de sus actividades y su influjo en el 
ámbito universitario. 

1	 Cabe señalar que se consideraron para su análisis aquellos 
programas o líneas de financiamiento para la orientación de la 
investigación académica con fondos propios de las universidades 
nacionales. Es decir, no se contabilizaron los convenios y/o asocia-
ciones con agencias gubernamentales y/o provinciales de ciencia y 
tecnología ni los fondos para la investigación provenientes de orga-
nismos externos. De allí que, sin desconocer la importancia de estas 
dos fuentes de recursos, se decidió privilegiar los subsidios para la 
priorización de la investigación académica con fondos propios de la 
universidad.

La política de formación de 
doctores en la universidad 
argentina

El desarrollo de los posgrados en Argentina 
conoció un fuerte redimensionamiento con pos-
terioridad a la sanción de la Ley de Educación 
Superior Nª 24.521 (LES) en 1995. En un primer 
momento, ese crecimiento estuvo concentrado 
en las especializaciones y maestrías, siendo el de 
los doctorados un resultado posterior, produc-
to de las políticas implementadas después de la 
crisis del 2001-2002 (De la Fare y Lenz, 2012; 
Unzué, 2011).

Sin dudas el Consejo Nacional de Investi-
gaciones Científicas y Técnicas (CONICET) fue 
el principal dinamizador de esta nueva etapa, 
debido a una elección del gobierno nacional de 
privilegiar la inversión en becas, de seleccionar 
a ese organismo como otorgante, y de no inter-
venir sustancialmente en el modo de interac-
ción entre las mismas y las universidades, que 
asumieron la responsabilidad final y exclusiva 
de los programas doctorales. Cabe destacar que 
ellas son las únicas que pueden emitir títulos de 
doctor, y que respondieron a la nueva situación 
redimensionando todo el sistema de doctorados 
en varias disciplinas, incluso con la apertura de 
nuevos programas y promoviendo su correspon-
diente acreditación.2

La magnitud del crecimiento de la oferta 
de las becas doctorales del CONICET –que re-
presentaron en este período, aproximadamente, 
el 60% de las disponibles en todo el sistema- fue, 
entre los años 2003 y el 2015, superior al 300%. 
El ciclo se inició con 1840 becas, número que se 
incrementó a 4994 en 2007 y a 7728 en 2015. Por 
otro lado, los efectos de ese incremento resultaron 
muy rápidos y directos: el número de doctores de 
reciente graduación creció de modo sostenido en 
la última década en todas las áreas disciplinares, 
aunque en aquellas que se mostraron más atrasa-
das y donde la cantidad de graduados en las licen-
ciaturas era más alta, el efecto fue mayor. 

2	 Según los datos de la Dirección Nacional de Gestión Uni-
versitaria, la aprobación ministerial de títulos de Doctor emitidos 
por universidades nacionales, que no es un indicador perfecto de la 
existencia de doctorados, pero sí de su proceso de consolidación y 
adaptación a la Ley de Educación Superior, presenta una evolución 
vertiginosa. Si hay sólo 20 doctorados aprobados antes de 1995, el 
número se incrementa con 100 nuevos casos entre 1996 y 2005 y 
con otros 236 entre 2006 y 2015. Notemos que este reconocimiento 
deviene importante para poder recibir a los becarios del sistema.

Se produjo un proceso 
sostenido de crecimiento 
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Según datos del CONICET, entre 2003 y 
2012 el número de tesis doctorales defendidas por 
becarios de ese organismo aumentó un 375%, lo 
que se explica por el incremento del número de 
doctorandos, pero también por los buenos nive-
les de terminalidad de las tesis que a cinco años 
muestran una eficacia del 62% y a ocho años del 
78% (CONICET, 2014).De este modo, y a dife-
rencia de lo que sucedió en los niveles del grado 
universitario, en los que la deserción de estudian-
tes que no cumplen sus programas en los tiempos 
previstos ha sido señalado por décadas como un 
problema, en los doctorados el acceso a becas de 
dedicación exclusiva permitió alcanzar niveles 
muy aceptables de cumplimiento de los tiempos 
institucionales tanto del financiamiento como de 
los programas de estudios.

Por ello, el aumento de la oferta de becas 
doctorales produjo una serie de transforma-
ciones que podemos sintetizar en los siguientes 
puntos:
•	 Importante incremento de los candidatos a 

doctores que redimensionó los programas 
doctorales existentes y permitió el desarro-
llo de nuevos en las universidades.

•	 A mediano plazo, pero con una tenden-
cia que se verifica fuertemente desde el 
año 2009-2010, aumentó en el número 
de nuevos doctores en el sistema científico 
argentino.

•	 Proceso de reordenamiento de la carrera 
académica, pautada bajo las normas del 
CONICET, sea en lo referido a las instan-
cias de evaluación, y la acreditación por la 
vía de la publicación.
Este crecimiento de las becas primero, lue-

go del número de doctores, tuvo un correlato 
inicial en el aumento de los investigadores en el 
organismo, que pasó de 3694 en 2003, a 5057 en 
2007 y a 9236 en 2015. 

Dicha expansión no fue idéntica en todas 
las disciplinas: en las áreas tradicionales hubo 
una menor evolución, mientras que las ciencias 
agrarias, las sociales y la tecnología crecieron 
por encima del promedio, como se detalla en 
el cuadro 1.

Se puede concluir que las disciplinas que 
habían desarrollado más tempranamente una 
estructura académica internacionalizada que 
incluía la formación doctoral (como las ciencias 
biológicas y de la salud, con una muy extensa tra-
yectoria desde la misma creación del organismo 
en el año 1958, y las ciencias exactas y naturales, 
que disputaron palmo a palmo la supremacía 
histórica) perdieron tendencialmente su partici-
pación en los primeros lustros del presente siglo, 
a manos de los sectores tradicionalmente más 
rezagados.

En algunos casos el crecimiento del sector 
se mostró muy por encima del promedio, como 
en el área de la tecnología, que partió de pisos 
muy bajos pero con políticas de promoción es-
pecíficas, y llegó al 689% en el lapso 2003-2015. 
Un caso similar fue el de las ciencias agrarias, 
que de la mano de la conjunción entre sectores 
productivos nacionales relevantes y revolución 
biotecnológica, lograron un crecimiento del or-
den del 254% en el mismo período.

El tercer caso (aunque con un aumento 
menos destacado, del orden del 189%) fue el de 
las ciencias sociales y humanas, que partieron de 
niveles muy bajos producto de las diversas for-
mas de represión que dificultaron la instituciona-
lización de sus campos en los ciclos de gobiernos 
militares, y que contaron con una gran cantidad 
de graduados dispuestos a ingresar a la carrera 
científica. Estos casos marcan una diferencia con 
disciplinas como las ciencias exactas y naturales, 
en las que el crecimiento del número de investi-
gadores llegó, en el mismo lapso, al 86%.

De este modo, podemos remarcar que se 
produjo un proceso sostenido de crecimiento de 
la cantidad de doctores de reciente formación 
en todas las áreas del conocimiento, aunque 
especialmente significativo en las que se 
mostraron más rezagadas históricamente y en 
las que los incrementos de las matrículas de 
estudiantes de grado han sido más fuertes desde 
mediados de los años 80. Otro factor a considerar 
fue que ese aumento de los doctores de reciente 
graduación lo absorbió, principalmente, el propio 
CONICET a través del ingreso a la Carrera de 
Investigador Científico (CIC). Los datos señalan 
que el crecimiento de la planta de investigadores 
en el período 2003-2015 fue del 150%.

Sin embargo, a partir del año 2010, co-
menzó a notarse en el organismo cierta satu-
ración de su capacidad de absorción de nuevos 
investigadores, por una serie de factores que los 
entrevistados han relacionado con los siguientes 
problemas:

1) Cierto límite a la capacidad burocrática-
administrativa para gestionar un número 
tan importante de ingresos y de personal.
2) Detección de ciertos puntos de satura-
ción, en particular por falta de infraestruc-
tura para albergar el crecimiento de los 
investigadores en algunas unidades ejecuto-
ras y laboratorios.
3) Cierta voluntad del organismo por in-
troducir nuevos criterios, más allá de la 
calidad académica, vinculados con la 
priorización de algunas áreas temáticas o 
incluso de ciertas regiones geográficas per-
cibidas como menos favorecidas y necesi-
tadas de políticas de promoción.
El resultado de estas limitaciones, que han 

operado de modo diverso, fue un desacople en-
tre los crecientes índices de graduación doctoral 
y las posibilidades de inserción laboral de esos 

Áreas / años 2003 2007 2015

Tecnología 38 131 300
Ciencias agrarias, de la ingeniería y de los materiales 539 855 1910
Ciencias Sociales y humanidades 705 1008 2038
Ciencias biológicas y de la salud 1240 1605 2800
Ciencias exactas y naturales 1172 1458 2188

Elaboración propia sobre datos del CONICET
Cuadro 1. Becas financiadas por CONICET por año y gran área
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investigadores en el organismo que financió bue-
na parte de la expansión de becas, lo que generó 
ciertos conflictos internos y demandas de la co-
munidad científica.

Una primera respuesta esbozada, y de re-
sultados parciales, fue el proceso de crecimiento 
de una nueva generación de becas, esta vez de 
nivel posdoctoral, que también tuvo, aunque en 
menor medida, un efecto dinamizador de los es-
tudios posdoctorales en las universidades.

Recordemos que esos estudios han sido sis-
temáticamente criticados, entre otras cosas, por 
resultar una forma de precarización de la vida 
académica, al posponer sin fecha clara el ingreso 

de los doctores a los cuerpos estables de docentes 
e investigadores de las universidades o los orga-
nismos científicos, y también porque en algunos 
casos, como el del sistema académico norteame-
ricano, una parte sustancial de la producción de 
conocimiento recae en el trabajo de los posdoc-
torandos (Stephan y Ma, 2005). Pero es impor-
tante notar que este tipo de solución, que puede 
aligerar la presión por el ingreso a la carrera aca-
démica o de investigación, sólo constituye una 
postergación de esa demanda.

En el caso argentino, el despliegue de los 
programas de becas posdoctorales parece haber 
funcionado como un elemento que redujo transi-

toriamente la presión sobre la carrera de investi-
gador. Los números provistos por el CONICET 
muestran que en 2003 se otorgaron 511 becas de 
este nivel, número que asciende a 605 en 2007 
y luego se incrementa vertiginosamente a 2364 
en 2015.

¿Hacia nuevas formas de 
doctorado?

El resultado del redimensionamiento del 
sistema de becas, como expresión de un fuerte 
aumento del presupuesto público para la for-
mación de nuevos investigadores, fue sin dudas 
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exitoso. La comunidad académica y el sistema 
universitario argentino respondieron de modo 
muy acelerado a las nuevas condiciones. La con-
tracara de ello fue que las demandas planteadas 
hacia los doctorados, si bien se canalizaron a 
través de la acreditación de los mismos, no im-
plicaron grandes transformaciones en los modos 
tradicionales de funcionamiento de estos ciclos.

En primer lugar, los organismos científi-
cos que lograron incrementos presupuestarios 
relevantes para revitalizar sus plantas de inves-
tigadores se nutrieron de esos esfuerzos hasta 
alcanzar niveles en los que la constante pro-
gresión se volvió compleja. Otros organismos 
científicos, tanto provinciales como nacionales, 
no lograron el mismo éxito y no se volvieron 
claros receptores de los nuevos recursos huma-
nos formados en el nivel doctoral. Algo similar 
sucedió con el sector privado, a pesar de los in-
tentos desplegados, con particular énfasis luego 
del año 2007, por promover la inserción laboral 
de los nuevos doctores en empresas. Las carac-
terísticas propias de la estructura económica 
argentina, y una baja propensión a la inversión 
en I+D por parte de los sectores privados, han 
hecho que las diversas iniciativas para subsidiar 
la contratación de doctores no alcancen resulta-
dos significativos, aunque aquí las particularida-
des disciplinares juegan un rol relevante.

Ello significó que, a partir del año 2012, se 
evaluaron una serie de alternativas políticas para 
reorientar el destino laboral de los nuevos doc-
tores, que se desplegaron sin un claro resultado. 

En este marco, se señaló como una gran 
paradoja de este proceso, que el número de 
doctores en los cuerpos de profesores de las uni-
versidades argentinas creció, pero siguió siendo 
bajo en términos internacionales3 como expre-
sión -entre otras cosas- del tardío desarrollo de 
ese nivel en el país. Hablamos de paradoja en-
tonces, porque habiendo sido las universidades 
una parte central de las políticas de formación 
de doctores, y grandes beneficiarias de los pro-
gramas de becas, no lograron articular plena-
mente sus procedimientos de incorporación de 
docentes a esa nueva realidad (Unzué, 2017).

3	 Según los datos del Anuario Estadístico de la SPU 
correspondientes al año 2013, un 9,9% del total de los docentes 
universitarios poseen título de doctor y aunque el número crece 
entre los profesores de más jerarquía y dedicación horaria, en todas 
las categorías y dedicaciones siempre son minoría.

La posibilidad de avanzar en la contratación 
de doctores para formar los cuerpos académicos 
de las universidades no resultó sencilla, en par-
ticular por la autonomía fuerte que desplegaron 
las mismas, que vedó la injerencia directa de las 
políticas públicas sobre sus decisiones, por lo que 
la estrategia seguida fue la de generar incentivos 
para que los docentes universitarios se doctoraran 
a partir de programas de becas específicos para la 
finalización de los doctorados y con la incorpora-
ción de adicionales salariales por títulos de posgra-
do, implementados desde el año 2008.4

La segunda respuesta fue también muy 
embrionaria: pensar la inserción de los doctores 
en la administración pública, en la que, como 

resultado de las políticas de reforma del Estado 
aplicadas en la década del noventa, se produjo 
un proceso de vaciamiento en las burocracias pú-
blicas de los recursos humanos mejor calificados. 
Esto supondría revisar las formas de contrata-
ción y reconocimiento salarial del empleo públi-
co, una tarea aún pendiente.

Finalmente, se intentó –sin lograr aún de-
masiado desarrollo- introducir la discusión sobre 
la posible diversificación de los tipos de doctora-
do en pos de multiplicar las formas de inserción 

4	 Un estrategia alternativa fue el lanzamiento en 2013 del 
programa D-Tec, que desde el MINCyT y a través de la ANPCyT 
buscaba favorecer la inserción de doctores de reciente formación en 
universidades que necesitaban fortalecer sus planteles de investigado-
resy promovía las actividades de transferencia. Sin embargo, se trata 
de un programa que aún no ha logrado su plena consolidación.

laboral. La literatura internacional sobre este 
punto es abundante, pero su discusión requiere 
una amplia y pendiente coordinación con el sis-
tema universitario.

La política de definición 
estratégica de la 
investigación científica

Entre 2003 y 2007, la Agencia Nacional de 
Promoción Científica y Tecnológica (ANPCyT) 
fue el actor principal en desplegar instrumentos 
de financiamiento dirigidos hacia la investiga-
ción orientada. Desde el instrumento marco del 
Fondo Nacional para la Investigación Científica 
y Tecnológica (FONCyT) se observó una diversi-
ficación de dispositivos. Se desarrollaron algunos 
instrumentos horizontales a partir de la convo-
catoria global en temas abiertos de los Proyectos 
de Investigación Científica y Tecnológica (PICT) 
y, principalmente, se crearon otros orientados, 
como los Proyectos de Investigación Científica y 
Tecnológica Orientados (PICT-O) en asociación 
con un organismo de coordinación del subsiste-
ma universitario, el Consejo Interuniversitario 
Nacional (CIN). Al respecto, cabe destacar que 
el CIN había realizado con anterioridad talleres 
en los distintos Consejos de Planificación Regio-
nal de la Educación Superior (CPRES), en los 
que se discutieron y desagregaron posibles líneas 
de investigación prioritaria para las universida-
des en función de la construcción de redes de 
alcance regional y el carácter interdisciplinario 
de los proyectos. No obstante, dichas propuestas 
lograron materializarse a partir de la creación de 
instrumentos específicos y orientados en asocia-
ción primero con la ANPCyT, y posteriormente 
con el CONICET. 

En esta primera etapa, los propósitos gene-
rales giraron en torno de la cuestión del fortale-
cimiento del conocimiento científico-disciplinar 
y del desarrollo económico, social y productivo 
del país. La fijación de temas prioritarios y la bús-
queda de resolución a problemas concretos com-
binó la preocupación por el desarrollo regional 
como también una pretensión de distribución 
más equitativa de los recursos financieros para 
la I+D de acuerdo a las áreas geográficas reza-
gadas. La cuestión regional y territorial estuvo en 
el centro de algunos enfoques para el desarrollo 
(Rovelli, 2017).

En los últimos años 
surgieron diversos 

esfuerzos por orientar 
la investigación 

científica a partir de 
recursos financieros 

propios de las 
instituciones.

“

”
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Una segunda etapa se inició a partir de 
2007, con la creación del Ministerio de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Productiva (MINCyT), 
al cobrar mayor relevancia la priorización en 
los documentos oficiales del área y proliferar los 
instrumentos de incentivo. No obstante, si en las 
políticas del sector pervivió la noción de desarro-
llo como principal lineamiento, a partir de ese 
momento también quedó ligada a las ideas de in-
clusión y sustentabilidad. En 2011, el MINCyT 

creó el Programa Consejo de la Demanda de 
Actores Sociales (PROCODAS), cuyo propósito 
fue promover la inclusión social desde el cam-
po científico-tecnológico. La propuesta financió 
anualmente proyectos conjuntos entre las institu-
ciones de I+D y las universidades, por un lado, 
y entre las asociaciones civiles y las cooperativas, 
por el otro (Picabea y Garrido, 2015). 

Finalmente, desde 2013, los Proyectos de 
Investigación Científica y Tecnológica (PICT) 

del (FONCyT) de la ANPCyT contaron con 
una línea específica orientada a temas estraté-
gicos identificados en el Plan Argentina Inno-
vadora 2020. Por su parte, tanto la creación 
de los Proyectos de Investigación Orientada 
(PIO) entre el CONICET y una contraparte 
asociada, por ejemplo las universidades nacio-
nales, como el surgimiento de los Proyectos de 
Desarrollo Tecnológico y Social (PDTS), los 
cuales resultaron de una asociación entre el 

Elaboración propia sobre datos MINCyT 2015

Gráfico I. Inversión en I+D. 

Distribución porcentual por 

objetivos socioeconómicos, 

en 2013
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Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) y el 
CONICET, buscaron incentivar la definición 
de prioridades y orientaciones estratégicas para 
la investigación científica.5 

Desde el plano de las ideas y las normas, 
el análisis de los planes estratégicos e instrumen-
tos orientados de investigación por parte de las 
agencias gubernamentales del sector reveló al-
gunos lineamientos de la política de priorización 
estratégica. En primer lugar, el propósito general 
de incentivar el desarrollo y la competitividad, 
complementado desde 2007 por la preocupación 
en torno a la inclusión y sustentabilidad. A su 
vez, la búsqueda de identificación de una enti-
dad adoptante de los resultados, en algunos casos 
reforzando las vinculaciones entre público-públi-
co; público-privado y público- social/territorial. 
Luego, la formulación en dos de las principales 
agencias financiadoras (ANPCyT y CONICET) 
de instrumentos orientados a través de una línea 
focalizada de financiamiento, en el marco de la 
existencia de instrumentos de incentivo horizon-
tales en temas abiertos. 

Finalmente, existió un abanico heterogé-
neo de capacidades de financiamiento dentro del 
cual, los instrumentos orientados de la ANPCyT 
y del CONICET ofrecieron los montos más sig-
nificativos. En este punto, según datos de 2013, 
el análisis de la inversión en investigación en I+D 
revela que se orientó de manera privilegiada y 
en este orden, a los siguientes tres objetivos so-
cioeconómicos: producción y tecnología indus-
trial, producción y mejora de la salud humana, 
producción y tecnología agrícola. Sin embargo, 
y a pesar de los esfuerzos por incentivar la inves-
tigación estratégica, la “no orientada” por el Es-
tado, de corte más pluralista y librada a cierta au-
tonomía del investigador o de direccionamiento 
predominante por parte de su comunidad cientí-
fica, ocupó el cuarto lugar de inversión, al captar 
un 10% de financiamiento total. Particularmen-
te, esta tendencia se profundizó, como veremos 
más adelante, en el sector universitario. 

La trayectoria reciente de la política de 
priorización de la investigación científica en la 

5	 Algunos de los documentos consultados fueron: Bases Pro-
grama Consejo de la Demanda de Actores Sociales (PROCODAS), 
MINCyT, 2014 y 2015; Bases Proyectos de Desarrollo Tecnológico 
y Social (PDTS), CIN CONICET, 2014 y 2015; Bases Proyectos 
de Investigación Científica y Tecnológica (PICT), ANPCyT, 2014 
y 2015; Bases Proyectos de Investigación Científica y Tecnológica 
Orientados (PICT-O), ANPCyT y CIN, 2009.

Argentina muestra que si bien dicha cuestión ha-
bía sido problematizada con anterioridad desde 
algunas universidades y principalmente desde 
el CIN, en tanto organismo de autorregulación 
y coordinación universitaria, la política cobró 
mayor centralidad en la órbita de las agencias 
estatales de CyT, en virtud de sus mayores capa-
cidades regulativas y financieras. En ese sentido, 
tanto el CIN como algunas universidades adop-
taron una relación asociativa con las agencias 
de CyT, al privilegiar la búsqueda de un mayor 
financiamiento para los instrumentos de promo-
ción de la investigación en áreas estratégicas con 
incidencia en las universidades nacionales. Lo 
anterior acarreó, a la vez, cierta disminución de 
la autonomía de las instituciones en favor de los 
criterios y procesos de evaluación propios de las 
agencias gubernamentales. 

Priorización de la investigación 
científica en las universidades 
nacionales

Como resultado de las capacidades adap-
tativas de las universidades nacionales a los 
lineamientos gubernamentales señalados ante-
riormente, en los últimos años surgieron diversos 
esfuerzos por orientar la investigación científica a 
partir de recursos financieros propios de las insti-
tuciones. Así, en un ámbito en el que predomina 
la oferta espontánea de subsidios para proyectos 
definidos temáticamente por los propios investi-
gadores, se desplegaron dispositivos de orienta-
ción de la investigación científica. Para ello, se 
seleccionaron algunas áreas y/o temáticas, con-
centrándose los recursos humanos y económicos 
en áreas competitivas para la universidad, donde 
en general ya existían vínculos con actores exter-
nos. El relevamiento realizado mostró que de un 
total de cincuenta y tres universidades naciona-
les, el 60 % (treinta y dos instituciones) contaban 
con subsidios para la promoción de la investiga-
ción con fondos propios, mientras que dentro de 
ese grupo casi el 60% (diecinueve casas de estu-
dio) fijaron algún tipo de área de conocimiento 
o temática prioritaria/estratégica para financiar 
proyectos y/o becas de investigación.6 

6	 Si bien en la actualidad el subsistema universitario público 
cuenta con 55 universidades, se han considerado 53 casos dado 
que las restantes instituciones de reciente creación transitan por un 
proceso de normalización institucional.

Del total de diecinueve universidades na-
cionales con instrumentos orientados de promo-
ción de la investigación, alrededor de la mitad 
desplegaron una lógica integral de definición de 
áreas estratégicas a partir de un abanico de te-
máticas prioritarias de investigación y desarro-
llo, fuertemente articuladas con el entorno y/o 
las actividades socioproductivas locales/regio-
nales. En ese sentido, la totalidad de la actividad 
de I+D de la universidad quedó enmarcada en 
un listado de áreas y/o temáticas priorizadas o 
en proyectos de atención a la demanda, sin exis-
tir convocatorias o líneas de investigación para-
lelas y/o alternativas en temáticas abiertas. En 
las universidades restantes prevaleció una lógica 
focalizada, al orientar la investigación a través 
de líneas específicas articuladas con un conjun-
to de áreas o temas prioritarios sin desatender 
las convocatorias más plurales y en temáticas 
abiertas a los intereses de la comunidad científi-
ca (Rovelli, 2017). 

En cuanto a las capacidades de financia-
miento, del conjunto de las diecinueve institucio-
nes con instrumentos orientados de promoción 
de la investigación, sólo cuatro alcanzaron una 
inversión en I+D superior a los doscientos millo-
nes de pesos anuales, trece destinaron entre se-
senta y doscientos millones y dos no superaron los 
sesenta millones (MINCyT, 2015).7 Corresponde 
señalar que dicha inversión se compone de los 
recursos financieros aplicados a la ejecución de 
la actividad e incluye la proporción de los salarios 
del personal abocado a I+D, como así también, 
otros gastos corrientes y gastos de capital (por 
ejemplo, infraestructura y equipamiento), por lo 
que una pequeña parte es plausible de ser desti-
nada a los instrumentos de promoción orienta-
da. De manera panorámica, las convocatorias 
de las universidades nacionales para subsidios 
de investigación en áreas estratégicas desple-
garon un abanico de recursos financieros que 
comprendió desde los 9.600 hasta los 100.800 
dólares. En general, la asignación financiamien-
to por proyecto varió desde los 2.400 hasta los 
7.200 dólares anuales. 

De allí que los instrumentos orientados 
con fondos propios de las instituciones com-
plementaron una oferta de financiamiento en 

7	 En 2013, el equivalente cotizado en pesos estadouniden-
ses para cada estrato fue: más de US$ 30.627.871, entre USS 
9.188.361 y US$ 30.627.871 y menos de USS 9.188.361.
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la que las líneas competitivas de las agencias 
gubernamentales cobraron mayor relevan-
cia en virtud de la magnitud de sus recursos 
(Vasen, 2013). Aún con moderadas capacida-
des financieras, algunas universidades asigna-
ron recursos globalmente más amplios en las 
convocatorias orientadas que en las de temas 
abiertos (en muchos casos, duplican o bien 
triplican el financiamiento asignado a las se-
gundas), si bien en las primeras existió general-
mente un cupo para la aprobación de los pro-
yectos. Así, se generaron incentivos concretos 
que buscaron redireccionar las prácticas de los 
investigadores universitarios, en sintonía con 
las directrices de las políticas públicas del área. 
Como parte de las dinámicas adaptativas ante 
los lineamientos gubernamentales, otras casas 
de estudios diseñaron instrumentos de menor 
alcance al reorientar la investigación mediante 
la extensión de la dedicación de los docentes a 
fin de promover las actividades científicas en 
líneas estratégicas y/o la asignación generali-
zada de recursos entre distintos los proyectos 
de la institución en temáticas estratégicas muy 
extensas y variadas. Lo anterior llevó en algu-
nos casos a cierta atomización o dispersión de 
los mismos. 

Reflexiones finales 

El conjunto de procesos que llevaron al 
incremento y la reorientación de la inversión 
pública en CyT desde comienzos del presente 
siglo, tuvo un relevante impacto en el sistema 
universitario nacional, tanto por efecto direc-
to de esos recursos como por la capacidad de 
definición de agendas que demostraron. Para-
lelamente, y como parte de la continencia en 
los procesos de cambio, la decisión guberna-
mental de canalizar la inversión y la oferta de 
becas de formación doctoral y de instrumentos 
orientados para la promoción de la investiga-
ción de manera privilegiada a través de dos de 
las principales agencias estatales de CyT del 
país –el CONICET y la ANPCyT- condicionó 
la trayectoria de dichas políticas en el ámbito 
de las universidades nacionales. En ese senti-
do, las instituciones desplegaron un amplio 
abanico de capacidades adaptativas, las que 
en algunos casos lograron retroalimentar po-
sitivamente los procesos de cambio. 

Esto se pudo constatar en el terreno de la 
formación doctoral, donde la inversión en becas 
canalizadas centralmente a partir de diversos or-
ganismos científicos nacionales, supuso un pro-
ceso de fuerte redimensionamiento que también 
fue replicado, aunque en menor escala, por el 
incremento de las becas doctorales ofertadas por 
las propias universidades. Así, la activa política 
de formación de doctores promovió nuevos ins-
trumentos y un giro en la orientación del sector, 
lo que benefició transformaciones de tercer or-
den. Sin embargo debemos notar que el impacto 
del incremento del número de doctores de re-
ciente graduación sobre los planteles de docentes 
universitarios aún resulta insuficiente.

Por su parte, el estudio de los lineamientos 
y matices de la política sectorial de investigación 
y su incidencia en la generación de instrumen-
tos propios de promoción desde las universida-
des reveló un alcance menor. Desde el plano de 
las ideas de política y desde la configuración de 
las normas, tanto las directrices como los instru-
mentos orientados de las principales agencias del 
sector lograron cierta persuasión en el ámbito 
universitario nacional de la mano de sus ma-
yores capacidades financieras y regulativas. En 
ese sentido, generaron cambios institucionales 
de segundo orden pero sin lograr modificar aún 
el paradigma predominante de la investigación 
abierta, orientada por los intereses de los cientí-
ficos e investigadores universitarios. En algunas 

universidades dicha incidencia adoptó un carác-
ter más bien concurrente ante los lineamientos 
gubernamentales, mientras que en otros casos 
existió una innovación mayor en las capacidades 
de orientación institucional de la investigación, lo 
que redundó en cierta retroalimentación positiva 
de las políticas. 

Es necesario notar que el balance de las 
políticas implementadas entre 2004 y 2015 no 
puede soslayar, a la luz de los resultados de las 
decisiones adoptadas por el gobierno argentino 
surgido de las elecciones de ese último año, que 
existen numerosas reorientaciones de las políticas 
de CyT que introducen, en no pocos casos, una 
discontinuidad de las descriptas y analizadas.

Si las primeras decisiones parecían mostrar 
una consolidación del sector o incluso un forta-
lecimiento, sea por la inédita permanencia del 
ministro del área en el traspaso del gobierno, o 
por la decisión de transferir un organismo como 
la CONAE a la órbita del MINCyT (desde su 
anterior dependencia del Ministerio de Planifica-
ción Federal), esas señales comenzaron a diluirse 
con rapidez, en particular por el debilitamiento 
de los organismos que constituyeron el núcleo de 
las políticas de CyT del período anterior.

La lista la encabeza el CONICET, donde 
una nueva precariedad institucional producto 
de la demora por parte del PEN en la confirma-
ción de la integración de los directores surgidos 
de las elecciones internas, se complementa con 
una tendencia a la reducción presupuestaria del 
organismo. 

El primer resultado fue la significativa limi-
tación de los ingresos a la Carrera de Investiga-
dor Científico que se observa a fines de 2016, lo 
que significó que más de cuatrocientos doctores 
evaluados favorablemente quedaran fuera de la 
CIC, marcando un abrupto corte con el rol que 
estaba jugando el organismo en la promoción del 
desarrollo científico. 

Este conflicto que escaló visibilidad pública 
aún no ha tenido una resolución permanente y 
su posible impacto sobre el proceso de desarrollo 
de los doctorados argentinos deberá ser objeto de 
futuros estudios. 

De momento, la inserción laboral de esos 
investigadores formados en buena medida para 
integrarse al Consejo ha sido denegada, y se ex-
ploran alternativas que van desde su contrata-
ción en otros entes públicos, empresas privadas 

Se generaron incentivos 
concretos que 

buscaron redireccionar 
las prácticas de 

los investigadores 
universitarios, en sintonía 
con las directrices de las 

políticas públicas del área.

“

”
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o incluso universidades, poniendo en marcha un 
complejo proceso de armonización con la crea-
ción de un Plan de Fortalecimiento de la Investi-
gación en Universidades Nacionales (en acuerdo 
con el Ministerio de Educación y Deportes), me-
diante el cual se buscaría insertar a los doctores 
en esos espacios institucionales. Sin embargo este 
proyecto aún no cuenta con un planteamiento 
claro y consensuado entre los distintos actores 
intervinientes, dejando en suspenso su posible 
aplicación. Notemos que la formación doctoral 
de esos cuatrocientos científicos ha supuesto una 
importante inversión pública durante numerosos 
años, que corre el riesgo de perderse por el cam-
bio de orientación de la política sectorial.

En el caso de la ANPCYT también pode-
mos ver que las asignaciones presupuestarias se 
contraen, aunque la incidencia de los créditos in-
ternacionales sobre el presupuesto de esta Agencia 
sigue resultando determinante para su evolución.

Paralelamente, los rumores sobre posibles 
reestructuraciones del gabinete nacional alimen-
tan versiones referidas a la reversión del proceso 
de autonomización de la política científica, que 
incluso llegan a mencionar una eventual reab-
sorción del Ministerio por parte de otra cartera, 
algo que se deberá seguir con atención en los 
próximos meses.

Con independencia de la evolución ins-
titucional, se verifica que no son pocos los ejes 
de las políticas de CyT del anterior período que 
han sido objeto de recortes e interrupciones, pu-
diendo agregar a este listado parcial el caso de 
algunos de los proyectos más emblemáticos de las 
políticas en el área de la energía nuclear, o de la 
política satelital.8

8	 La construcción de la central nuclear de Atucha 3 se encuen-
tra a la fecha demorada, mientras que el proyecto de desarrollo del 
satélite ARSAT 3 también ha sufrido retrasos e interrupciones por la 
búsqueda de financiamiento propio para su desarrollo.

Si reiteradas declaraciones públicas de los 
nuevos funcionarios sobre la inversión en I+D 
apuntan a su sostenimiento en términos de por-
centaje del PBI, las mismas conviven con la ape-
lación a la necesidad de fomentar el reemplazo 
de los fondos públicos por una poco probable 
inversión privada, en una apuesta a una suerte 
de efecto crowding out pero no entendido como el 
desplazamiento del gasto privado por el público, 
sino a la inversa.

En ese escenario, y dadas las razones alu-
didas sobre la estructura de la economía ar-
gentina, acrecentadas por el ciclo contractivo 
en curso, el destino de la inversión en el sector 
científico argentino parece severamente com-
prometido. El paso del tiempo nos permitirá 
evaluar las consecuencias de este nuevo ciclo de 
las políticas científicas, inscriptas en la larga ten-
dencia a la inestabilidad que ha caracterizado a 
la política argentina.
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El rol de las 
universidades 
públicas 
argentinas en 
el desarrollo 
económico

Introducción: conocimiento 
y semiperiferia

Las políticas tecnológicas necesarias para 
construir una senda de desarrollo social y econó-
mico constituyen uno de los problemas cruciales 
que enfrentan los estados no desarrollados. Algu-
nos economistas llegan a afirmar que “el desa-
rrollo económico consiste en adquirir y dominar 
las tecnologías avanzadas” (Chang, 2008: 81). 
Ahora bien, las dinámicas económicas, políticas, 

epistémicas y culturales que se ponen en juego en 
la gestión de “valor tecnológico” –actividades de 
investigación, desarrollo e innovación, procesos 
de aprendizaje y acumulación, transferencia de 
tecnología, asistencia técnica, ingeniería inversa, 
protección de la propiedad intelectual, comerciali-
zación, etc.– suponen que un país (principalmente 
su Estado cuando se trata de países no centrales) 
debe ser capaz de comprender qué tipo de cono-
cimientos necesita, de producir el perfil de tecnó-
logos y científicos –naturales y sociales–, de 

orientar a sus instituciones y de incentivar/dis-
ciplinar a los sectores sociales relevantes en la eco-
nomía del conocimiento –sectores empresariales, 
burocracias, gremios y comunidades de científicos 
y tecnólogos– en una dirección convergente con el 
proyecto de país plasmado en los objetivos políti-
cos consensuados por mecanismos democráticos y 
expresados en las políticas públicas. 

Para aproximarnos a una cartografía 
de las determinaciones, condicionalidades 
y desafíos que debe enfrentar un país como 

Diego Hurtado y 
Lautaro Zubeldía
Centro de Estudios de Historia de la Ciencia 
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la Argentina y, entonces, avanzar en la com-
prensión del papel que pueden jugar sus uni-
versidades en la economía del conocimiento 
pueden ser útiles las categorías de “país semi-
periférico” o “economía semiperiférica” para 
caracterizar el lugar que ocupa la Argentina 
en la rígida jerarquía plasmada en la estruc-
tura del capitalismo global. Asumimos que los 
estados se pueden dividir en centrales, perifé-
ricos y semiperiféricos, que esta estructura ha 
sido estable a lo largo de un período sustancial 
de tiempo y que la semiperiferia no es un es-
tado de transición camino al desarrollo, sino 
un lugar permanente dentro de la estructura 
económica mundial (Babones 2005: 53). Los 
países semiperiféricos como Argentina se ca-
racterizan por presentar cierto grado de indus-
trialización de su economía y por sostener un 
complejo científico-tecnológico –que no llega 
a funcionar como un “sistema” ni presenta el 
grado de enraizamiento social y económico 
necesario–, así como por haber desarrollado 
capacidades autónomas en unos pocos secto-
res económicamente estratégicos. Evans (1979) 
propuso como uno de los rasgos que definen 
a este tipo de países el “desarrollo dependien-
te”, que supone que las empresas trasnacio-
nales juegan un papel central en sus procesos 
de industrialización. Otro rasgo distintivo que 
comenzó a ganar relevancia desde la segunda 
mitad de la década de 1970 es la creciente de-
pendencia de los circuitos financieros globales 
(Evans, 1985: 192-194), que en los países no 
centrales mayoritariamente presentan conduc-
tas predatorias y obstaculizan la estabilidad de 
las instituciones y de la economía productiva. 
Por último, la evolución de las condicionalida-
des delineadas por el Consenso de Washington 
ha venido complejizando y elevando las barre-
ras de acceso al conocimiento a las economías 
semiperiféricas.1 

A modo de síntesis, digamos que los países 
semiperiféricos como Argentina tienen que li-
diar entonces con: inestabilidad institucional que 
debilita la eficacia de las políticas públicas; baja 
inversión en I+D del sector privado; sectores 
dinámicos de la economía dominados por em-
presas trasnacionales que despliegan estrategias 

1	 Sobre la noción de semiperiferia, ver también: Chase-Dunn 
(1998: 210-214); Clark (2010).

desconectadas de los ecosistemas económicos 
locales; creciente influencia de las actividades 
financieras especulativas; desventaja geopolítica 
para negociar “reglas de juego” que favorezcan 
los procesos de acceso al conocimiento, escala-
miento tecnológico o acortamiento de la brecha 
(Deere 2009: Cap. 5; Nguyen 2010: 244-255). 
Es en este campo de fuerzas que deben analizar-
se y evaluarse las actividades de producción de 
conocimiento científico y tecnológico en las uni-
versidades argentinas.

Dos tipos ideales en tensión

Con fines analíticos, podemos caracteri-
zar dos “lógicas” estilizadas en el pensamiento 
sobre políticas de I+D+i. La primera, propia 
de las economías desarrolladas, supone que el 
sostenimiento de posiciones de liderazgo en los 
mercados de retornos crecientes –por su propia 
naturaleza, de estructura oligopólica– requiere 
del diseño de redes de organizaciones públicas 
y empresas aptos para producir flujos de inno-
vaciones capaces de sostener la competitividad a 
partir de las tecnologías de frontera. Esta diná-
mica de tipo schumpeteriano supone un alto grado 
de conectividad entre nodos académicos y pro-
ductivos, formas de organización y gobernanza 
flexibles y la capacidad de lidiar con altos niveles 
de incertidumbre. La segunda “lógica”, propia 
de las necesidades de las economías semiperifé-
ricas, supone que para poder formular políticas 
de I+D+i adecuadas debe disponerse de capaci-
dades para: (i) una evaluación del conocimiento 
que demanda el sector productivo, los sectores 
estratégicos seleccionados y las políticas de desa-
rrollo social; (ii) el impulso de estrategias de ac-
ceso al conocimiento, escalamiento tecnológico 
y “acortamiento de la brecha” orientadas por el 
punto (i); y (iii) el diseño de mecanismos de vin-
culación pública-privada y pública-pública. Esta 
dinámica de tipo desarrollista requiere de formas 
de organización y gobernanza centralizadas que 
aseguren estabilidad y capacidades para la ge-
neración de condiciones favorables al aumento 
de la conectividad y la diferenciación de funcio-
nes al interior de un ecosistema económico con 
pocos grados de diferenciación y conectividad 
(Karo y Kattel, 2015: 18).2 En función de estas 
dos matrices idealizadas de políticas de I+D+i 
surgen dos orientaciones que suelen estar poco 
articuladas en las economías semiperiféricas –y 
en ocasiones aparecen combinadas de forma 
contradictoria– como consecuencia de la falta de 
capacidades para conducir los procesos de recep-
ción y adaptación de modelos institucionales y de 
gestión de la tecnología.

2	 En esta dirección, Block (2008: 3-4) distingue entre 
“Estado Burocrático Desarrollista”, “diseñado para ayudar a las 
empresas domésticas a acortar la brecha y desafiar a competidores 
extranjeros en mercados de productos particulares”, y “Estados De-
sarrollista en Red”, como una estructura “altamente descentraliza-
da”, diseñada para “ayudar a las firmas a desarrollar productos y 
procesos innovadores que todavía no existen”.
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¿Cómo se manifiestan estas contradiccio-
nes en las universidades? Por un lado, como una 
concepción de las universidades como centros de 
“libre pensamiento”, donde el plantel de profe-
sores-investigadores debería trabajar sobre nue-
vas ideas sin ningún tipo de condicionamientos. 
Esta dinámica, llevada al campo de la produc-
ción de “conocimiento útil”, se fundamenta en 
la lógica de la producción de conocimiento puro, 
fundamental, básico o de frontera y resuena con 
la metáfora de la universidad como “isla” de 
investigación y enseñanza, como espacio social 
resguardado para generar entornos de creativi-
dad y producir novedades disruptivas. Si bien las 
variantes nacionales de este estilo de producción 
de conocimiento parecen afines al tipo schumpe-
teriano, no existen en los contextos semiperiféri-
cos las estructuras organizacionales para llevar el 
“descubrimiento” a los estadios posteriores de de-
sarrollo, innovación, protección, licenciamiento, 
transferencia y comercialización. Estas debilida-
des institucionales y organizacionales suelen ex-
plicar la generación de conocimiento desconec-
tado de las propias necesidades socioeconómicas 
y, en el mejor de los casos, útil para alimentar las 
redes de producción de valor social y económico 
de las economías centrales. La crítica tempra-
na de este problema realizada por Varsavsky 

(1969) se complejiza frente a la drástica mutación 
del escenario que comienza a evolucionar desde 
la década de 1980 con la consolidación del pro-
yecto de globalización neoliberal.

Por otro lado, como una concepción de las 
universidades como entornos institucionales que 
suponen capacidades de diagnóstico y producción 
de conocimiento para responder a los problemas 
que plantean las políticas de desarrollo social y 
económico que, en general, no es conocimiento 
de frontera. Esta orientación afín a una dinámi-
ca económica de tipo desarrollista –que no busca 
la producción de innovaciones para el manteni-
miento del liderazgo en sectores de la economía 
global de retornos crecientes– supone la necesidad 
de avanzar sobre la creación de entornos institu-
cionales, organizaciones y competencias para im-
pulsar procesos de aprendizaje y acumulación de 
conocimiento y un creciente enraizamiento con 
la realidad socioeconómica local y nacional con 
el objetivo de promover procesos de escalamiento 
tecnológico y acortamiento de la brecha en algu-
nos sectores específicos. En la literatura, son nu-
merosos los estudios que abordan esta estrategia y 
que exponen como casos exitosos a los países del 
este asiático –principalmente Corea y Taiwán– y 
los contraponen a los países de América Latina, 
que no habrían logrado profundizar esta orien-

tación, ya sea por inviabilidad del sendero selec-
cionado, por falta de capacidades políticas o por 
condicionamientos de tipo geopolítico (Amsden, 
2001; Mazzoleni y Nelson, 2009). 

Si bien no vamos a historizar la evolución 
de estas dos concepciones de universidad en 
Argentina, digamos a modo de síntesis que, si 
durante el primer peronismo se promueven mo-
delos de universidad o institutos universitarios 
relacionados con el tipo desarrollista –las Univer-
sidades Nacionales de Tucumán y Cuyo, la Uni-
versidad Obrera Nacional o el Instituto de Física 
de Bariloche (hoy Instituto Balseiro) son casos 
paradigmáticos (Álvarez, 2000; Tagashira, 2008; 
Pacheco, 2011)–, luego del derrocamiento de 
Perón el imaginario dominante de la ciencia aca-
démica argentina se acercará a un conglomera-
do de ideales, valores y componentes ideológicos 
más afines al internacionalismo científico, la au-
torregulación y la libertad de investigación como 
respuesta reactiva a un contexto de acelerada 
transnacionalización de la economía, de políticas 
de erosión y terrorismo de Estado aplicadas por 
una sucesión intermitente de gobiernos de facto 
y de ausencia de demanda de conocimiento por 
parte del sector productivo. En esta transición, 
marcada por la “desperonización” del Estado, se 
clausuró la Dirección Nacional de Investigacio-
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nes Científicas y Técnicas del peronismo y, en su 
reemplazo, se creó el Consejo Nacional de Inves-
tigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) en 
1958 con la función de fortalecer la investigación 
en las universidades. Ese mismo año, el conflicto 
alrededor de si se debía autorizar a las universi-
dades privadas a emitir títulos habilitantes –que 
derivó en la sanción del decreto-ley 14.577 de 
1958– terminó de evaporar definitivamente del 
imaginario de un sector de la comunidad cientí-
fica los ideales de creación de una “universidad 
científica privada” o de “la John Hopkins argen-
tina”, que habían venido promoviendo desde la 
década de 1930 (Hurtado y Busala, 2002). Desde 
entonces, las actividades universitarias de I+D 
quedarían mayoritariamente acotadas al ámbito 
de las universidades públicas. 

A mediados de 1968, un físico de la Co-
misión Nacional de Energía Atómica (CNEA) 
explicaba que “sólo ocasionalmente se observa 
la presencia de algún físico en contacto con in-
vestigaciones aplicadas a cierto tipo de tecnolo-
gía industrial” y, como consecuencia, Argentina 
“está pagando anualmente al extranjero sumas 
multimillonarias a través de licencias, patentes y 
derechos varios que constituyen una verdadera 
compra de mano de obra especializada” (Mayo, 
1968: 3). Veinte años más tarde, otro físico to-
davía abogaba para “destruir la creencia de que 
la física teórica es más importante que la experi-
mental o que una física que aporta soluciones a 
problemas sociales es menos digna que la física 
básica” (Giambiagi, 1989).

En términos más generales, en un momen-
to avanzado del primer ciclo de industrializa-
ción (1930-1975), un ingeniero de la Fundación 
Bariloche que había tenido un papel protagóni-
co en una encuesta a institutos de investigación 
realizada en 1971, sostenía que “es relativamente 
pequeño el esfuerzo que el sistema científico ar-
gentino dedica a proyectos de ID [investigación 
y desarrollo] para objetivos industriales”, esto es, 
“menos del 6% del total de proyectos”. Agregaba 
que “la evidencia cuantitativa recogida muestra 
que probablemente muchos de esos proyectos no 
recibirían aplicación a corto plazo en la indus-
tria”. Y concluía este autor su análisis: “Si bien es 
cierto que las industrias dinámicas trabajan con-
tinuamente con tecnología importada, no deja 
de llamar la atención el magro apoyo del sistema 
científico” (Aráoz, 1973: 50, 55). 

Este tipo de críticas es característica de la 
corriente de aportes que hoy llamamos “pensa-
miento latinoamericano en ciencia, tecnología 
y desarrollo” (PLACTED), que surge a fines 
de los años sesenta, momento en que ya resul-
tan claros los efectos negativos de la inversión 
extranjera y la ausencia de una “burguesía na-
cional” como parte del núcleo de razones que 
dan cuenta de la imposibilidad de impulsar 
procesos dinámicos de cambio tecnológico y 
realimentación positiva entre Estado, industria 
y sistema público de I+D, incluidas las universi-
dades. El PLACTED profundiza y complejiza 
una agenda relacionada con las problemáticas 
de transferencia de conocimiento y acceso a 
distintas formas de know-how; importación, 
adaptación o comercialización de tecnología; 
marcos regulatorios, patentes y corporacio-
nes trasnacionales; evaluación de proyectos 
de inversión en CyT; “empresas y fábricas de 
tecnología”; dependencia versus autonomía 
tecnológica, etc. Sin embargo, frente a estas 
problemáticas, en 1969, el físico brasileño José 
Leite Lopes explicaba: “Si se llegara a cerrar 
una de las grandes universidades de un país de 
América Latina, el sistema económico de ese 
país no sufriría ninguna alteración” (citado en: 
Sunkel, 1970: 83).

En este escenario, el impulso del llama-
do “Plan Taquini”, es un claro exponente de 
un clima de época: impulsado por una dicta-
dura cívico-militar temerosa del crecimiento 
de las poblaciones universitarias y fabriles, este 
plan concretó la creación de trece universida-
des nacionales en el período 1971-1973 bajo la 
consigna “desarrollo y seguridad” que se des-
prendía de la Doctrina de la Seguridad Nacio-
nal vigente en la región desde comienzos de los 
años sesenta, con el propósito de dar respuesta 
al “crecimiento demográfico y/o al desarrollo 
tecnológico nacional” (Taquini, 1970: 27). Sin 
embargo, luego de un breve interregno demo-
crático, la llegada del neoliberalismo a través 
de otro gobierno autoritario ponía fin a las pre-
tensiones desarrollistas de las dictaduras cívico-
militares argentinas al clausurar el proceso de 
industrialización. Entre sus corolarios, quedará 
eclipsado el PLACTED y se iniciará un proceso 
de reorientación traumática de la trayectoria de 
evolución de las universidades.

Privatización del 
conocimiento y nuevos 
marcos regulatorios 
globales

La torsión neoliberal que se inicia con la 
era Reagan-Thatcher, a fines de la década de 
1970, produjo transformaciones cruciales que 
hoy continúan vigentes y en evolución. Como 
parte de una transformación de la política indus-
trial que se propuso recuperar la competitividad 
de las firmas norteamericanas en la economía 
global, se comenzaron a promover una serie 
de medidas que fueron diseñadas para traducir 
el liderazgo científico y tecnológico norteame-
ricano en productos comercialmente viables. 
Estas transformaciones se iniciaron al final del 
gobierno de Carter y se extendieron durante 
las administraciones de Reagan y Bush, apun-
taron principalmente a facilitar la privatización 
de propiedad intelectual financiada con fondos 
públicos y a expandir el papel del gobierno en 
el impulso del cambio tecnológico. Como par-
te de los foros internacionales que derivaron en 
la creación de la Organización Mundial de 
Comercio (OMC) y los acuerdos TRIPS, “la 
convención de Marrakech básicamente trans-
formó el sistema de patentes norteamericano en 
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uno global” (Gaudillière, 2006: 258). Las paten-
tes y la protección a la propiedad intelectual “se 
convirtieron en la solución elegida para proteger 
la posición competitiva de los Estados Unidos en 
una economía global” (Krimsky, 1991). 3 

Dos de los instrumentos iniciales puestos en 
práctica en 1980 se proponían facilitar la vincu-
lación academia-industria: la Ley de Transferen-
cia de Tecnología de Stevenson-Wydler, pensada 
para facilitar que los laboratorios públicos se vin-
culen con universidades y empresas y para que 
utilicen fondos en actividades de transferencia de 
tecnología; y la Enmienda Bayh-Dole a las leyes 
de patentes, que incentivó a las universidades y 
centros de investigación a percibir derechos de 
propiedad intelectual por trabajos realizados con 
fondos públicos. En 1984, el Congreso de los Es-
tados Unidos modificó el Acta de Comercio para 
que los derechos de propiedad intelectual de sus 
empresas fueran reconocidos en todo el mundo. 
Esta ley sostenía que el gobierno norteamerica-
no podía tomar medidas económicas y diplomá-
ticas especiales contra los países que violaran las 
patentes. También se crearon programas como 
Small Business Innovation Research (SBIR), 
Small Business Technology Transfer (STTR), 
Manufacturing Extension Partnership (MEP), o 
Advanced Technology Programme (ATP). Es-
tas transformaciones continuaron hasta 1992 
(Etzkowitz, et al., 2000; Block, 2008: 11-14). 

Por último, es crucial comprender que, 
por un lado, mientras que en este contexto las 
grandes empresas norteamericanas dependen 
de los subsidios del gobierno de EEUU, de un 
entorno regulatorio favorable, de apoyo a sus 
actividades de I+D, de protección de la propie-
dad intelectual y respaldo en sus proyectos de 
inversión en otros países, por otro lado, todas 
estas transformaciones son invisibilizadas por un 
discurso de fundamentalismo de mercado donde 
se supone que el Estado de las economías cen-
trales no interviene. Etzkowitz et al. (2008: 685) 
explican que en este escenario dominan “políti-
cas industriales de facto” y Block (2008) habla de 
“estado desarrollista oculto”. Ahora bien, mien-
tras los países centrales refuerzan sus iniciativas 
de incentivo y protección de sus economías y 
tienden a la “privatización del conocimiento” y 

3	 Agradecemos las referencias de Krimsky y Gaudillière a 
Ana M. Vara.

al creciente endurecimiento de las barreras de 
acceso a las tecnologías, como contrapunto, exi-
gen desregulación y disolución de las medidas de 
protección vigentes en las economías de las per-
iferias. Incluso, se presiona para que se desregu-
len sectores estratégicos como salud, educación, 
energía, telecomunicaciones, etc.

Durante los años noventa, como parte de 
la política exterior de alineamiento con EEUU, 
Argentina también se integró, junto con otros 
países de la región, al proceso de internacio-
nalización de la propiedad intelectual a través 
de la reforma de su legislación, incluyendo una 
ampliación de la protección a nuevos sectores, 
como los productos farmacéuticos y el software. 

Ahora bien, como explica Muñoz Tellez (2009: 
4-5), mientras que los países centrales “tarda-
ron más de dos siglos en diseñar, experimentar 
e instaurar progresivamente sistemas nacionales 
de propiedad intelectual”, los países de la peri-
feria “absorbieron sistemas de propiedad inte-
lectual impuestos por el imperio colonial”. La 
monopolización de los derechos de propiedad 
intelectual fue considerada un recurso adicional 
para obstaculizar procesos de acortamiento de 
la brecha basados en senderos imitativos de in-
dustrialización (Correa, 2000: 4). 

La demanda de las economías centrales 
para que las economías periféricas refuercen los 
estándares nacionales de protección de la pro-
piedad intelectual supone “una idealización de 

los beneficios derivados de una fuerte protección 
de la propiedad intelectual” y la promoción de 
tratados globales de protección de los derechos 
de propiedad intelectual (Muñoz Tellez, 2009: 5). 
Dicho de otra manera, la ley de patentes en la 
Argentina aprobada en 1995 no estuvo motiva-
da por el objetivo de proteger la propiedad inte-
lectual de sus laboratorios, sino que surgió como 
parte de las presiones sobre el gobierno argenti-
no para que legislara sobre el pago de regalías a 
empresas trasnacionales.

Como veremos, estas transformaciones ini-
ciadas durante la década de 1980 fueron acom-
pañadas por la promoción de un cambio en la 
cultura académica en las periferias que se propo-
nía adecuar las metas y funciones de las universi-
dades al contexto general de mercantilización de 
la educación y el conocimiento. Nociones como 
la de “Universidad de Servicios” o el mandato de 
la vinculación “Universidad-Empresa” aparecen 
como los nuevos mantras que van a guiar la im-
posición de “las nuevas reglas del juego de la co-
mercialización en la academia” (Naidorf, 2009: 
25-28). Cobra relevancia analizar este escenario 
con detalle a la luz de su semejanza con el proce-
so de regresión social y económica que atraviesa 
hoy la Argentina y otros países de la región que 
habían avanzado en proyectos de desarrollo in-
clusivo a comienzos del siglo XXI.

Las distorsiones 
del neoliberalismo 
semiperiférico

Nos interesa enmarcar los cambios de la 
cultura académica –funcional a los objetivos de 
las economías centrales– en las políticas econó-
micas de los gobiernos de Menem y De la Rúa, 
a partir de rasgos distintivos específicos de la se-
miperiferia como la desindustrialización, la pri-
vatización de organismos y empresas estatales, 
la subordinación geopolítica y geoeconómica 
al neoliberalismo central mediante la desregu-
lación de los flujos financieros y comerciales, la 
extranjerización de la economía y el desman-
telamiento de las políticas tecnológicas de los 
sectores estratégicos.4

4	 Sobre las políticas económicas de este período, en relación 
con los procesos de privatización, desindustrialización selectiva y 
extranjerización de la economía, pueden verse: Basualdo (2006); 
Azpiazu y Schorr (2010); Gaggero (2016).
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Encuadrado en este proyecto político, que 
vamos a caracterizar como neoliberalismo semiperi-
férico, creemos que el problema de la producción 
de conocimiento en las universidades se puede 
entender como corolario de una consecuencia 
más general: a pesar de una retórica que valo-
ra la prestación de servicios, la comercialización 
o el vínculo con el “mundo de los negocios”, en 
contexto de neoliberalismo semiperiférico se lle-
va a cabo el desmantelamiento de los sectores 
estratégicos –como parte de una política exterior 
de alineamiento incondicional con EEUU– y la 
clausura de iniciativas de desarrollo social –como 
parte de las pautas de ajuste estructural y reduc-
ción del gasto público– que tienen como conse-
cuencia la eliminación de la demanda de cono-
cimiento por parte de Estado, del mismo modo 
en que la extranjerización de la economía y la 
desindustrialización reducen los condiciones de 
posibilidad para la materialización de la tan pre-
gonada “vinculación Universidad-Empresa”. En 
la medida en que se profundiza la aplicación de 
las recetas de organismos de crédito y las exigen-
cias de las economías centrales, se restringen los 
canales de acceso al conocimiento vía procesos 
de transferencia de tecnología y las actividades 
de investigación y desarrollo van quedando rele-
gadas a gastos injustificados. 

A diferencia de las economías neoliberales 
centrales que, mientras promueven una retórica 
de fundamentalismo de libre mercado, apunta-
lan el dinamismo económico con una batería de 
iniciativas públicas enfocadas en las universida-
des y sus vínculos con sectores como defensa e 
industria, el fundamentalismo de libre mercado 
que promueve el neoliberalismo semiperiférico 
disuelve las responsabilidades del Estado en el 
campo del conocimiento y reorienta el campo 
científico-tecnológico bajo la guía de un conjun-
to de conceptos y consignas que promueven que 
los institutos, laboratorios o grupos de I+D pú-
blicos gestionen sus propios “negocios” y se au-
tofinancien. La cultura del “emprendedorismo”, 
las consultorías, los think tanks y diversas moda-
lidades de “agencias de análisis” se proponen 
reemplazar formas tradicionales de producción 
de conocimiento, que son estigmatizadas como 
anacrónicas–aunque persisten y evolucionan en 
las economías centrales–, escenario que supone 
una “desjerarquización” del mundo académico 
(Rubinich, 2001: 63-64).

De esta forma se comienzan a trasplantar 
consignas, que en las economías centrales eran 
el producto del acompañamiento de marcos 
regulatorios e incentivos estatales, a un escena-
rio darwiniano, donde no existe un sector em-
presarial emprendedor,5 ni programas públicos 
que promuevan marcos regulatorios adecuados 
al contexto o incentivos orientadores. Para dar 
brillo teórico se trasplanta la noción de “sistema 
nacional de innovación” para aplicarla a una 
realidad donde no hay ni sistema ni innovación 
y se pone de moda la unidad analítica “América 
Latina” para aplicarle diagnósticos simplifica-
dores del tipo “el problema de América Latina 
es el modelo lineal ofertista” y proponer recetas 

universales para todos los países de la región 
(Hurtado y Mallo, 2013).

A comienzos de noviembre de 1990, con la 
sanción de la ley de Promoción y Fomento de la 
Innovación Tecnológica –que entró en vigencia 
en 1993–, se empezó a avanzar en la construc-
ción de un marco jurídico que, se decía, inten-
taba “nivelar” la producción, uso y distribución 
de conocimiento local al proceso de cambio 
económico del escenario global. Esta ley se pro-
ponía impulsar la conexión entre las actividades 

5	 Las fracciones económicas concentradas consolidaron, por 
lo menos desde la última dictadura (1976-1983), una cultura de 
aversión al riesgo, cooptación predatoria del Estado, especulación 
financiera, fuga de capitales y ausencia de inversión en I+D. Ver, 
por ejemplo: Pucciarelli (2004).

productivas y comerciales con las actividades pú-
blicas de investigación y desarrollo. Además de 
poner el foco en la entelequia “empresario inno-
vador”, entre otras iniciativas, se creaba la figura 
de la Unidad de Vinculación Tecnológica (UVT), 
entidad de derecho privado que debía funcionar 
como “interfase” legal y catalizador de la vincu-
lación entre empresas y centros de investigación 
y desarrollo. Una nueva ley de Educación Su-
perior otorgó en 1995 el carácter de UVTs 
a las universidades nacionales (Naidorf, 
2009: Cap. VI).

En 1993, también se crea la Secretaría 
de Políticas Universitarias y al año siguiente 
se pone en funcionamiento el Programa de 
Incentivos a los Docentes-Investigadores con 
el objetivo de promover la investigación en la 
docencia universitaria. El cuadro que se obtiene 
de su análisis está cargado de claroscuros. 
Carrizo (2017: 16-17) señala “un impacto 
variable, según la universidad, y ‘dudoso’ en 
la calidad de la investigación”, “dificultades 
de ejecución”, “debilitamiento de la docencia 
dado el mayor peso otorgado en la evaluación 
a los antecedentes en investigación”, “la 
proliferación de medios de difusión académicos 
de dudosa calidad”, la marcada desigualdad 
que generó este Programa entre investigadores 
de CONICET y los docentes, etc. Ahora bien, 
a pesar de las intenciones manifestadas, en los 
hechos este Programa terminó incrustando 
el mandato de la investigación en la rutina 
docente sin institucionalidad complementaria. 
El concepto de “investigación” se transformó en 
un fetiche equiparable a un incentivo salarial. 
En una selva aleatoria de temáticas posibles, 
cada docente que quisiera acceder al incentivo 
se las debía ingeniar para publicar algo en 
alguna revista especializada. 

En síntesis, mientras se evolucionaba hacia 
un modelo económico dominado por la especu-
lación financiera y la primarización de la econo-
mía que no requería de ciencia ni tecnología, las 
universidades respondieron a aquellas transfor-
maciones creando oficinas de vinculación y/o 
transferencia, programas de emprendedorismo, 
“unidades de negocio”, iniciativas de vincula-
ción universidad-empresa a través de convenios 
con el sector privado sin criterios orientadores 
de política académica o de CyT. Los más osa-
dos o con contactos en organismos ministeriales 
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se lanzaron a actividades de consultoría donde 
el conflicto de interés dejó de ser una limitación. 
En todo caso, el voluntarismo, la supervivencia 
de grupos, centros o institutos, o un salario extra 
guiaron estas iniciativas.

Entre los eventos más dramáticos que po-
nen en evidencia la ficción que se logró implan-
tar a partir de una “revolución cultural” en el ni-
vel del discurso y la propaganda ideológica, debe 
mencionarse la clausura de las carreras técnicas 
de nivel medio y su impacto de largo plazo so-
bre la futura formación de ingenieros. Se trata de 
un punto de llegada luego de tres décadas en las 
cuales “el comportamiento de las ingenierías tie-
ne una tendencia declinante […] debido al poco 
interés que encuentran los jóvenes en carreras 
tan largas y difíciles, que no tienen una deman-

da certera en el mediano plazo” (Panaia, 2013: 
240). La crisis terminal de 2001 disolvió el man-
to ideológico y discursivo y dejó a la intemperie 
un país sin Estado y un complejo universitario y 
científico-tecnológico desfinanciado, fragmenta-
do y sin orientación.

Las universidades 
en contexto de 
industrialización y 
desarrollo inclusivo

En el período 2003-2015, el nuevo gobier-
no se propuso abandonar la matriz neoliberal 
semiperiférica y, a semejanza de otros países de 
la región, se orientó hacia un paradigma polí-
tico de desarrollo inclusivo que puso en movi-

miento un proceso de recuperación del Estado 
y una resignificación del sentido social y econó-
mico de las actividades de investigación y de-
sarrollo. El principal motor del crecimiento de 
las capacidades científico-tecnológicas –inédito 
en la historia del país– fue la definición de un 
conjunto de sectores estratégicos, como la pro-
ducción pública de medicamentos, las telecomu-
nicaciones, el desarrollo de tecnología nuclear y 
espacial, algunos sectores de la biotecnología, la 
recuperación de YPF para avanzar sobre la pro-
ducción de hidrocarburos o la conformación de 
un conglomerado de empresas en el sector de 
energía eólica (Dvorkin, 2017). 

Durante estos años, el CONICET pasó 
de alrededor de 3600 investigadores y 2800 be-
carios en 2003 a 9200 investigadores y 10.000 
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becarios en 2015; el presupuesto del INTA pasó 
de 200 millones a 3300, el del INTI de 30 a 
943 millones y el de CNEA de 100 a cerca de 
4000 millones; y los aportes al sector univer-
sitario pasaron del 0,5% del PBI en 2003 al 
1% de un PBI que en 2015 se había duplicado 
(Salvarezza, 2017). Esta inversión creciente hizo 
posible la creación de quince universidades pú-
blicas de acuerdo a criterios de federalización 
y apoyo a los desarrollos regionales e impactó 
en las actividades de I+D en las universidades. 
Un hito político de estas transformaciones fue la 
separación del sector de ciencia y tecnología del 
ámbito del Ministerio de Educación y la crea-
ción de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación Productiva a fines de 2007, aunque 
solamente el CONICET y la ANPCyT queda-
rían bajo su dependencia.6

Si nos enfocamos en la evolución de las ac-
tividades de producción de conocimiento en las 
universidades durante este período, los rasgos 
más visibles son: (i) la creciente preocupación 
por diseñar estrategias de enraizamiento de las 
universidades con sus territorios y las agendas de 
políticas públicas nacionales; (ii) la diversificación 
de los recursos de financiamiento de la Agencia 
Nacional de Promoción Científico y Tecnológica 
(ANPCyT), que impactó positivamente sobre la 
creación de capacidades de I+D de los grupos, 
laboratorios e institutos de universidades públi-
cas; (iii) las alianzas entre el Ministerio de Plani-
ficación Federal con algunas universidades para 
impulsar proyectos relacionados con medicina 
nuclear, diversas sectores de las telecomunica-
ciones y sector espacial; y (iv) la demanda que la 
mayor densidad de políticas públicas ejercieron 
sobre las ciencias sociales hacia una agenda de 
diagnóstico y prospectiva de la realidad socioeco-
nómica local, así como la creciente participación 
en programas de desarrollo social.

Como resultado de estas dinámicas, a fines 
de 2015 se habían logrado conformar núcleos 
de investigación y desarrollo, que comenzaron 
a mostrar rasgos sistémicos, que podríamos ca-
racterizar como “ecosistemas” integrados por 
instituciones, universidades, empresas estatales 
o con componente estatal y empresas privadas 
con una cultura diferente a la de los fracciones 

6	 Una presentación detallada de los logros en el sector de 
ciencia y tecnología durante el período 2003-2015, puede verse en 
Dvorkin (2017).

concentradas de la economía. Ejemplos para-
digmáticos de este tipo de ecosistemas pueden 
observarse en Bariloche con el Centro Atómico 
Bariloche, el Instituto Balseiro, INVAP, INTA 
Bariloche y la creación de la Universidad Na-
cional de Río Negro, núcleo al que se suma un 
conjunto de empresas que crecieron en la re-
gión traccionadas por la inversión pública y es-
trategias de “poder de comprar inteligente del 
Estado”; el núcleo conformado por la UNSAM, 
con institutos compartidos con el CONICET, 
la CNEA, el INTI, la CONAE y el INTA y con 
la Fundación Argentina de Nanotecnología y el 
Instituto Antártico instalados en el interior de 

su campus; el eje conformado por la UNQ, la 
UNAJ, la UNLP y la empresa Y-TEC, creada 
en abril de 2013 como sociedad entre YPF y el 
CONICET; el polo tecnológico creado alrede-
dor de la Universidad Nacional del Litoral; la 
recuperación de la educación técnica de nivel 
medio y la apertura de carreras de ingeniería en 
muchas universidades del país. 

Ahora bien, en este contexto es necesario 
analizar la persistencia, a lo largo del período 
2003-2015, de componentes ideológicos hereda-
dos del período de neoliberalismo semiperiférico 
en las modalidades de gestión de las actividades 
de investigación, desarrollo y transferencia en las 
universidades y en las instituciones públicas de 
I+D. Buena parte del arsenal discursivo, junto 

con muchos componentes ideológicos de los años 
noventa, persistieron de manera equívoca encar-
nados en actores que continuaron en cargos rele-
vantes de gestión de las actividades de I+D. Por 
un lado, se avanzó en la resignificación del rol 
social y económico de la ciencia y la tecnología, 
al punto de que se puede afirmar que tuvo lugar 
una transformación cultural, tanto en la propia 
comunidad de practicantes como a nivel social 
más amplio, como lo demuestran hitos como 
Tecnópolis, el lanzamiento televisado de los sa-
télites SAC-D/Aquarius y ArSat 1 y 2, o la re-
levancia de iniciativas como el Canal Encuentro 
y la actividad de los divulgadores, que tuvieron 
en Adrián Paenza un caso paradigmático.7 Pero, 
por otro lado, componentes de neoliberalismo 
semiperiférico lograron persistir hasta finales de 
2015 en el sector de CyT y, en muchos sentidos, 
se fortalecieron con la reticencia y la falta de ca-
pacidad política del MINCyT para asumir la 
responsabilidad de coordinar e impulsar una 
política de CyT de escala nacional acorde a las 
metas económicas e industriales y a los sectores 
estratégicos y de desarrollo social expresados 
en las políticas públicas. Metas abstractas sin 
diagnóstico ni prospectiva o el uso de categorías 
como “tecnologías de propósito general”, inapli-
cables a la realidad de una economía semiperi-
férica, muestran un MINCyT encapsulado, que 
fue incapaz de responder a las expectativas de 
un proyecto de desarrollo inclusivo en evolución, 
con excepción de algunos programas e iniciativas 
promovidos desde la ANPCyT y el CONICET.

Las razones que podrían ayudar a explicar 
estas debilidades se correlacionan con: (i) los altos 
niveles de transnacionalización de la economía 
heredada en 2003 que, a finales de 2015, no ha-
bían podido ser revertidos de manera decisiva; (ii) 
el financiamiento de las actividades de investiga-
ción y desarrollo por parte del MINCyT a través 
de préstamos de organismos de crédito como el 
BID y el Banco Mundial, lo que supone la acep-
tación de categorías, concepciones y condiciona-
mientos ajenos a la orientación política local; (iii) 
en relación con el punto anterior, la cultura de la 
consultoría privada liderada por (e imbricada con 
la labor de) funcionarios públicos y, sosteniendo 
estas prácticas, una concepción de los “negocios” 

7	 En agosto de 2014, Paenza recibió el Premio Leelavati, otor-
gado por el International Congress of  Mathematicians al mejor 
divulgador de la matemática del mundo.
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so fue acompañado por el nombramiento de 
funcionarios poco calificados que provenían 
de empresas trasnacionales o de las fracciones 
concentradas locales, que sumaron conflictos 
de interés a la erosión de la calidad institucio-
nal. Esta tendencia, a su vez, se articula con 
un plan político-económico orientado a secto-
res primarios y financieros que no necesitan ni 
ciencias sociales, ni naturales, ni tecnología, y 
que encarnan una cultura empresarial ajena 
a la inversión en conocimiento. La ocupación 
del Estado por esta lumpenburguesía hace po-
sible hablar de un estadio superior de la “pa-
tria contratista”, que Raúl Zaffaroni calificó 
como “colonialismo corporativo”. Acompa-
ñando este proceso, al final del primer año de 
gobierno fue aprobada por el Congreso la ley 
de presupuesto nacional para 2017, que inclu-

yó recortes drásticos a los fondos globales para 
los sectores de CyT y Educación, que provoca-
ron la reacción activa de las comunidades de 
docentes y de científicos y tecnólogos. 

A pesar de la incertidumbre que plantea 
el contexto presente, si se piensa que en 2019 
puede retomarse un proyecto de desarrollo 
inclusivo que vuelva a poner a los sectores de 
Educación y CyT en la primera línea de sus 
políticas públicas, entonces resulta imprescindi-
ble extraer todos los aprendizajes del período 
2003-2015. La ciencia y la tecnología no son 
un problema de científicos y tecnólogos, son un 
problema político relacionado con un proyec-
to de país. Construir un sendero de desarrollo 
para una economía semiperiférica representa 
una meta compleja, que requiere capacidades 
múltiples para diseñar y aplicar políticas pú-

blicas con eficacia. Los procesos de desarrollo 
de otros países enseñan que, si bien existen 
unas pocas excepciones, “en su mayor par-
te, las investigaciones en las universidades y 
los laboratorios nacionales por sí mismas no 
han desempeñado en el pasado un papel im-
portante en el acortamiento de la brecha en la 
industria”, explican especialistas (Mazzoleni y 
Nelson, 2009: 386). Frente a este análisis parece 
claro que hacen falta metas claras, capacidades 
organizacionales e institucionales, así como 
legitimidad política para impulsar procesos de 
incentivo y disciplinamiento, tanto de las insti-
tuciones públicas –incluidas las universidades– 
como del sector empresarial. La experiencia 
acumulada en el período 2003-2015 muestra 
indicios de que Argentina está en condiciones 
de inventar su propio sendero de desarrollo.
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1

Durante ocho años (2006-2014) se impulsó 
una Reforma en la Universidad de la República 
del Uruguay (en adelante UdelaR). La orien-
tó la noción de Universidad para el Desarrollo 
(para su elaboración y referencias ver Arocena 
y Sutz 2016, 2017). Los editores de un volumen 
colectivo tuvieron la amabilidad de invitarme 
a contribuir con una valoración de la Reforma 
intentada (Arocena, 2017), de la cual este texto 

1	L a version original de este texto se publicó con el título 
“Fostering the developmental role of  the university in Uruguay”. 
En Brundenius, C., Göransson, B. and Carvalho de Mello, J. 
(Editors) Universities, Inclusive Development and Social Innovation: An 
International Perspective, Dordrecht: Springer, 2017. Agradecemos 
al autor la elaboración de su version en castellano para Política 
Universitaria (N. de la Ed.).

es una versión española con escasas modificacio-
nes. Resume parcialmente el Informe de tal pe-
ríodo (Arocena, 2014) durante el cual fui Rector 
de la Universidad. Fui electo en 2006 y reelecto 
en 2010 con el mandato explícito de impulsar la 
Reforma; ésa fue mi principal tarea durante el 
período. Por consiguiente no se reivindica “neu-
tralidad” alguna, pero se aspira a la objetividad 
en la medida en que puede ser compatible con 
un compromiso profundo.

En la primera sección se presentan cier-
tas consideraciones sobre la educación que se 
vinculan con la noción de Universidad para el 
Desarrollo. En la segunda sección se describen 
las principales ideas y prácticas que definen la 
Reforma intentada en la UdelaR; las políticas 
cambiaron después, así que el análisis se centra 
en el período 2006-2014. En la tercera sección, 
algunas lecciones que surgen de esa experiencia 

son discutidas desde el punto de vista de las po-
sibilidades y dificultades para impulsar la contri-
bución de las universidades al desarrollo.

Educando en democracia 

En la historia de la Educación Superior en 
la América Latina de habla hispana tres perío-
dos pueden ser considerados como “tipos idea-
les” con relevante influencia. El primero, que 
comienza ya en el siglo XVI, es la “Universidad 
colonial”, una institución directamente copia-
da de la universidad medieval con la misión de 
dirigir la educación a todos los niveles. El segun-
do período lo constituye la “Universidad repu-
blicana” modelada durante el siglo XIX con el 
propósito de educar a las élites –principalmente 
abogados– de los altamente desiguales países re-
cién independizados. El tercer período resultó de 

Impulsando la 
contribución de 
la universidad al 
desarrollo en 
Uruguay1
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los cambios intentados, los éxitos obtenidos y los 
fracasos experimentados por el Movimiento La-
tinoamericano de la Reforma Universitaria que 
emergió en las primeras décadas del siglo XX 
como uno de los principales componentes de las 
luchas contra la dominación oligárquica que ca-
racterizaba al continente.

El programa de ese Movimiento puede 
sintetizarse en el propósito de democratizar la 
universidad para contribuir a la democratización 
del conjunto de la sociedad. Bajo modalidades 
diferentes, tal programa fue impulsado en casi to-
dos los países de América Latina, Brasil incluido; 
ello dio una suerte de unidad en la diversidad a 
la Educación Superior en la región. Sin desme-
dro de sus relevantes limitaciones, la tradición 
del Movimiento Latinoamericano de la Reforma 
Universitaria ha sido una inspiración mayor para 
los proyectos orientados a la democratización de 
la Educación Superior, incluyendo el muy mo-
desto recientemente impulsado en Uruguay del 
que se da cuenta en este texto. Tal inspiración lle-
vó a proponerlo como una “Segunda Reforma”.

Supuestos básicos

Normativamente, se asume que las univer-
sidades públicas deben tratar de combinar cali-
dad académica y compromiso social. Para ello, 
surge un desafío mayor del creciente papel del 
conocimiento avanzado, en la producción como 
en la destrucción, en la salud como en la guerra, 
en la mejora de la vida de muchos y en la am-
pliación de la desigualdad. Las economías más 
fuertes se basan en el conocimiento y las moto-
riza la innovación. El poder de la producción 
incrementa el rango del consumo; su combina-
ción degrada el ambiente y hace de la posibilidad 
de catástrofes climáticas un rasgo específico de 
nuestra época.

El creciente poder proveniente de la ciencia 
y la tecnología, en el contexto de relaciones so-
ciales capitalistas, impulsa una fuerte tendencia 
a la privatización del conocimiento. Las socie-
dades de hoy se ven profundamente influencia-
das por la privatización de la educación, de los 
resultados de la investigación y del uso del co-
nocimiento avanzado en general. El fenómeno 
es especialmente serio para las regiones perifé-
ricas. Las mismas se caracterizan, en grados di-
ferentes, por no tener al conocimiento avanzado 

como base principal de sus economías. Por ende 
la demanda de tal conocimiento que surge del 
mercado es débil y se dirige ante todo a provee-
dores extranjeros, con lo cual la oferta nacional 
de conocimiento permanece en promedio débil 
o muy débil y sin embargo resulta subutilizada. 
Tal es un rasgo fundamental de muchos países 
latinoamericanos, Uruguay incluido.

Los países donde es débil la generación y 
uso de conocimiento avanzado dependen alta-
mente de otros países, en lo económico y polí-
tico, y tal vez también en lo ideológico, porque 
carecen de ciertas capacidades necesarias para 
analizar problemas sociales y escoger las mejores 
soluciones. Más aún, en dichos países los benefi-
cios del conocimiento se concentran en minorías, 
así que la desigualdad tiende a crecer. Ejemplo 
mayor de ello es que las diferencias en los niveles 
educativos parecen tener una creciente influen-
cia en las diferencias de ingresos. Tales niveles 
tienen que ver con la educación formal (apren-
der estudiando) pero también con las oportuni-
dades ocupacionales (aprender trabajando en 
actividades no rutinarias).

Recapitulemos: impulsar la democratiza-
ción en general requiere más que nunca impul-
sar la democratización del conocimiento que 
incluye la expansión del conocimiento, particu-
larmente en el subdesarrollo. Un aspecto mayor 
de ello es la generalización de la Educación Su-
perior de carácter permanente y combinada con 
el trabajo. Ésas son tareas fundamentales de las 
universidades públicas. En síntesis, ésas fueron 
las líneas orientadoras del proyecto de la Segun-
da Reforma.

Dimensiones de la educación 

Enseñar en la Educación Superior incluye 
preparación profesional o especializada, cultura 
general y formación ética. Cada dimensión y sus 
interconexiones plantean problemas específicos. 
Las soluciones resultan cada vez más complejas 
y dependientes del tiempo debido, al menos, a 
dos grandes procesos: el crecimiento del cono-
cimiento y la expansión del pluralismo ideológi-
co. Ambos hacen cada vez más difícil tener en 
cuenta esas tres dimensiones, al menos, cuando 
el propósito es educar en democracia y para la 
democracia. Pero si esto último es un desafío, 
también es una clave.

La dimensión ética de enseñar en un con-
texto republicano y plural es claramente relevan-
te pero en absoluto sencilla de abordar. Cabe 
buscar vías recordando que, en cierto sentido, la 
democracia es educar por medio de la discusión, 
por lo cual la discusión debe constituir un aspecto 
fundamental de la educación en democracia. Re-
quiere formular propuestas que generen amplios 
debates, puedan conducir a decisiones significa-
tivas, y ofrezcan oportunidades para aprender 
cómo se discute y resuelve democráticamente. 
Esta constituyó una de las razones por las cuales 
una nueva Reforma Universitaria fue propuesta 
en la Universidad de la República.

Caracterizar la cultura general que la Edu-
cación Superior debiera ofrecer es cada vez más 
complicado por la expansión del pluralismo nor-
mativo así como de las especializaciones cogniti-
vas y de las formas de hacer cosas nuevas. Tales 
procesos dificultan crecientemente los diálogos 
entre culturas diferentes. Ello constituye, por 
supuesto, un gran problema para la formación 
ética, que debe ayudar a gente diferente a conver-
sar entre sí, a decidir y a vivir junta en contextos 
tolerantes y democráticos donde se protejan los 
derechos humanos. Cuando los diálogos se res-
tringen cada vez más a personas con anteceden-
tes similares, el resultado es un empobrecimiento 
de la cultura. La expansión del conocimiento 
demanda cada vez más preparación especializa-
da, pero tal tendencia puede ser prácticamente 
dañina porque dificulta la combinación de dife-
rentes tipos de conocimiento que usualmente se 
necesita para resolver problemas de la práctica.

La fragmentación de culturas y tipos de 
aprendizaje es, pues, un problema cultural, po-
lítico y práctico. Una solución individual no es 
viable: no hay retorno a la aurora de las acade-
mias filosóficas cuando algunos hombres pueden 
aspirar al dominio de todo el conocimiento dis-
ponible. Las universidades, como herederas de 
esas academias, pueden contribuir a soluciones 
colectivas que impulsen las variadas formas de 
cultivar la creación cultural y el conocimiento así 
como diálogos “democráticos” –plurales, tole-
rantes, horizontales- entre diferentes enfoques y 
disciplinas para ampliar perspectivas y lidiar con 
problemas que presenten facetas múltiples.

Tales beneficios colectivos potenciales se-
rán incrementados por la generalización del 
acceso efectivo a la Educación Superior, que 
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hoy en día debe ser visto como un derecho in-
dividual similar al sufragio universal o el acceso 
efectivo a la educación elemental. La formación 
ética incluye la vinculación del derecho a la pre-
paración especializada a nivel avanzado con el 
deber que tienen los que así se benefician de co-
laborar con la sociedad: los estudiantes univer-
sitarios pueden contribuir con su conocimiento 
en formas socialmente valiosas incluso antes de 
graduarse; ello debiera constituir un aspecto 
mayor de la formación ética que las universida-
des tienen que promover.

Educar en democracia es asumir modesta-
mente que ignoramos mucho más de lo que sa-
bemos; así, se relaciona con la antigua tradición 
de la enseñanza activa presentada brillantemen-

te ya en algunos diálogos socráticos. En tal tradi-
ción los estudiantes no deben ser vistos como re-
ceptores de conocimientos y valores transmitidos 
por sus profesores sino como los principales pro-
tagonistas de procesos de aprendizaje orientados 
a la expansión de sus capacidades para elaborar, 
adaptar, criticar y cambiar autónomamente el 
conocimiento recibido. Ayudar a los estudiantes 
a aprender en tal sentido es más difícil para los 
docentes que simplemente “transmitir el cono-
cimiento”; es también mucho más interesante y 
gratificante; además, ayuda a los docentes a se-
guir aprendiendo.

La enseñanza activa apunta en la misma 
dirección que el proyecto humboldtiano de 
conectar enseñanza e investigación. La ense-

ñanza activa democráticamente orientada se 
relaciona con el proyecto del Movimiento La-
tinoamericano de la Reforma Universitaria de 
conectar enseñanza, investigación y extensión. 
Este enfoque se vincula también con el impul-
so a la participación como una guía tanto para 
la enseñanza como para el gobierno de la edu-
cación. Los estudiantes deben participar en la 
definición del trabajo en clase y de los planes de 
estudio, el funcionamiento institucional y las re-
laciones con actores externos. Las formas “ho-
rizontales” de enseñar y decidir generan tensio-
nes y conflictos: ¿no sucede ello cuando formas 
“verticales” son escogidas? La participación en-
seña en las tres dimensiones de la educación que 
se ha venido considerando; contribuye a una 
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mejor preparación profesional, a la cultura de 
la diversidad y a la ética de la democracia. Es 
una escuela potencial de ciudadanía.

Recapitulando, educar en democracia 
es una noción afín al desarrollo definido por 
Amartya Sen (2000) como la expansión de las 
capacidades y las libertades. Esa definición 
constituye el núcleo del desarrollo inclusivo 
como se lo presenta en Arocena y Sutz (2017). 
Allí, refinando trabajo previo, se caracteriza a 
la Universidad para el Desarrollo por su com-
promiso con el desarrollo inclusivo mediante 
la práctica interconectada de tres misiones: 
enseñanza, investigación, e impulso al uso so-
cialmente valioso del conocimiento. Tal com-
promiso implica que las Universidades para el 
Desarrollo deben colaborar a la construcción 
de Sistemas Inclusivos de Aprendizaje e Inno-
vación a través de la cooperación con otras ins-
tituciones y actores colectivos. En el texto recién 
citado esas tres misiones son caracterizadas del 
modo que se explicitará oportunamente.

Esta sección ha esbozado las ideas generales 
que, como se da cuenta en la próxima, inspiraron 
un intento de impulsar la contribución al desa-
rrollo de una universidad pública en Uruguay. 

Ideas y prácticas para la 
Reforma Universitaria 

La definición de las líneas 
orientadoras

La UdelaR es dirigida por su Consejo Di-
rectivo Central (en adelante CDC), integrado 
por delegados de los estudiantes, los docentes y 
los egresados, representantes de las Facultades 
(por lo general sus decanos) y el rector. Culmi-
nando una vasta discusión abierta en la UdelaR 
durante la elección rectoral de 2006, las sesiones 
extraordinarias del CDC en marzo y abril de 
2007 definieron por unanimidad las líneas orien-
tadoras de una nueva Reforma Universitaria.

El propósito general era cooperar con el 
conjunto más amplio posible de actores institu-
cionales y sociales a fin de abrir posibilidades a 
una transformación fundamental, la generaliza-
ción de la educación terciaria. Ése es el propósito 
definitorio de la Reforma y, consiguientemente, 
la orientación general para elaborar políticas 
concretas.

Las resoluciones adoptadas por el CDC en 
2007 subrayaron que la UdelaR quería cooperar 
en la mejora del Sistema de Educación Pública 
del Uruguay en su conjunto y particularmente 
en la muy necesaria creación de nuevas institu-
ciones públicas de enseñanza terciaria, de modo 
que viejas y nuevas instituciones pudieran coor-
dinar actividades de enseñanza, investigación y 
extensión. Se prestó especial atención al desafío 
de disminuir el número de estudiantes que no 
completan ciclos educativos, un gran problema 
al nivel de la Enseñanza Media y también en la 
Universidad.

Uruguay es un país muy centralizado; las ac-
tividades principales están concentradas en su ca-
pital, Montevideo; el resto del país es denominado 
el interior; la debilidad tradicional de la Educa-
ción Superior en el Interior es un ejemplo claro 
de desigualdad geográfica en el acceso a la edu-
cación. En 2007 se resolvió que la UdelaR haría 
un gran esfuerzo para enfrentar tal desigualdad, 
contribuyendo así a la generalización de la edu-
cación terciaria en el conjunto del país.

Las líneas orientadoras definidas en 2007 
se referían también a tareas concretas vincula-
das, por ejemplo, con nuevas vías para acceder 
a la Educación Superior, la diversificación de la 
enseñanza y la mejora de su calidad, la expan-
sión de los programas de investigación y de sus 
conexiones con el desarrollo, la inclusión de la 
extensión en los planes de estudio, el fomento de 
la interdisciplinariedad. Tales lineamientos fue-
ron refinados, corregidos, enriquecidos y, en tér-
minos globales, sistemáticamente implementa-
dos durante los siguientes siete años. La Reforma 
fue democráticamente definida e implementada. 

En lo que sigue se resumen algunas ac-
ciones que ejemplifican lo dicho arriba desde 
el punto de vista de la Universidad para el De-
sarrollo.

Enseñanza activa para cooperar 
con la generalización de la 
educación avanzada

La misión de enseñanza de una Univer-
sidad para el Desarrollo aspira a generalizar el 
acceso a la Educación Superior, entendida como 
aprendizaje avanzado a lo largo de toda la vida, 
con creciente calidad y creciente conexión con el 
trabajo, el ejercicio de la ciudadanía, las expre-

siones de la cultura y, en general, las libertades y 
capacidades para vivir vidas que la gente valore 
y tenga razones para valorar.

Como es usual en universidades públicas 
en las que el acceso es gratuito e irrestricto, un 
problema históricamente grave en la UdelaR es 
la alta proporción de estudiantes que abandonan 
sus estudios. Tal fenómeno responde a causas 
múltiples, que incluyen ciertas realidades socia-
les. Por ejemplo, aproximadamente el 60% de los 
estudiantes de la UdelaR trabaja y el 16% busca 
empleo; el 36% de ellos trabaja más de treinta 
horas semanales. Tales cifras dan una medida del 
desafío que supone expandir el ingreso y el éxi-
to en la Educación Superior. Pero los problemas 
generados externamente no debieran constituir 
una coartada para evadir problemas internos. La 
Universidad debe parecerse más a un hogar para 
sus estudiantes, ofrecerles mejor enseñanza y ma-
yores oportunidades para continuar sus estudios, 
promover su protagonismo en los procesos de 
aprendizaje. Las siguientes acciones con tales 
propósitos pueden ser mencionadas.
•	 Incremento del número y el espectro de las 

carreras que la UdelaR ofrece. 
•	 Cambios en las modalidades de enseñanza, 

incluyendo su flexibilización, la enseñanza 
del mismo curso de maneras diferentes y el 
fomento del aprendizaje basado en proble-
mas. Tales cambios apuntan a afrontar 
la diversidad de los antecedentes de los 
estudiantes, ayudar a los trabajadores que 
estudian, aumentar la calidad de la ense-
ñanza y hacerla más atractiva.

•	 Creación de Ciclos Iniciales Optativos 
(CIO) como otra vía de iniciar estudios uni-
versitarios. La vía usual es empezar directa-
mente una carrera. Los estudiantes que no 
tienen una vocación definida, o necesitan 
fortalecer su formación básica, o aspiran 
a ampliar su cultura, o quieren tomar con-
tacto con una amplia área de conocimiento 
(salud, ciencias sociales, tecnologías y cien-
cias naturales, etc.) pueden seguir los cursos 
de un CIO que les interese. La duración 
prevista de los CIO es un año. Después el 
estudiante puede escoger una carrera espe-
cífica en esa área, para la cual sus estudios 
en el CIO le serán validados. Esta experien-
cia innovativa no es fácil de consolidar. Sin 
embargo abre nuevas posibilidades y ayuda 
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a seguir estudiando cuando las vocaciones 
cambian sin necesidad de volver a la Ense-
ñanza Media.

•	 Expansión de la enseñanza que combina 
en diferentes maneras actividades presen-
ciales y virtuales.

•	 Respaldo directo y personalizado a los es-
tudiantes, empezando antes de que termi-
nen la Enseñanza Media, especialmente a 
través del Programa de Respaldo al Apren-
dizaje (PROGRESA). Este comenzó como 
un programa experimental para ayudar a 
los estudiantes que ingresan e intentar dis-
minuir la alta proporción de los que aban-
donan durante el primer año de estudios 
universitarios. La experiencia llevó a conso-
lidar el programa, el cual ofrece orientación 
vocacional y atención personalizada para 
manejar diferentes problemas de la vida en 
la universidad. PROGRESA ha sido con-
vocado a colaborar con diversas actividades 
a escala nacional de respaldo y orientación 
a estudiantes.

•	 Incremento considerable, relacionado con 
el programa antes mencionado, del núme-
ro de estudiantes avanzados que se des-
empeñan como tutores (o mentores) de 
nuevos estudiantes. Un año después que 
PROGRESA inició sus actividades, estu-
diantes a quienes había respaldado se pre-
sentaron como voluntarios para ser tutores. 
PROGRESA organiza cursos y talleres 
para aspirantes a tutores; incluso docentes 
asisten a ellos. Cada año centenares de estu-
diantes se presentan como voluntarios para 
desempeñarse como tutores, en la UdelaR 
y en otras instituciones. Ello ejemplifica la 
solidaridad de gente joven que de esa forma 
sirve a la comunidad que paga sus estudios 
en una universidad de acceso libre y gra-
tuito; los propios tutores aprenden mientras 
intentan enseñar o aconsejar a sus compa-
ñeros más jóvenes; la experiencia parece 
una contribución importante para dismi-
nuir la desvinculación de los estudios.

•	 Elaboración de criterios generales para la 
actualización y la mejora de la enseñanza 
en la universidad en su conjunto. Cuando 
el Consejo Directivo Central adoptó la co-
rrespondiente resolución, decidió también 
que el plan de estudios de cada carrera de-

bía ser revisado para combinar sus aspectos 
específicos con los nuevos criterios genera-
les. Tal resolución inició un proceso bastan-
te nuevo de diálogo y colaboración entre 
distintas Facultades, Institutos, Departa-
mentos, etcétera. Actualizar los planes de 
estudio no ha sido fácil, particularmente en 
el caso de algunas carreras tradicionales en 
las cuales los cambios son particularmente 
necesarios y podrían tener impactos rele-
vantes. Sin embargo en 2014 se evaluaba 
que el 90% de las carreras ofrecidas por la 
UdelaR habían ya culminado esa actuali-
zación o los harían pronto de acuerdo a los 
nuevos criterios generales.

•	 Reestructura del Programa de Educación 
Permanente de la UdelaR, creado hace 
bastante más de veinte años, para encarar 
cuatro tareas interconectadas: 1) relacionar 
trabajo y educación en general, clave mayor 
de la generalización del aprendizaje avan-
zado a lo largo de toda la vida; 2) apoyar 
nuevas maneras de acceder a la educación 
terciaria para personas que no cumplen 
con los requisitos formales para ello pero 
pueden estudiar con provecho a ese nivel, 
eventualmente con la ayuda de ciertos 
cursos especiales; 3) impulsar la permanente 
actualización y mejora de la formación de 
los egresados universitarios; 4) vincular a los 
egresados con la educación de posgrado.

Como ya se indicó, Uruguay necesita un 
Sistema de Enseñanza Terciaria Pública en el 
cual viejas y nuevas instituciones puedan sumar 
esfuerzos. Hace una década y todavía hoy son vi-
sibles las debilidades especiales en materia de ca-
rreras tecnológicas cortas y, por encima de todo, 
en la formación de maestros y docentes de Ense-
ñanza Media. Esta última es responsabilidad no 
de la UdelaR sino de la Administración Nacional 
de la Educación Pública (ANEP), que se ocupa 
de la enseñanza inicial, primaria, secundaria y 
técnica. A partir de 2005 la colaboración entre 
ANEP y UdelaR empezó a crecer, particular-
mente en el área tecnológica y sobre todo en el 
interior así como en cursos de postgrado para 
docentes de ANEP. Pero innovaciones institucio-
nales mucho más ambiciosas son necesarias, lo 
que requiere un profundo involucramiento de los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo.

Investigación de alta calidad 
vinculada con el desarrollo 
inclusivo

La misión de investigación de una Universi-
dad para el Desarrollo apuntó a expandir las ca-
pacidades endógenas para generar conocimien-
tos –a nivel local, regional y nacional- en todas 
las disciplinas y en actividades interdisciplinarias, 
con calidad internacional y vocación social.

La UdelaR impulsa la investigación en to-
das las áreas del conocimiento y su vinculación 
con la sociedad para cooperar en el uso del co-
nocimiento avanzado para el desarrollo integral. 
Esos dos propósitos –que pueden ser llamados 
diversidad y vinculación– pueden parecer con-
tradictorios y, de hecho, a nivel internacional se 
promueven frecuentemente estrategias diferen-
tes para cada uno de ellos. La experiencia de la 
UdelaR confirma que todas las disciplinas pue-
den cooperar en la atención a una vasta gama de 
demandas de conocimiento, así que diversidad y 
vinculación pueden convivir y ayudarse mutua-
mente (ver Bianco &Sutz 2014, referencia básica 
de esta sección).

La UdelaR tiene una comisión central para 
el apoyo a la investigación, la CSIC. Durante 
2006-2014 sus programas principales fueron 
reforzados y otros fueron creados.

El programa de I+D ha sido el instrumento 
principal de la CSIC desde que ésta fue creada 
en 1992. Desde entonces ha respaldado 1.124 
proyectos, el 90% de los cuales generaron pro-
ductos académicos comunicables.

El Programa para relacionar a la Universi-
dad con el sector productivo también fue creado 
con la CSIC. Más tarde fue denominado Pro-
grama de Vinculación entre Universidad, Socie-
dad y Producción. Apunta a vincular todas las 
disciplinas académicas con una amplia gama de 
actores externos: empresas privadas y públicas, 
cooperativas, sindicatos y organizaciones de la 
sociedad civil. Trabaja con dos modalidades: en 
la primera tanto la UdelaR como los socios ex-
ternos financian el proyecto conjunto; en la se-
gunda, los recursos los pone sólo la Universidad, 
si se ha demostrado que los socios no puede co-
laborar financieramente pero que el proyecto es 
valioso para Uruguay. De 1992 a 2012 este Pro-
grama financió 321 proyectos, 124 en la primera 
modalidad y 197 en la segunda. Entre los 384 so-
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cios externos, 48% han sido empresas privadas, 
16% organismos públicos y 10% cooperativas.

El Programa de Respaldo a Grupos de In-
vestigación no es usual como instrumentos de po-
líticas en I+D; se justifica por la naturaleza cada 
vez más colectiva del trabajo de investigación, 
aunque ello no se formalice. De 2001 a 2010 el 
número de Grupos de Investigación autoiden-
tificados en la UdelaR creció 57%, llegando a 
ser 557. Los que son seleccionados en llamados 
competitivos reciben un financiamiento relativa-
mente importante durante cuatro años.

Durante el período considerado se creó un 
Programa especial para impulsar la investigación 
de alta calidad en toda la Universidad. Es nece-
sario porque la UdelaR es bastante heterogénea 
respecto a los niveles de la investigación que rea-
liza, y también porque en conjunto la institución 
da cuenta de no menos de dos tercios de toda la 

investigación en Uruguay, así que un área débil 
en la UdelaR puede serlo también en el país en 
su conjunto. Este Programa respalda sectores es-
pecíficos que requieren orientación de alto nivel, 
más investigadores calificados, conexiones con 
sectores más fuertes, enseñanza de postgrado; en 
cada caso un proyecto específico es elaborado, 
evaluado e implementado.

En 2008 fue creado el Programa de Apo-
yo a la Investigación Estudiantil, a partir de una 
propuesta de la Federación de Estudiantes Uni-
versitarios del Uruguay. Los proyectos son pre-
sentados por estudiantes pero elaborados con 
orientación académica; 667 proyectos fueron 
presentados entre 2008 y 2012, de los cuales 
fueron aceptados 367 que involucraron a 1.570 
estudiantes.

Su Ley Orgánica mandata a la UdelaR 
a colaborar con la comprensión pública de los 

problemas de interés general. Se creó un fondo 
para la investigación relacionada con tal tarea. 
Cada año ciertos problemas colectivos relevan-
tes son escogidos y se abre un llamado a proyec-
tos para estudiar alguno de esos problemas de 
manera plural y dirigida a un público general. 
Varios libros, artículos, talleres, productos audio-
visuales, páginas web y “juicios ciudadanos” han 
sido financiados. En varios casos la cobertura de 
prensa fue significativa y los “productos” fueron 
ampliamente utilizados en distintos contextos 
vinculados con lo político, el ambiente, la salud, 
los derechos humanos, la educación, la justicia, 
etcétera.

ANCAP es una de las mayores empresas 
públicas del Uruguay: se dedica a la importa-
ción y refinación de petróleo, la venta de nafta, 
y asuntos relacionados principalmente con la 
energía. Desde 2008 tiene lugar un taller anual 
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ANCAP-UdelaR, en el que las demandas de co-
nocimiento de ANCAP son discutidas. Luego se 
realiza un llamado a proyectos. Las propuestas 
son académicamente evaluadas por la UdelaR, 
y luego seleccionadas y financiadas por ANCAP. 
Proyectos provenientes de todas las áreas del 
conocimiento han sido seleccionados. Esa expe-
riencia positiva impulsó a realizar otras similares 
con la Administración Nacional de Puertos y con 
la confederación sindical unitaria (PIT CNT).

Talleres como los mencionados, así como 
otros Programas ya descritos, tienen un propósi-
to general: detectar la demanda de conocimiento 
proveniente de diferentes actores y sectores de 
nuestra sociedad, y conectarla con las capacida-
des de la UdelaR para generar conocimientos y 
resolver problemas. Ése es el propósito específico 
del Centro de Extensionismo Industrial, creado 
en conjunto por el Ministerio de Industria, Ener-
gía y Minería, la Cámara de Industrias del Uru-
guay y la UdelaR. Aspira a apoyar especialmente 
a empresas pequeñas que, como lo muestran las 
encuestas de innovación, frecuentemente no son 
capaces de detectar sus propias necesidades en 
materia de conocimiento de alto nivel.

A nivel internacional, parece que las polí-
ticas científicas y tecnológicas apuntan cada vez 
más a conectar investigación e innovación con 
inclusión social. La UdelaR ha venido impul-
sando esta labor desde la gran crisis social que 
Uruguay sufrió en los primeros años de este si-
glo. En 2008 fue creado un nuevo Programa con 
ese propósito específico. Intenta conectar hace-
dores de política, académicos y representantes 
de sectores carenciados para encarar problemas 
sociales relevantes parte de cuya solución puede 
provenir de la generación y uso de conocimiento 
nuevo. En los tres primeros llamados a proyectos, 
treinta propuestas fueron financiadas. En el pri-
mero, la mayor parte de los participantes exter-
nos tenían capacidades débiles para implemen-
tar efectivamente las soluciones a los problemas 
detectados; en el segundo tales capacidades eran 
significativas en más de la mitad de los casos; en 
el tercer llamado la amplia mayoría mostró tener 
al respecto capacidades medias o altas. Este Pro-
grama es un ejemplo de democratización del co-
nocimiento como la impulsa la nueva Reforma 
Universitaria, que incluye colaborar a que Uru-
guay tenga cada vez más investigación nacional 
de calidad internacional con vocación social.

La cooperación con la sociedad 
y el papel de la extensión 
universitaria

En una Universidad para el Desarrollo, la 
misión de promover el uso socialmente valioso 
del conocimiento apunta por sobre todo a co-
operar con una amplia gama de actores en pro-
cesos interactivos de aprendizaje que expanden 
las capacidades para producir bienes y servicios 
así como para resolver problemas, con prioridad 
asignada a las necesidades de los sectores más 
carenciados. Algunos ejemplos de ese tipo acti-
vidades desplegadas en la UdelaR ya han sido 
mencionados. Aquí la atención se concentra en 
las actividades de extensión.

El impulso a la extensión universitaria ha 
sido una bandera definitoria del Movimien-
to Latinoamericano de la Reforma Univer-
sitaria; su exacta definición siempre ha sido 
arduamente debatida. Durante el período 
2006-2014 la extensión fue fuertemente pro-
movida en la UdelaR, cuantitativa y cualita-
tivamente. Unidades de Extensión llegaron a 
existir en toda Facultad o Centro Académico 
similar, y a colaborar en la Red de Extensión 
de la UdelaR. Se propuso una visión plural de 
la extensión, buscando facilitar la cooperación 
entre las diversas disciplinas y “culturas” que 
conviven en la Universidad. Esa visión subrayó 

los aspectos “horizontales” de la colaboración 
entre sectores universitarios y actores externos 
en procesos donde interactúan distintos tipos 
de conocimiento y todos los actores aprenden 
en la búsqueda conjunta de soluciones a pro-
blemas colectivos, particularmente aquellos de 
los sectores más carenciados.

Un paso mayor fue la decisión adoptada 
en octubre de 2009 por el Consejo Directivo 
Central de la UdelaR para “curricularizar” la 
extensión, vale decir, para incluir actividades 
de extensión en los planes de estudio de todas 
las carreras. Se subrayó entonces que la ex-
tensión y otras actividades en el medio deben 
vincularse estrechamente con la iniciación de 
los estudiantes en actividades de investigación 
e innovación.

Integrar enseñanza e investigación constitu-
yó el eje del ideal de la universidad en Alemania 
que anticipó la universidad moderna. Integrar 
enseñanza, investigación y extensión constituye 
un rasgo fundamental del ideal latinoamerica-
no de universidad socialmente comprometida. 
Cada una de las tres funciones puede enriquecer 
a las otras dos. Su integración –o interconexión– 
enriquece la cooperación de la universidad con 
la sociedad en su conjunto.

En varias facultades fueron creados Es-
pacios de Formación Integral como propuestas 
educativas para integrar enseñanza, investiga-
ción y extensión de maneras frecuentemente vin-
culadas con el aprendizaje basado en problemas. 
En 2013 funcionaban 149 de tales Espacios, con 
8.634 estudiantes y 769 docentes.

Algunos programas centrales de la UdelaR 
también tuvieron ese carácter “integral”. Un 
ejemplo lo constituyó el Programa denomina-
do Flor de Ceibo (la flor nacional del Uruguay) 
que respaldó al Plan Ceibal del gobierno para 
entregar una laptop a cada niño de las escuelas 
públicas del país. Cada año, cuando Flor de Cei-
bo hacía sus llamados, centenares de estudiantes 
se presentaban como voluntarios para ayudar a 
los niños, sus familias y los maestros escolares en 
el uso de las laptops como herramientas educa-
cionales. Docentes de la UdelaR coordinaban el 
trabajo de dichos estudiantes y estudiaban con 
ellos distintos aspectos de la apropiación social de 
la tecnología.

Un objetivo mayor de la curricularización 
de la extensión es mejorar la formación técnica 

La participación enseña 
en tres dimensiones 

de la educación: 
contribuye a una mejor 

preparación profesional, 
a la cultura de la 

diversidad y a la ética de 
la democracia.
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y ética a través de la vinculación de los estudian-
tes con realidades y problemas sociales, a la par 
que se les ofrecen oportunidades de colaborar 
con gentes diversas en la solución de tales pro-
blemas. De esa forma, los estudiantes a menu-
do descubren realidades sociales de las que no 
estaban al tanto, aprenden cosas que nunca hu-
bieran aprendido en un aula y colaboran con la 
sociedad que paga los costos de una Educación 
Superior gratuita.

La creciente participación de estudiantes y 
docentes en actividades de extensión ha expan-
dido la colaboración de la UdelaR con varios 
actores populares – incluyendo sindicatos, coo-
perativas, empresas recuperadas, asociaciones de 
pequeños productores– así como con organismos 
públicos encargados de las políticas sociales. Esto 
es fundamental para una Universidad que aspi-
ra a combinar calidad académica y compromiso 
social.

Sobre la estructura académica 

La estructura tradicional de las universi-
dades latinoamericanas ha sido caracterizada 
como “tubular”, porque fue organizada en fa-
cultades profesionales separadas y ofrecía a los 
estudiantes sólo la posibilidad de avanzar por 
el “tubo” de una carrera débilmente conecta-
da con otros estudios. Ello no ha facilitado el 
trabajo interdisciplinario ni la combinación de 
los aprendizajes basados en disciplinas y en pro-
blemas. Tales cuestiones no fueron realmente 
encaradas por la Reforma Universitaria lati-
noamericana.

La nueva Reforma en la UdelaR intentó 
construir una estructura “bidimensional” que 
conjuga facultades y disciplinas con trabajo in-
terdisciplinario y basado en problemas. El paso 
mayor en tal dirección fue la creación en el In-
terior de Centros Universitarios Regionales; en 
cada uno de ellos diferentes áreas del conoci-
miento son cultivadas en formas estrechamente 
conectadas entre sí; en particular, estudiantes de 
diferentes carreras comparten cursos y varios 
grupos académicos concentran su investigación 
en problemas regionales.

Con análogo propósito se creó el Espacio 
Interdisciplinario de la UdelaR. Fomenta la or-
ganización de equipos para ocuparse de cuestio-
nes que no pueden estudiarse sólo en contextos 

disciplinarios, como cambio climático, o infancia 
y pobreza, o manejo costero integrado. También 
respalda carreras que involucran a diferentes 
áreas de conocimiento, así como la integración 
de las funciones universitarias.

Sobre el gobierno y la gestión de 
la universidad

La Reforma aspiró a demostrar que demo-
cracia y eficacia pueden respaldarse mutuamen-
te. Ello requiere que el Consejo Directivo Cen-
tral de la UdelaR, con más de veinte integrantes, 
pueda concentrar su atención en los problemas 
más difíciles y en las decisiones estratégicas. Re-
quiere también habilitar a las Facultades y otros 

Centros académicos a decidir en lo que les con-
cierne específicamente. Estas no son cuestiones 
sencillas, pero algunos cambios relevantes fueron 
democráticamente decididos y efectivamente im-
plementados en un período relativamente corto.

Una mejor gestión de la UdelaR fue uno 
de los propósitos de la Reforma. Una primera 
clave para ello fue tratar de involucrar a sus fun-
cionarios tanto en cambios concretos como en 
procesos de decisión. Una segunda clave fue co-
nectar su trabajo con oportunidades de aprender 
incluso a nivel terciario, por ejemplo, mediante 
la creación de la Tecnicatura en Gestión Univer-
sitaria.

Sobre descentralización y 
regionalización

Entre los cambios recientes en la UdelaR 
la nueva estrategia para extender la Educación 
Superior al Interior es lo más apreciado por la 
ciudadanía en general. Tal estrategia apuntó a 
ampliar la contribución de la UdelaR al desarro-
llo regional. Fue concebida como un proceso que 
no es dirigido desde el “centro” sino que asigna 
un papel fundamental a actores de cada región, 
tanto internos como externos a la Universidad. 
Así esa estrategia de descentralización y regionaliza-
ción ejemplificó las líneas orientadoras de la nue-
va Reforma Universitaria –y, particularmente, la 
noción de educar en democracia– por lo que sus 
tres componentes principales serán descritos con 
algún detalle.

El primer componente fue la elaboración 
de Programas Regionales de Educación Tercia-
ria, tomando en cuenta las necesidades y posibi-
lidades de cada región, y asociando en tal labor 
a los actores institucionales y sociales dispuestos 
a cooperar. Dichos Programas debieran ayudar 
a construir las nuevas instituciones del necesa-
rio Sistema Nacional de Educación Terciaria 
Pública. Los Programas Regionales debieran 
pertenecer al Sistema como tal, si llega a cons-
truirse, y contribuir a darle un carácter realmen-
te sistémico. Dado que la desigualdad social en 
el acceso a la Educación Superior resulta agra-
vada por la desigualdad geográfica, la UdelaR 
trató de que emergieran versiones primarias de 
dichos Programas en algunas regiones a través 
del trabajo conjunto de instituciones educativas, 
gobiernos locales y otros actores públicos, secto-
res productivos y organizaciones de la sociedad 
civil que promueven la expansión de la enseñan-
za universitaria. Tales versiones primarias de los 
Programas Regionales de Educación Terciaria 
orientaron la creación de varias nuevas carreras 
y modalidades de enseñanza de la UdelaR en el 
interior, algunas únicas en todo el país. De 2007 
a 2012 el número de los estudiantes de la UdelaR 
creció alrededor de 14% en Montevideo y 65% 
en el interior.

El segundo componente mayor de la estra-
tegia de descentralización y regionalización fue 
la creación de los llamados “Polos de Desarrollo 
Universitarios”. En cada región fueron definidas 
prioridades para la enseñanza, la investigación y 
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la extensión. Como en el caso de los Programas 
Regionales comentados antes, un papel relevan-
te en la definición de prioridades correspondió a 
actores regionales, internos y externos a la Uni-
versidad. Luego fueron creados grupos acadé-
micos de alto nivel para trabajar en el marco de 
tales prioridades. Han contribuido a mejorar la 
enseñanza, a integrar las funciones universitarias 
y a superar la estructura académica “tubular”, 
particularmente porque cada grupo ofrece cur-
sos que son seguidos por estudiantes de diferentes 
carreras. Dado que tales grupos académicos tra-
bajan en cuestiones regionales relevantes, contri-
buyen también a fomentar la interdisciplina y a 

vincular el aprendizaje basado en problemas con 
la enseñanza disciplinaria. Tales Polos de Desa-
rrollo Universitario han hecho una contribución 
decisiva a un logro bastante reciente: por prime-
ra vez en la historia del Uruguay se realiza en 
el Interior investigación de alto nivel no sólo en 
cuestiones agrarias, como ha sucedido durante 
muchas décadas, sino en toda área de conoci-
miento entendida en sentido amplio. 

El tercer componente mayor de la estrate-
gia de descentralización y regionalización ha sido 
la creación de Centros Universitarios Regiona-
les. Ya ha sido mencionada en relación al progra-
ma de la nueva Reforma para la transformación 

de la estructura académica de la Universidad. 
Su consolidación constituirá el mayor cambio 
estructural desde que la UdelaR fue creada con 
base en las Facultades profesionales. Como se 
dijo, los Centros Regionales ofrecen carreras co-
rrespondientes a diferentes áreas; estudiantes de 
carreras distintas se encuentran en algunos cur-
sos compartidos; docentes de diversas disciplinas 
cooperan en la misma carrera. Así la formación 
es potencialmente más rica y la colaboración in-
terdisciplinaria menos difícil.

Cada Centro Universitario Regional sos-
tiene al correspondiente Programa Regional de 
Educación Terciaria. Los grupos académicos 
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pertenecientes a los Polos de Desarrollo Univer-
sitario trabajan en los Centros Regionales. Cada 
componente mayor de la estrategia contribuye a 
consolidar los otros dos.

En 2007-2008 la UdelaR decidió iniciar 
la construcción de Centros Regionales en el 
Noroeste, el Noreste y el Este del Uruguay. Ello 
implicaba construir capacidades académicas, de 
gobierno y gestión. No se puede hacer de un día 
para otro ni simplemente por una resolución de 
las autoridades centrales. Requiere combinar las 
iniciativas de la gente directamente involucrada 
con el proceso en cada región y el apoyo de la 
Universidad en su conjunto. En 2013, según lo 
aconsejado por los organismos consultivos de la 
UdelaR en el Noroeste y en el Este, se conside-
ró concluida la primera etapa de la construcción 
institucional en dichas regiones, y se entendió 
que ello requeriría algo más de tiempo en el No-
reste. En las elecciones del 26 de marzo de 2014 
los estudiantes, docentes y egresados eligieron 
como es usual sus representantes a los organis-
mos colectivos que gobiernan la UdelaR y sus 
Facultades; ello también tuvo lugar en los Cen-
tros Regionales del Noroeste y del Este. La de-
mocracia participativa en la Universidad a escala 
regional ha sido ampliada.

Tendencias en la graduación

Cada año, aproximadamente dieciocho 
mil estudiantes finalizan la Enseñanza Media en 
Uruguay; esa cifra no ha cambiado mucho en 
bastante tiempo. Todos ellos pueden inscribirse 
en una o más carreras de la UdelaR. Alrededor 
de doce mil personas inician efectivamente sus 
estudios en alguna de ellas. Al presente, unas seis 
mil se gradúan cada año en la UdelaR. Ambos 
números han venido creciendo, especialmente el 
segundo. Comparando la cifra de quienes efec-
tivamente empezaron a estudiar hace algunos 
años, la tasa de graduación es de aproximada-
mente 58%. La proporción no es menos que en 
las universidades privadas, donde el estudio no 
es gratuito.

Uruguay tiene cuatro universidades priva-
das. Grosso modo, el 20% de los estudiantes uni-
versitarios están inscriptos en ellas y casi 80% en 
la UdelaR (la Universidad Tecnológica, también 
pública, fue creada recientemente). Las cifras de 
graduación presentan una relación similar, pero 

la proporción correspondiente a las universida-
des privadas parece estar creciendo.

En una rápida mirada a la evolución de la 
graduación en la UdelaR cabe notar que el pro-
medio anual fue 3.240 en el período 1986-1988 y 
4.184 en 2004–2006; por primera vez en la histo-
ria superó los 5.000 graduados en 2011; en 2012 
fueron más de 6.000. En 2011–2013 el promedio 
anual fue 6.032, 44% más que en 2004–2006 y 
86% más que en 1986-1988.

¿Qué puede pasar en el futuro? Los núme-
ros dicen algo muy importante: si la graduación 
terciaria pública y privada se incrementa a la tasa 
en que lo ha hecho en la UdelaR durante la últi-
ma década, no menos del 50% de quienes nacen 
hoy en Uruguay completarán un nivel terciario 
de educación. La generalización de la educación 
terciaria sería una realidad.

El desarrollo inclusivo requiere, sobre todo 
en los países periféricos, que cada generación 
alcance un nivel educativo promedial sustancial-
mente más alto que la de sus padres. La madre y 
el padre del 54% de quienes hoy estudian en la 
UdelaR no tuvieron siquiera la oportunidad de 
iniciar estudios a nivel terciario.

Recapitulación

En 2007 las líneas orientadoras para in-
tentar reformar la Universidad fueron definidas 
por su Consejo Directivo Central, el cual en ju-
nio de 2013 aprobó por unanimidad un docu-
mento que analiza cambios y perspectivas para 
la UdelaR en el período 2005–2020. Su párrafo 
de conclusión afirma que, si se presta atención 
efectiva a las prioridades fijadas en el documen-
to, los cambios en curso se consolidarían de tal 
forma que al finalizar esta década una primera 
etapa de la nueva Reforma Universitaria estaría 
culminando y la contribución fundamental de la 
Universidad al Desarrollo se habría confirmado.

Posibilidades y dificultades 
de la Universidad para 
el Desarrollo: ciertas 
lecciones de una experiencia 

En la sección de conclusión de Arocena y 
Sutz (2017) se discuten varios factores que con-
dicionan las posibilidades de las universidades 
para el desarrollo, subrayando que su influencia 

concreta debe ser estudiada en su contexto es-
pecífico. Aquí se aborda tal discusión, de forma 
autocontenida, en el marco de la experiencia 
descripta previamente. Como en el texto men-
cionado, el hilo conductor es: ¿quiénes son los 
interesados? Vale decir, ¿qué grupos, estratos o 
movimientos, en las universidades y en el con-
junto de la sociedad, son tales que sus intereses 
materiales e ideales pueden conectarse con el 
impulso al papel de las universidades en el de-
sarrollo?

Sobre la educación avanzada y 
permanente

La primera tarea de la Universidad para 
el Desarrollo es remodelar la enseñanza para 
contribuir a la generalización de los aprendizajes 
avanzados a lo largo de toda la vida. Tal priori-
dad sintoniza con las aspiraciones sociales a más 
educación; puede pues tener varios apoyos. Eso 
sucedió con la transformación descentralizadora 
de la UdelaR: ella sintonizó con los intereses de 
muchos en el Interior por acceder a la enseñanza 
terciaria; obtuvo apoyos específicos del gobierno 
nacional, de varios gobiernos locales y de orga-
nizaciones sociales; fue impulsada por muchos 
actores, incluyendo académicos que veían en tal 
transformación oportunidades nuevas y mejores 
para su propio trabajo y para cooperar con la 
sociedad.

Sin embargo, el gobierno uruguayo no ha 
asumido la meta de generalizar la educación 
terciaria. Pero políticas que fueron en algún mo-
mento promovidas en Brasil y más recientemen-
te en Chile, así como el tradicional acceso abierto 
a las universidades públicas en Argentina y Uru-
guay sugieren que no es imposible que tal meta 
devenga prioritaria en el sur de América Latina.

Expandiendo el acceso a la Educación Su-
perior, la Universidad para el Desarrollo puede 
conectarse con los intereses de mucha gente. Pero 
es sabido que no pocos de los que obtienen títu-
los profesionales en universidades gratuitas con 
acceso libre, que defendieron como estudiantes, 
cambian de actitud como egresados e impulsan 
la restricción del acceso a las universidades para 
limitar el número de competidores en su propia 
profesión. Ello se relaciona con asuntos éticos 
pero también con el papel efectivo que el conoci-
miento avanzado desempeña en cada país.
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Sobre la demanda de 
conocimientos

El papel del conocimiento en cada sociedad 
condiciona, por supuesto, las posibilidades de 
una universidad que quiere impulsar la enseñan-
za, la investigación y el uso socialmente valioso 
del conocimiento para contribuir al desarrollo 
inclusivo. En Uruguay, como en la mayoría de 
los países periféricos, la demanda de conoci-
miento avanzado que proviene de las dinámicas 
económicas es muy débil; por ende también lo es 
en materia de posibilidades ocupacionales para 
científicos naturales y profesiones relacionadas; 
esas posibilidades no son grandes para la gente 
altamente calificada en general. Si la menciona-
da demanda es débil, difícil resulta que el pro-
yecto de generalizar la enseñanza avanzada y 
permanente consiga apoyos fuertes y duraderos.

En especial, la debilidad de la demanda de 
mercado en materia de conocimiento avanzado 
genera grandes problemas para mejorar la pro-
ducción de bienes y servicios en general. Desde 
hace mucho la UdelaR intenta colaborar en el 
manejo de tales problemas. Algunos de los ins-
trumentos empleados –como el Programa de 
Vinculación de Universidad, Sociedad y Pro-
ducción o la creación de un Centro de Extensio-
nismo Industrial– fueron descritos en secciones 
anteriores.

Si dicha débil demanda proveniente de las 
dinámicas económicas en las periferias no es en-
carada y compensada en formas múltiples que 
incluyen el apoyo a la potencialmente grande 
demanda social de conocimiento avanzado y al-
tas calificaciones, el desarrollo será difícil en la 
realidad del siglo XXI. Y escasas serán las po-
sibilidades de las universidades para contribuir 
al desarrollo. Pero la contribución del conoci-
miento avanzado y las altas calificaciones a la 
mejora de la calidad de vida –particularmente, 
de gente carenciada en países periféricos– es po-
tencialmente grande. Si el Estado promueve tal 
demanda social, ampliará los espacios para el 
aprendizaje avanzado, la investigación propia y 
el uso socialmente valioso del conocimiento. Así 
podría forjarse una estrategia para el desarrollo 
inclusivo con especialización en actividades rela-
cionadas con necesidades básicas –salud, vivien-
da, alimentación, ambiente, etc.- y con alto valor 
agregado de conocimiento.

A su vez, si algo así sucede, la Universidad 
para el Desarrollo podría reflejar los intereses de 
grupos sociales importantes; podría ser apoyada 
por los sectores que aspiran a un tipo inclusivo 
de desarrollo; podría ser impulsada por actores 
comprometido en la promoción de tal desarrollo, 
particularmente en ciertos ámbitos del Estado.

Como una de varias contribuciones peque-
ñas a convertir semejantes posibilidades en reali-
dades, la UdelaR ha implementado el Programa 
de Investigación e Innovación orientadas a la 
Inclusión Social, que también fue descripto an-
tes. Algunos actores del sector público uruguayo 
colaboraron con ese Programa. Pero el gobierno 
como tal no mostró interés en promover activi-
dades similares con alcance mayor como política 
de Estado.

Sobre las políticas públicas 
explícitas o implícitas que 
prevalecen

Nos encontramos aquí con la cuestión fun-
damental de las políticas públicas prevalecientes 
y de sus marcos ideológicos. En la periferia no 
es fácil encontrar políticas públicas que impulsen 
el desarrollo como la expansión basada en el co-
nocimiento de las capacidades y libertades. Ade-
más, como regla las políticas de innovación están 
muy alejadas de las políticas sociales.

En ciertos casos las políticas de innovación 
están lejos incluso de las políticas educacionales. 
Así se abre un foso separador entre aprender 

en contextos creativos (por ejemplo los que in-
tegran enseñanza, investigación y extensión) y 
trabajar en contextos que demandan sistemáti-
camente resolver problemas no rutinarios, o sea, 
innovar. Conectar aprendizajes e innovación 
constituye una clave mayor para el desarrollo, 
como lo subraya, por ejemplo, la concepción de 
los Sistemas Nacionales de Innovación. Desco-
nectar el aprendizaje de la innovación genera 
amplios espacios de aprendizaje rutinario y 
pequeños espacios de innovación encapsulada. 
Cuando ello sucede, los proyectos de construir 
una Universidad para el Desarrollo usualmente 
expresan el interés de pocos, tienen débiles apo-
yos, y son impulsados por movimientos peque-
ños o efímeros.

Cuando existen políticas nacionales para el 
desarrollo inclusivo basado en el conocimiento, 
con sólido cimiento ideológico, propuestas afines 
a la noción de Universidad para el Desarrollo 
pueden tener consecuencias positivas duraderas 
y bastante relevantes. Cuando tales políticas es-
tán ausentes, los intentos de impulsar la contri-
bución de las universidades al desarrollo tendrán 
probablemente influencia limitada; no obstante, 
a veces sus logros concretos pueden ser valiosos 
en sí mismos y también, como ejemplos de lo que 
podría obtenerse mediante intentos más amplios 
y “sistémicos”. En ambos casos los factores in-
ternos son también relevantes. Algunos de ellos 
serán considerados a continuación.

Sobre el sistema de evaluación 
académica

Los criterios institucionales para reclutar 
y promover personal académico influencian 
profundamente su desempeño en la enseñanza, 
la investigación y la colaboración externa. Prio-
ridades, agendas y modalidades de trabajo son 
modeladas por los sistemas de reconocimiento 
académico. Tales sistemas asignan usualmente 
alta relevancia a la investigación de calidad in-
ternacional, pero menos a la combinación de 
tal calidad con la vocación social; esta última 
implica tareas difíciles, que además demandan 
mucho tiempo. Se vinculan con enseñar mejor 
a un número creciente de estudiantes, elegir 
problemas de investigación que son relevantes 
aunque puedan no ser “de corriente principal”, 
cooperar con diferentes actores en procesos in-
teractivos de aprendizaje. En breve, los sistemas 
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prevalecientes de evaluación académica real-
mente no impulsan el uso socialmente valioso 
del conocimiento en general, ni la investigación 
en todo tópico relevante.

En la UdelaR se hizo un esfuerzo sostenido 
para elaborar un sistema de evaluación orien-
tado al desarrollo. Como resultado de amplias 
consultas, se alcanzó un consenso preliminar que 
puede ser resumido como sigue.

La evaluación académica debiera ser una 
herramienta para mejorar sistemáticamente el 
nivel de las actividades universitarias. Debiera 
promover un conocimiento en profundidad de 
cada disciplina específica, de sus conexiones con 
otros ámbitos de la cultura y de sus relaciones 
con la sociedad en su conjunto. Las pautas de 
evaluación debieran considerar, en forma plu-
ral e integrada, la enseñanza, la investigación, 
la extensión y la cooperación con la sociedad así 
como las actividades de dirección y coordinación 
académica y la participación en el gobierno de 
la universidad. Las capacidades a promover de-
ben incluir las requeridas para: (1) enseñar a alto 
nivel en contextos diferentes con modalidades 
que atraigan a estudiantes distintos y les permi-
tan ser los principales actores de los procesos de 
aprendizaje; (2) investigar de manera original en 
torno a cuestiones relevantes, prestando especial 
atención al trabajo en equipo y a las oportunida-
des para nuevos investigadores; (3) contribuir a la 
comprensión pública de los problemas colectivos 
y de sus soluciones en procesos interactivos de 
colaboración.

Se afirmó que la evaluación de la investiga-
ción debe tener en cuenta los caracteres específi-
cos de cada área de conocimiento, en sus aspectos 
disciplinarios e interdisciplinarios. Las diferentes 
maneras de validar tanto la calidad como la rele-
vancia de la producción de conocimiento deben 
ser consideradas. El propósito es calibrar las con-
tribuciones sustantivas, individuales y colectivas, 
a la producción y socialización del conocimien-
to. En particular, se debería brindar apoyo a las 
opciones riesgosas de abordar problemas nuevos 
y difíciles sin resultados garantizados, con el pro-
pósito de abrir vías originales para la generación 
de conocimiento y su uso socialmente valioso. 
Tales opciones pueden crear “escuelas” –vale de-
cir, programas de investigación y tradiciones ori-
ginales– que contribuyan a la autonomía cultural 
en la creación de alto nivel. 

Un consenso inicial fue construido en tor-
no a tales criterios; en general los decanos y los 
representantes de estudiantes, docentes y egre-
sados parecían dispuestos a ratificarlos. Pero el 
consenso no fue respaldado por la mayoría de 
los investigadores de la Universidad. Muchos de 
ellos argumentaron que el énfasis en la integra-
ción de funciones y en la cooperación resultaría 
perjudicial para la investigación. Desde nuestro 
punto de vista es justo al revés: si se fomentan 
las conexiones entre generación y utilización so-
cialmente valiosa del conocimiento, ambas son 
favorecidas; en particular, la agenda de investi-
gación se ampliará, la investigación endógena 
se enriquecerá y el respaldo social a la investi-
gación crecerá. Pero el hecho es que los crite-
rios tradicionales para la evaluación académica 
no fueron modificados profundamente, lo que 
supuso una seria limitación del proceso trans-
formador.

Sobre las relaciones académicas 
internacionales

Las actividades universitarias resultan alta-
mente influenciadas asimismo por la cooperación 
académica internacional, que es fundamental 
para una Universidad para el Desarrollo, pues 
ella debe vincular el conocimiento de máximo 
nivel con el desarrollo inclusivo. Sin embargo, tal 
cooperación fomenta usualmente las concepcio-
nes dominantes de universidad y los sistemas tra-

dicionales de evaluación. Tiene frecuentemente 
un carácter “Norte–Sur”, donde las diferencias 
en recursos económicos y cognitivos se reflejan 
en las prioridades, los criterios de evaluación e 
incluso en la división de tareas. Por consiguiente 
las universidades del sur requieren disponer de 
equipos con nivel y energía suficientes para la 
cooperación sin subordinación, de modo de in-
corporar sus propios problemas y enfoques a la 
agenda de trabajo conjunto.

Hace más de veinticinco años la UdelaR 
promovió la creación de la Asociación de Uni-
versidades Grupo Montevideo, que al día de 
hoy incluye las más importantes universidades 
públicas del Cono Sur de América. Fortalecer 
esa Asociación es una manera particularmente 
importante entre otras de, primero, expandir la 
cooperación Sur–Sur, que a su vez fortalece la 
posición del Sur en las relaciones académicas 
con el Norte y, segundo, defender a escala in-
ternacional el ideal de universidad socialmente 
comprometida. En tal ámbito ideas afines al en-
foque elaborado en este texto fueron presenta-
das por la UdelaR. Desde 2012, la Asociación 
de Universidades Grupo Montevideo organiza 
periódicamente un Foro regional sobre Refor-
ma Universitaria.

Sobre la gobernanza académica 

Hablando en general, dadas las tradicio-
nes académicas y el tipo de logros que –de facto 
y de iure– son más frecuentemente reconocidos 
nacional e internacionalmente, los académicos 
como tales se ven más disuadidos que estimu-
lados a trabajar con una perspectiva de desa-
rrollo. Como cuerpo, es difícil que impulsen tal 
perspectiva. Ello a su vez se refleja en lo que las 
universidades hacen y no hacen. Así la cuestión 
de la gobernanza universitaria aparece en el 
primer plano.

Una Universidad para el Desarrollo requie-
re un marco institucional que: (1) promueva el 
trabajo académico de alto nivel; (2) abra ciertas 
posibilidades de combinar en forma relativa-
mente coherente las iniciativas autónomas de 
las universidades, sus conexiones con la sociedad 
civil y su cooperación con las políticas públicas 
cuando se orientan hacia el desarrollo inclusivo; 
(3) eviten subordinar las universidades a los inte-
reses de élites externas o internas.

Desconectar el 
aprendizaje de la 

innovación genera 
amplios espacios de 

aprendizaje rutinario 
y pequeños espacios 

de innovación 
encapsulada.

“

”
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Las instituciones tienen que ver con las “re-
glas de juego”, formales e informales. El marco 
institucional incluye los procedimientos formales 
de gobierno y administración, como los esta-
blecen leyes y regulaciones, así como los proce-
dimientos informales modelados por intereses, 
tradiciones, conocimientos y valores. Incluso 
un marco institucional favorable no garantiza 
el compromiso de la universidad con el desa-
rrollo inclusivo. El mismo necesita también una 
construcción ideológica y política que se verá 
condicionada tanto por el “afuera” como por 
el “adentro” de la universidad. Por ende, será 
siempre contingente. Cuando el conocimiento 
no es la base de las dinámicas económicas ni de 
las políticas públicas para el desarrollo, esa cons-
trucción, aunque pueda ser temporariamente 
exitosa, será inevitablemente débil.

La gobernanza en la UdelaR está enmar-
cada en su autonomía y en el cogobierno de 
estudiantes, docentes y estudiantes. Una y otro 
están consagrados tanto en la ley como en la 
tradición, de forma que abre espacio para cier-
to tipo de democracia participativa. Ésa no es la 
gobernanza preconizada por los modelos para 
la reformas de las universidades que prevale-
cen en el mundo. Así, cuando la expansión y 
transformación de la UdelaR en el interior del 
Uruguay es reconocida a nivel nacional, me-
rece subrayarse que su sistema de gobernanza 
posibilitó: a) elaborar una estrategia para la 
descentralización y la regionalización con am-
plio respaldo; b) abrir espacios para numerosas 
iniciativas provenientes de grupos académicos 
directamente involucrados en el proceso; c) ob-
tener múltiples colaboraciones “a nivel de terre-
no” para construir nuevas redes de aprendizaje 
e innovación.

En una perspectiva de largo plazo, la go-
bernanza de la UdelaR vertebrada por la auto-
nomía y el cogobierno participativo ha sido la 
base para promover el acceso libre y gratuito a 
la Educación Superior, incluso cuando no era 
esa la política oficial. Como resultado, la tasa de 
graduación de la UdelaR se incrementó en más 
del 700% durante los últimos cincuenta años 
mientras que la población del Uruguay creció 
menos del 30%. Democratizar la educación y el 
conocimiento es el corazón del ideal latinoame-
ricanos de universidad socialmente comprometi-
da. El sistema de gobernanza asociado ha tenido 

sus puntos altos y bajos. Pero puede constituir el 
marco institucional que facilite cambios impor-
tantes en un contexto de educación en democra-
cia. Ello ha sido corroborado una y otra vez, por 
ejemplo, por el proceso de cambios que reciente-
mente tuvo lugar en la UdelaR.

Sobre las actitudes de los 
estudiantes

Las contribuciones de las universidades al 
desarrollo están altamente condicionas por las 
actitudes prevalecientes de académicos y estu-
diantes. Respecto a las últimas, siempre importa 
mucho lo que los estudiantes en general esperan 
y demandan de las universidades. Las motivacio-
nes de aquellos estudiantes que se involucran ac-
tivamente en los procesos de toma de decisiones 
también importan en ciertos casos: por ejemplo, 
las universidades públicas latinoamericanas han 
mostrado, a menudo, una significativa influencia 
de los movimientos estudiantiles que participan 
activamente en el cogobierno y en el acontecer 
social en general.

La Federación de Estudiantes Universita-
rios del Uruguay elaboró en 2006 un documen-
to titulado “Doce premisas para una Reforma 
Universitaria” (ver Apéndice), que constituyó 
una referencia mayor para el proceso de cambios 
que se ha descrito en este texto. En 2009, cuan-
do se realizó la Conferencia Mundial de Educa-
ción Superior, la Federación divulgó una versión 
inglesa de dicho documento, en la cual se dice 
que fue escrito para la elección rectoral de 2006, 
como parte de la propuesta de cambio en el hori-
zonte de la Segunda Reforma Universitaria. En 
los años siguientes, tuvieron lugar significativas 
variaciones en la orientación e influencia de esa 
Federación. Sin embargo, en el período 2006–
2014 en su conjunto, el movimiento estudiantil 
fue el mayor impulsor colectivo de la Reforma 
intentada.

Sobre las actitudes de los 
movimientos sociales en materia 
de conocimiento avanzado

En numerosas situaciones, los movimientos 
estudiantiles tienen real influencia en las relacio-
nes entre la universidad y la sociedad. Ello sucede 
en Uruguay, donde la Federación de Estudiantes 

Universitarios ha tenido siempre relaciones es-
trechas con los sindicatos. Esa Federación y las 
actividades de extensión han sido históricamente 
las principales promotoras de las vinculaciones 
de la UdelaR con varios actores sociales. Con 
tales antecedentes, durante los últimos años al-
gunas actividades fueron reforzadas y diversifica-
das, por ejemplo, los programas educativos para 
trabajadores o pequeños productores. Y algunas 
nuevas actividades fueron implementadas, como 
el programa de investigación conjunto con el 
movimiento sindical unificado del Uruguay.

De una manera u otra, semejantes tareas 
apuntan a democratizar el conocimiento. La 
lección que proviene de tal experiencia es que 
las posibilidades de una Universidad para el 
Desarrollo dependen considerablemente de las 
orientaciones de los movimientos sociales y de 
sus actitudes respecto al conocimiento avanzado. 
Tales actitudes incluyen usualmente ejemplos de 
lejanía, desconfianza, hostilidad, expectativas 
positivas más o menos bien informadas, y has-
ta la voluntad de involucramiento en las políti-
cas y acciones relacionadas. Pero esto desborda 
el asunto de la Universidad para el Desarrollo. 
Las actitudes de los actores populares hacia el co-
nocimiento constituyen un desafío crucial para 
estrategias orientadas al desarrollo inclusivo que, 
como Amartya Sen, vean a la gente no como pa-
cientes sino como agentes.

Observaciones finales 

Después de 2014, la Reforma como pro-
ceso global fue descontinuado. Varias de sus 
políticas específicas fueron mantenidas y otras 
puestas en revisión. Es pues demasiado tempra-
no para evaluar el período post Reforma y, con-
siguientemente, la Reforma en sí misma. Sus 
limitaciones incluyen, sin duda, su débil capaci-
dad para encontrar y organizar apoyos. Algunos 
de sus logros concretos, en conjunto bastante 
modestos, han sido descritos aquí. Cabe conje-
turar que esos logros viables no hubieran sido 
posibles si no se les impulsaba en el contexto 
de un proyecto general y muy ambicioso para 
la casi inviable transformación global de la uni-
versidad. Tal vez el análisis presentado en este 
texto sea de alguna utilidad para esfuerzos ma-
yores y más exitosos en la promoción del aporte 
de las universidades al desarrollo.
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La Universidad entre 
Todos 

[…]¨ Toda la sociedad tiene el dere-
cho y la responsabilidad de pronunciarse 
sobre su Universidad y su destino. La visión 
de nuestro pueblo […] debe conformar 
una contribución sustantiva en el progra-
ma que conduzca a la transformación de 
la Universidad en un modelo de la nueva 
Universidad Latinoamericana, siempre fiel 
a los principios que la han conducido a lo 
largo de su historia, pero renovada en su 
brío transformador.

La Universidad Abierta 
Los estudiantes queremos muchos 

más estudiantes universitarios. Es una ver-
dad inocultable que a la formación supe-

rior no accede quien lo desea sino los que 
pueden entre aquellos que lo desean. Uru-
guay expone una tasa de escolarización 
terciaria muy inferior a la media de los 
países centrales y no es posible soñar con 
un Uruguay distinto, justo, solidario que le 
brinde la posibilidad de desarrollarse inte-
gralmente a todos, si la educación no deja 
de ser un derecho formal, pero no efectivo 
y continúa en los hechos constituyendo un 
privilegio. […]

La Universidad Autónoma 
[…] La autonomía es un valor cons-

titutivo de la Universidad Latinoamerica-
na, pero no es una excusa para la sordera 
ni para el enclaustramiento universitario. 
La Universidad se debe a su pueblo y sólo 

una mal comprendida autonomía puede 
justificar una Universidad que se aísla de 
los problemas que nuestro pueblo sufre. 
La Universidad Latinoamericana debe 
estar absolutamente inmersa en la socie-
dad a la que pertenece.

La Universidad 
Cogobernada y 
Participativa

[…] El cogobierno participativo no 
sólo debería ser la expresión más profunda 
de la democracia universitaria, sino una he-
rramienta para la construcción de ciudada-
nos críticos, responsables y comprometidos 
con el destino su pueblo. Una nueva refor-
ma universitaria debe bregar por devolver 
su vida al cogobierno […].

La Universidad de las funciones inte-
gradas Las tres funciones de la Universidad 
Latinoamericana no pueden ser concebidas 
como compartimentos estancos, entidades 
disjuntas y muchas veces apenas aprecia-
das. […] Interconectar las tres funciones, 
con estrategias creativas de educación, con 
aproximaciones tempranas a la producción 
de conocimiento, con interacción perma-
nente con la sociedad extramuros debe ser 
uno de los objetivos fundamentales de la 
transformación universitaria.

La primera función: Una 
educación liberadora

[…] Una educación liberadora, 
en el marco de un país subdesarrolla-
do y dependiente, no puede obviar las 
diferencias al inicio con las que llegan 
los estudiantes en función de la realidad 
social y económica que los comprenda. 
Pero una educación superior nueva no 
debe clasificar para distribuir a sub ni-
veles educativos de “diferente categoría” 
en función de las situaciones académicas 
al inicio, sino que debe promover un tra-
yecto distinto para personas con forma-
ciones distintas, pero con un horizonte 
convergente, e igualador. […]

Apéndice: 
Doce premisas 
para una Reforma 
Universitaria 

Documento de la Federación de 
Estudiantes Universitarios del 
Uruguay, 2006, fragmento
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La segunda función: La 
creación de conocimiento 
pertinente 

[…] En un contexto de subdesarrollo, 
de recursos limitados, de infraestructura 
restringida es absolutamente imprescindi-
ble la elaboración de agendas de investi-
gación que establezcan prioridades claras 
vinculadas con el desarrollo nacional en 
todas las dimensiones del desarrollo. Esto 
no significa la eliminación de las miradas 
de largo plazo, no representa una enfoque 
cortoplacista de la investigación o la sobre 
valoración de la investigación aplicada, en 
perjuicio de la investigación fundamental. 
[…] la educación superior no puede des-
ligarse de la producción de conocimiento, 
por lo que deben elaborarse políticas efec-
tivas de incorporación de todos los estu-
diantes desde muy temprano a los ámbitos 
de creación de conocimiento, desarrollo e 
innovación, tanto en la Universidad como 
en otros ámbitos de la sociedad y del sector 
productivo.

La tercera función: Una 
Universidad Inmersa en la 
Sociedad

[…] La extensión universitaria, com-
prendida como un espacio de formación 
exclaustrada, inserta en la sociedad, bidi-
reccional, contributiva al desarrollo local y 
nacional, es una de las mejores herramien-

tas para formar individuos de la mayor es-
tatura ética, con el mayor compromiso con 
su pueblo y con su tiempo y, por cierto, ple-
namente conscientes de los padecimientos 
a los que los modelos de exclusión han con-
ducido a la mayor parte de la sociedad. Es 
también, en su sentido amplio, un instru-
mento para vincular a la Universidad con 
el país y para contribuir con el crecimiento 
cultural y político de todos los universitarios 
y los no universitarios.[…]

La Universidad 
Comprometida, 
Responsable y Crítica

[…] Una Universidad que calla es 
una Universidad prescindente, aislada y 
muchas veces cómplice. Pero para que 
pueda producirse el pronunciamiento 
universitario, su contribución a la cultura 
y a la defensa de los derechos culturales, 
políticos, económicos y sociales de toda la 
humanidad, la comunidad universitaria 
debe asumir un profundo compromiso 
social y actuar con la mayor responsa-
bilidad sin ahorrar la crítica cuando co-
rresponda en el ejercicio de la más am-
plia libertad de opinión y su consagrada 
autonomía.

La Universidad Promotora 
de la Cultura

[…] Acrecentar, difundir y defender 

la cultura es concebir a la Universidad 
a su vez como un gran espacio cultural 
de nuestro país y no debe, entonces, la 
Universidad restringirse a salones y labo-
ratorios, debe ser teatro y cine, y danza 
y mural y sala de exposiciones plásticas 
permanentes y espacio literario y sitio 
que promueva el sincretismo de todas las 
formas de expresión artística que coexis-
ten en nuestro pueblo. […]

La Universidad para Todos 
Un país que pretenda construirse so-

bre la base de la justicia social y de los más 
profundo valores democráticos, debe em-
peñarse en generalizar el acceso a todas 
las ramas de la educación y a la educación 
superior, en particular. […] Una educa-
ción de calidad, pertinente, diversa cuyas 
puertas no se clausuren y sigan abiertas 
durante toda la vida. […] 

La Universidad para el 
Desarrollo

La Universidad de la República debe 
estar profundamente comprometida con 
el cambio político y económico que re-
quiere nuestro país. […] Comprometerse 
con un horizonte de desarrollo nacional 
supone comprender que además de creci-
miento económico debe haber justicia dis-
tributiva, y pleno respeto de los derechos 
humanos […]
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El Derecho a la 
Universidad en jaque

EXPERIENCIAS DE DEMOCRATIZACIÓN

IEC- CONADU
Informe de Lucas Petersen

El ajuste en las políticas sociales y educa-
tivas implementado por el Gobierno nacional y 
el deterioro de la situación socioeconómica ya se 
están haciendo sentir en las aulas universitarias. 
Las casas de estudios sufren los problemas finan-
cieros derivados de un presupuesto atrasado en 
relación con la inflación, subejecutado, liquida-
do de manera demorada o tensionado por la sus-
pensión de distintos programas y contratos que el 
Estado tenía con las instituciones por fuera de las 
partidas específicas. 

Los estudiantes se ven especialmente afec-
tados por la restricción en las becas con las que 

miles de ellos garantizaban su asistencia a clases, 
en un contexto, además, de sensible deterioro de 
la situación socioeconómica. Esta herramienta 
de inclusión universitaria se encuentra virtual-
mente desarticulada y también lo están otros 
programas, como las ayudas a estudiantes discapa-
citados, el Programa de Acción Complementaria 
y demás iniciativas que apuntaban a mejorar la 
enseñanza de los primeros años. 

Las nuevas escuelas secundarias depen-
dientes de universidades, creadas por el Mi-
nisterio de Educación desde 2014, constituyen 
uno de los segmentos más débiles del sistema 
universitario. Estos establecimientos, que se 
ubican en los barrios más postergados con la 
intención de configurar espacios educativos de 

Impacto del ajuste en las políticas 
de inclusión universitaria



50

POLÍTICA UNIVERSITARIAoctubre 2017 iec - conadu

alta calidad que, además, consideren de ma-
nera flexible las trayectorias y los contextos 
de exclusión de gran parte de sus estudiantes, 
quedaron o bien paralizados o bien profunda-
mente trastornados en sus proyectos originales 
por los recortes. 

Cada vez menos becas 

Tanto las becas universitarias como el 
Plan Progresar vienen sufriendo una práctica 
habitual de recorte en los primeros dos años de 
gobierno macrista: “No suspenden los progra-
mas, pero los vacían de hecho”, resume Julián 
Fava, subsecretario de Extensión Universitaria 
y Bienestar Estudiantil de la Facultad de Filoso-
fía y Letras de la UBA. Con él coincide Patricia 
Alí, coordinadora de la Unidad de Asuntos Es-
tudiantiles de la Universidad Nacional Arturo 
Jauretche (UNAJ), de Florencio Varela: “Van 
reduciendo los aportes, o suben requisitos y difi-
cultan los accesos”. 

“Nosotros veníamos de un período en el 
que las becas eran, básicamente, un factor que 
contribuía a garantizar el derecho de los estu-
diantes a permanecer en las carreras, pero ya 
a partir del año pasado, y sobre todo, de este 
año, empezamos a mirar con preocupación que 
aparecían nuevos mecanismos para aplicar a 
las becas y, sobre todo, para mantenerlas. Es-
tas lógicas de recorte no son anunciadas. Nos 
enteramos de hecho, cuando empiezan a apa-
recer las situaciones de estudiantes que reciben 
la noticia de que tienen una baja en la beca. 
En muchos casos, esas becas, a diferencia a lo 
que ocurría hace algunos años, son esenciales 
para mantenerse en la facultad y no un comple-
mento a otro ingreso o a la ayuda de las fami-
lias. Estamos viendo con mucha preocupación 
esto”, explica Martín Legarralde, prosecretario 
de Vinculación Educativa de la Facultad de Hu-
manidades y Ciencias de la Educación (FaHCE) 
de la Universidad de La Plata.

El Plan Progresar, que es el principal pro-
grama de becas a nivel nacional, destinado a 
jóvenes de 18 a 24 años, está prácticamente 
paralizado en el nivel universitario. El año pa-
sado había mostrado problemas, cuando no se 
actualizaron los 900 pesos del monto que siguen 
rigiendo hasta hoy. Según un informe del Cen-
tro de Estudios de la Ciudad (CEC), de la Facul-

tad de Sociales de la UBA, esto significa que el 
poder de compra se redujo casi a la mitad con 
relación a dos años atrás. Cuando en el Presu-
puesto 2017 se estableció una reducción del 30% 
del monto asignado, se preveía que este año los 
inconvenientes serían mayores. En marzo se pro-
dujo una caída de las prestaciones del 28% en 
comparación con fines de 2016, es decir, de casi 
un millón a menos de 720 mil jóvenes. A prin-
cipios de año suele haber una reducción “esta-
cional”, ya que el plan exige la aprobación de al 
menos dos materias por año. Pero, según pone 
de relieve el trabajo, la reducción es las más alta 
desde la creación del programa (en 2016 fue de 
22%) y afectó incluso a aquellos que cumplían 

con los requisitos académicos. Por esta razón, las 
mesas de recepción de Bienestar Estudiantil de 
las universidades se llenaron este año de planteos 
sobre el Progresar. La Anses asegura que está 
revisando caso por caso los informes académi-
cos de los beneficiarios, pero lo cierto es que no 
está muy claro con qué criterios suspendió, dio 
de baja o demoró pagos. Fava asegura que las 
universidades cumplieron en tiempo y forma con 
la presentación de la situación académica de los 
beneficiarios: “Pero no hay de parte de la Anses 
una respuesta. Te dicen que van a analizar caso 
por caso, pero lo concreto es que la mayor parte 
de los estudiantes está sin cobrar. Hay opacidad y 
también desaliento. Cuando vienen aquí, los es-
tudiantes nos dicen ‘me dijeron en la Anses que 

la universidad no informó acerca de mi situación 
académica’ y la universidad informó”.

Legarralde coincide en las consecuencias 
de la falta de información: “Nos deja pocas he-
rramientas para anticipar, ayudar o colaborar en 
esas situaciones”. Reconoce que antes tampoco 
tenían mucha intervención, pero que entonces 
“tampoco aparecía como un problema”. El fun-
cionario de la FaHCE resalta que no siempre se 
tiene en cuenta que muchos estudiantes becados, 
cuando cursan su primer año, no tienen una idea 
certera de qué significa aprobar las dos materias 
requeridas. Y que tampoco el Estado se preocu-
pa de dejarlo en claro. “Van cursando, apro-
bando cursadas, pero postergando los primeros 
exámenes finales, descontando que van a con-
tinuar con la beca. De golpe se enteran de que 
se les interrumpe porque no tenían los finales. 
Eso complica a los propios estudiantes, porque 
no estaba claro desde el principio. No hay flui-
dos canales de colaboración con la universidad 
para poder anticipar esta situación”. La Anses 
informó a comienzos de julio que se pagaron de 
manera retroactiva algunos de los casos los casos 
que habían sido suspendidos por supuesta fal-
ta de información y habilitó “la vía de reclamo 
individual” para aquellos que no hubieran sido 
aún rectificados. “Nosotros tenemos una alta de-
manda con el Progresar –explica Patricia Alí-. El 
año pasado llegamos a tener 3900 estudiantes 
con esa beca. Pero este año hubo una reducción 
importante, aunque todavía no tuvimos acceso 
a los datos. Antes teníamos informes constantes, 
hasta mensuales, pero ahora el Ministerio no nos 
pasa la información”. 

El caso de las Becas Universitarias y las Be-
cas Bicentenario, provistas por el Ministerio de 
Educación, es ligeramente distinto aunque con 
resultados similares. La cartera optó por aumen-
tar los requisitos académicos. Tanto antes como 
ahora, el requisito de primer año es la mera ins-
cripción. Pero el cambio se produjo para el se-
gundo y el tercer año. Si antes había que aprobar 
dos materias de primero para tener la beca en 
segundo, ahora se requiere el 50% del plan de es-
tudios, que puede elevar el número a cuatro ma-
terias. Para continuar la beca en el tercero, hay 
que tener el 50% de las materias de primer año 
y el 50% de las de segundo. Siempre, además, 
exige la aprobación de dos materias durante año 
anterior (lo que ya de por sí deja afuera a quien 

Los estudiantes se 
ven especialmente 
afectados por la 

restricción en 
las becas con las 

que miles de ellos 
garantizaban su 

asistencia a clases.

“

”
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debió suspender su cursada por alguna razón). Y 
si el estudiante se retrasa en finalizar su carrera 
más de dos años de lo que está pautado, también 
queda afuera del sistema. 

Dichos requisitos, por el sistema de correla-
tividades y por los condicionamientos que pueden 
imponer las situaciones personales, terminarán 
raleando el acceso a las ayudas, que rondan los 
1700 pesos. A esto se sumó, en 2016, que la con-
vocatoria se realizó muy tarde en el año y cerró a 
fines de marzo, lo que implicó dificultades inclu-
so para aquellos que terminaron obteniéndola. 
“Para estudiantes que trabajan, que son padres o 
que vienen de sectores populares es un requisito 
demasiado alto, cosa que antes no era así. Había 
un requisito académico, pero era más acorde a 
lo que podía rendir un estudiante que viniera de 
una familia que necesita una ayuda económica. 
Esto hace que directamente no puedan aplicar. 
Después, cuando llegan a cumplir el requisito, 
se pueden volver a inscribir, pero mientras tanto 
se quedaron todo el cuatrimestre sin la ayuda”, 
explica Alí. En cuanto a las ayudas estatales, 
Patricia Alí enumera tres situaciones más que 
están condicionando el acceso a la educación 
superior: la ayuda a estudiantes discapacitados, 
la del Programa de Acción Complementaria y la 
del boleto estudiantil. “En el programa de ayuda 
a discapacitados todavía estamos con la presen-
tación que hicimos en 2015, que se depositó, si 
mal no recuerdo, a fines del año pasado. Este año 
no hay una nueva convocatoria. Además, antes 
se le entregaba una computadora con todos los 
programas. Ya el año pasado no se repartieron y 
este año no hay horizonte de que se repartan. El 
Programa de Acción Complementaria es impor-
tante para las universidades porque nos permite 
generar dispositivos alternativos. Este dinero es 
para ayudar a los estudiantes que reciben becas 
nacionales. No va directo al estudiante sino que es 
para comprar equipamiento, para capacitación 
docente; nosotros implementamos el progra-
ma de tutores pares (estudiantes avanzados que 
acompañan a estudiantes con dificultades). Este 
año la reducción presupuestaria fue fenomenal, 
de un 60% en términos nominales sin contar con 
la inflación que hubo, y además quedó excluida 
la posibilidad de comprar equipamiento”.

Alí llama la atención también sobre la li-
mitación del boleto estudiantil dispuesto por el 
Gobierno de la Provincia de Buenos Aires: “Tu-

vimos una demanda para el primer llamado de 
7700 estudiantes, y una gran cantidad de ellos 
fue rechazada. El boleto estudiantil, que dicen 
que es universal, no lo es porque implica requisi-
tos, como por ejemplo, tener dos materias apro-
badas del año anterior y una materia del último 
cuatrimestre, y vivir a más de veinte cuadras de 
la universidad. ¿El que vive a quince cuadras no 
puede tener una ayuda al transporte? A veces te 
pasa que vivís a menos de veinte cuadras y te-
nés que tomarte dos transportes. La ley original, 
efectivamente, era abarcativa, pero lo que hicie-
ron cuando la reglamentaron fue apuntar a dár-
sela a pocos”. 

Las universidades asumen el 
problema

Ante las dificultades que se empezaron a 
producir en la continuidad de los programas de 
inclusión, las propias universidades debieron res-
ponder con sus propios recursos (objeto, a su vez, 
de recortes). El principal de ellos fue el aumento 
de las becas que brindan las propias instituciones. 

La Universidad de San Juan tiene un siste-
ma llamado Becas de Apoyo al Desempeño Aca-
démico. Son varias líneas: becas de comedor, de 
prestación de servicios (que se reciben a cambio 
de un trabajo de perfil académico que se reali-
za dentro de alguna cátedra), de transporte, de 

fotocopias y también una beca de emergencia 
cuando se produce alguna contingencia inespe-
rada fuera la época de cursada. “Nosotros, este 
año, estamos aproximadamente en un 25% más 
de chicos becados respecto del año pasado. Creo 
que la situación económica impacta directamen-
te en eso”, relata Alfredo Daroni, secretario de 
Bienestar Universitario de la Universidad Nacio-
nal de San Juan. Para garantizar esa respuesta, 
asegura el funcionario, la UNSJ eligió priorizar 
la ayuda a los estudiantes por sobre cualquier 
otra erogación. “La universidad, más allá de 
los problemas económicos que pueda tener, ha 
atendido de manera prioritaria el tema de las 
becas. El actual rector está desde el año 2012 y 
desde ese momento hemos aumentado el 350% 
el presupuesto de becas. En lo que respecta a 
las becas del comedor, para las que tenemos un 
presupuesto aparte, hacemos un cálculo para el 
año siguiente en función de la inflación, vamos 
al Consejo Superior con ese presupuesto y, con 
buen tino, la universidad tratará de hacer ajus-
tes por otro lado, pero las becas de los alumnos 
no las achica, así que estamos pudiendo atender 
toda la demanda”.

El mismo cuadro muestra la Universidad 
de Quilmes, según relata su secretario acadé-
mico, Daniel Fihman: “La universidad tomó la 
decisión este año de incrementar la inversión en 
becas y acompañamiento socioeconómico a los 
alumnos. Fue la única partida que la universi-
dad decidió incrementar por sobre el resto de las 
partidas y eso, por supuesto, fue en detrimento 
de otras actividades de la universidad, incluso 
actividades sustantivas como la investigación, la 
extensión o la docencia”. En el caso del comedor, 
el directivo resalta que registraron un aumento 
de los menúes estudiantiles que subvenciona la 
universidad.

En la Facultad de Filosofìa y Letras (FFyL) 
de la UBA, el año pasado hubo 1056 alumnos be-
cados. De ellos, 625 tenían Progresar; 239, becas 
universitarias; 69, becas Sarmiento (que otorga la 
UBA) y 123, becas de fondos propios. Este año, si 
bien los datos definitivos no están disponibles por 
la falta de información de los primeros dos ítems, 
la Facultad debió aportar 176 becas, un 43% más. 
“Prácticamente se les da a todos los estudiantes 
que se presentan”, afirma Julián Fava. La FFyL 
tiene también, desde hace veinte años, el Progra-
ma de Orientación y Acompañamiento a los Estu-

Las nuevas escuelas 
secundarias dependientes 

de universidades quedaron 
o bien paralizadas o 
bien profundamente 
trastornadas en sus 

proyectos originales por 
los recortes.
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diantes, que aborda las trabas que se producen en 
la permanencia y el egreso de los estudiantes por 
múltiples razones, como pueden ser el embarazo, 
la maternidad/paternidad, la enfermedad de un 
familiar a cargo, las dificultades pedagógicas o las 
dudas frente a la carrera elegida. Dentro de este 
programa se ubica el Régimen de Prórrogas Ex-
traordinarias, que evalúa los pedidos de extensión 
de la regularidad para poder rendir las materias 
que quedaron pendientes para recibirse, además 
de acompañar ese proceso. En 2016 se atendieron 
1021 casos y fueron aprobados, tras entrevistas 
personales con cada estudiante, 963 prórrogas. 

En el caso de Humanidades de La Plata, el 
recorte hizo mella en una política que venía en 
crecimiento, la de mejorar la enseñanza en los 
primeros años de la carrera, cuando se produce 
la mayor tasa de expulsión de estudiantes. “Había 
toda una línea de trabajo que se venía pensando 
que incluía capacitación de docentes e investiga-
ción sobre las cátedras de primer año. Pero esto 
dependía muy directamente de que haya algún 
tipo de programa que los apuntale. En algún mo-
mento se venía discutiendo entre las universidades, 
el gremio y el Ministerio, pero eso se interrumpió. 
La Facultad hace mucho esfuerzo para cubrirlo, 
pero para dar un salto cualitativo se requeriría 
un programa específico de los que en algún mo-
mento se habían abierto a la discusión”, explica 
Legarralde. Lo que resultó llamativo a Fava fue la 
incidencia que comenzó a tener la situación eco-
nómica en el pedido de esas extensiones: “El tema 
recurrente es la dificultad económica a la hora de 
viajar a la facultad, de comprar los apuntes, o bien 
porque ellos o algún familiar se quedaron sin tra-
bajo, o bien porque no les alcanza y tienen que 
trabajar más horas. Aparece de un modo muy 
presente, como no aparecía antes”. Legarralde 
coincide: “Recibís, como no recibías desde años 
atrás, comentarios muy precisos sobre dificultades 
económicas que impactan sobre la condición del 
estudiante. Por ejemplo, cuánta bibliografía tienen 
que comprar o cuántas veces tienen que venir a la 
facultad. Hoy encontrás estos planteos como con-
dición de permanencia”.

A diferencia de universidades más antiguas, 
la UNAJ, creada en 2012, pese a recibir a una 
población con mayores dificultades económicas, 
no cuenta con una espalda presupuestaria para 
hacer frente por su propia cuenta. En buena me-
dida, porque requiere mayor presupuesto para 

completar las obras de infraestructura o incluso 
pagar a los docentes que reciben el progresivo 
aumento de la matrícula. “A las universidades del 
Conurbano nos está pasando eso. Da la impre-
sión de que molesta que los sectores populares 
accedan a la universidad. Estas son las universi-
dades que más han sufrido retrasos o recortes. En 
el caso nuestro, como somos una universidad nue-
va, más necesitamos porque nosotros tenemos que 
construir aulas. Entonces, si no se acompaña ese 
crecimiento, se termina ahogando a la universi-
dad”. Por esa razón, gran parte de las políticas de 
inclusión que desarrolla la Jauretche deben apo-
yarse necesariamente en programas nacionales: 
“Nosotros hacemos una fuerte promoción y asis-

tencia para que los estudiantes puedan aplicar 
a esas becas”, explica Alí. Pero eso la hace más 
sensible al ajuste a nivel nacional y provincial. 
Con arcas propias, apenas puede ofrecer “una 
pequeña ayuda para padres y madres de chiqui-
tos de entre 45 días y tres años, para la niñera o el 
pago del jardín maternal. No pudimos ampliar la 
cantidad de becas, pero intentamos atender toda 
la demanda. Después hay otro tipo de ayuda que 
es que los libros que imprime la editorial de la 
universidad se les entregan en forma gratuita 
a los que tienen beca”. El recorte condujo a la 
desaparición de varios programas, como las sali-
das (“antes había financiamiento para acceder al 
Museo de la Memoria o a Tecnópolis”, recuer-
da Alí), o a la cancelación de proyectos, como la 

intención de establecer ayudas por situaciones 
de violencia de género o becas de comedor. La 
situación en el territorio se hace sentir. La fun-
cionaria menciona algunos casos que generaron 
preocupación: “Una docente de mi cátedra me 
dijo que una chica se le había puesto blanca y 
era que no había comido en todo el día, y era el 
turno noche”. 

A medida que comiencen a ser procesados 
los números del cuatrimestre pasado, se empe-
zará a detectar en términos numéricos la forma 
en que la crisis y el ajuste se metieron en el aula. 
Sin embargo, Fihman llama la atención sobre un 
hecho: “Estamos identificando un fenómeno pa-
recido al momento de incremento de desempleo 
de los años noventa, vinculado al incremento en 
la cantidad de alumnos que deciden iniciar sus 
estudios porque no están en condiciones de acce-
der al empleo y aspiran a mejorar sus condiciones 
de empleabilidad a partir de la continuación de 
sus estudios. Todavía no tenemos elementos para 
poder diagnosticarlo totalmente, pero este año 
la universidad tuvo un aumento de la matrícula 
muy grande. Pero tememos una alta deserción al 
poco tiempo, vinculada a no poder continuar por 
razones económicas y también al reconocimien-
to de que esa continuidad de estudio tampoco va 
a asegurar mayores condiciones de empleabili-
dad, en medio de una crisis del empleo”.

Conclusión

La forma velada en que el Gobierno nacio-
nal ha encarado las políticas de restricción de la 
inversión educativa y social, es decir, el proceso 
de “subejecución selectiva” de los presupuestos 
de esas áreas y el establecimiento de requisitos 
burocráticos que, en nombre del mérito y la 
eficacia, introducen silenciosamente obstáculos 
para el acceso a programas de apoyo, no solo 
vacía o desvirtúa el sentido de esas políticas de 
inclusión sino que está provocando una interrup-
ción y reversión de la tendencia a la ampliación 
del derecho a la universidad que se vino verifi-
cando desde la década pasada. 

De persistir esta tendencia, se visualiza en 
el horizonte de la nueva gestión una universidad 
pública que tendrá enormes dificultades para 
ampliarse a nuevos y postergados sectores socia-
les, y para sostener por su cuenta a los que, con 
el esfuerzo colectivo, pudo incorporar hasta hoy. 

Estas lógicas de recorte 
no son anunciadas: nos 

enteramos de hecho, 
cuando empiezan a 

aparecer estudiantes 
que reciben la noticia 

de que tienen una baja en 
la beca.

“

”



53

POLÍTICA UNIVERSITARIA iec - conadu octubre 2017

En 2013, el Ministerio de Educación 
puso en marcha el proyecto de Nuevas Es-
cuelas Secundarias Dependientes de Uni-
versidades Nacionales, una iniciativa que 
impulsaba la creación de colegios universi-
tarios muy distintos a los tradicionales. En 
ellos, en lugar de apuntar a la formación 
de una élite, se procura alcanzar a los sec-
tores más vulnerables de la sociedad para 
poner a su disposición una opción educa-
tiva técnica de alta calidad que tenga espe-
cial flexibilidad para abordar los complejos 
contextos en los que se insertan. En 2014, 
se abrieron las escuelas de las universidades 
de Quilmes (UNQ), Avellaneda (UNDAV) 
y San Martín (UNSAM). En 2015 se lanza-
ron los secundarios de la UBA y de General 
Sarmiento (UNGS). Un año después, na-
ció la de la Universidad Nacional de Entre 
Ríos (UNER). 

Algunas de estas escuelas están su-
friendo de manera especialmente dramáti-
ca el juego de pinzas entre el deterioro so-
cioeconómico de la población que reciben 
y el deterioro presupuestario de las univer-
sidades de las que dependen. El caso más 
extremo es el de la UNAJ, que directamen-
te no pudo poner en marcha la escuela se-
cundaria que tenía prevista. Pero también 
entre las que están funcionando se siente el 
nuevo contexto. 

La escuela de la UNQ está ubicada 
en Ezpeleta, una de las zonas más pobres 
del partido. Unos 350 alumnos cursan tres 
orientaciones: dos técnicas (Informática y 
Tecnología de los Alimentos) y un bachille-
rato con orientación en Comunicación. “El 
año pasado, El Ministerio de Educación 
nos giró la mitad del gasto en personal y 
en funcionamiento. No nos financia el co-
medor ni el personal de apoyo no docente. 
Pero al día de hoy, fines de julio, el Esta-

do no ha girado un peso de 2017. A pesar 
de eso, la universidad tomó la decisión de 
continuar con el proyecto”, detalla Daniel 
Fihman, secretario Académico de la UNQ. 
El financiamiento debería llegar a través 
de un contrato-programa. Según el direc-
tivo, en reuniones con el área técnica del 
Ministerio le manifestaron la intención de 
renovarlo, pero hasta el momento no se han 
ejecutado los fondos. Para Fihman, “eso da 
cuenta de una intencionalidad de producir 
cierto ahogo presupuestario, tironear hasta 
donde se pueda”. En un principio, el exmi-
nistro Bullrich había confesado su intención 
de desarticular el programa y transferir las 
escuelas a las provincias, intención que por 
el momento no se ha concretado. 

La escuela de la UNDAV tiene 137 
alumnos y una orientación técnica en Maes-
tro Mayor de Obras. Funciona cerca de la 
Villa Azul, un asentamiento que se extien-
de entre los municipios de Avellaneda y 
Quilmes. La idea original era la creación de 
una escuela de entre 800 y 1000 alumnos. 
Sin embargo, la restricción de fondos pone 
en suspenso el arribo a ese objetivo, ya que 
la construcción del edificio quedó a mitad 
de camino. “Estamos funcionando con una 
primera etapa incompleta desde el punto de 
vista edilicio, con un aula que está pensada 
como aula-taller y nos tres aulas que nos ce-
den en el Polideportivo que inauguró la Mu-
nicipalidad de Avellaneda a fines de 2016”, 
detalla Claudia Escudero, vicedirectora de la 
escuela. Por otra parte, también quedó sin 
resolver la atención del comedor. “El pro-
yecto inicial es con financiamiento del desa-
yuno, el almuerzo y la merienda. Los chicos 
ingresan a las 8 y salen a las 17. El comedor 
existe gracias a la voluntad de los docentes y 
las donaciones que nos hacen. Por ahora no 
tiene otro tipo de financiamiento”. Lo mis-
mo ocurrió con el transporte. Al atender una 
población de jóvenes que en muchos casos 
requieren una atención especial para poder 
reinsertarse en el sistema educativo, la escue-
la había dispuesto un micro para garantizar 
los traslados. “Ahora no se puede, por la 

situación de desfinanciamiento. Entonces, 
como hay un servicio muy directo, la línea 
159, nosotros gestionamos pases, nos hici-
mos cargo de las credenciales y de que ten-
gan cargada la SUBE”, explica Escudero. 
La universidad también tomó a su cargo el 
programa de Coro y Orquesta, que al prin-
cipio dependía del Ministerio de Educación. 
Esta compleja situación financiera se com-
bina con el deterioro de los ingresos de las 
familias de los alumnos, en un contexto de 
ajuste general. “Las familias están pasándola 
muy mal ahora. Nosotros tenemos una rope-
ría que se maneja con donaciones y también 
útiles que nos donan. Vamos acompañando 
de esa manera”, dice Escudero, que desta-
ca también que la escuela tiene que hacer 
esfuerzos para asegurar la retención de los 
estudiantes, que implican pensar trayectos 
alternativos que favorezcan un mayor invo-
lucramiento o, incluso, ir a buscar a los chi-
cos a la casa. 

Lo que más llama la atención a 
Fihman, de la UNQ, es “ el paulatino retiro 
del Estado, provincial y local, precisamente 
para aquellas familias que requieren mayor 
acompañamiento”. El municipio está desde 
2015 a cargo de Martiniano Molina. “Lo 
hemos manifestado a las autoridades y las 
respuestas no ha sido acordes a la dificultad. 
No hay áreas de salud, las salitas están 
vacías de profesionales y de equipamiento, 
las áreas de contención de violencia familiar 
o drogadicción están en franca retirada o 
no dan respuesta a la enorme demanda 
que está habiendo. Es un problema para la 
escuela, porque nos vemos en la obligación 
de intervenir más”. En la escuela de 
la UNDAV, que recibe estudiantes de 
Avellaneda y también de Quilmes, destacan 
el apoyo del primer municipio, no solo 
porque ofreció el terreno en comodato sino 
también por la articulación que realizan con 
el Polideportivo Municipal que se inauguró 
en 2016 y por la apertura, este año, de un 
centro asistencial permite atender muchas 
situaciones que anteriormente debían 
resolver en el Hospital de Wilde.

Escuelas 
comprometidas 
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Informe especial

A comienzos del actual ciclo lectivo, el go-
bierno nacional anunció la presentación de un 
Plan para la transformación de la educación 
argentina que, según se anunció, sería elevado 
como Proyecto de Ley al Congreso Nacional. 
En estos meses, mientras el Plan Maestro no ha 
sido aún ingresado en ninguna de las cámaras 
legislativas, su publicación ha motivado impor-
tantes críticas de un conjunto de instituciones, 
sectores académicos y legislativos vinculados con 
el campo educativo, y los sindicatos del sector. En 
términos generales, las observaciones cuestionan 
tanto la metodología de elaboración del Plan –en 
el que se observan numerosas inconsistencias in-
ternas- como la concepción de la educación que 
expresa y la orientación de los cambios que se 
proponen en la formulación de las estrategias y 
las metas diseñadas para el conjunto del sistema 
educativo nacional. Ha sido reiteradamente de-

nunciado, además, que el Plan anuncia la cadu-
cidad del mecanismo de asignación incremental 
de recursos que establece la Ley de Financia-
miento Educativo y, junto con ello, la supresión 
de la Paritaria Nacional Docente, negada ya de 
facto e ilegalmente por el gobierno nacional. 

Habiendo acompañado estos pronuncia-
mientos críticos, CONADU asume su particular 
responsabilidad de hacer conocer su visión del 
contenido de dicho documento que se refiere es-
pecíficamente a la actividad universitaria, dado 
que, aun desconociendo si el Poder Ejecutivo 
Nacional concretará su anuncio de convertir este 
texto en una iniciativa parlamentaria, el Plan 
Maestro no sólo presenta indicios del sentido que 
la gestión de la Alianza Cambiemos procura im-
primir a la política para el sector, sino que enun-
cia como propuestas algunos programas que 
ya se encuentran en ejecución. En el año 2016 

Los signos de una nueva reforma 
privatista y mercantilizadora

El capítulo 
universitario
del Plan Maestro

IEC-CONADU
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superficial, apoyado en 
datos desactualizados, 
descontextualizados, 
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señalamos que el proceso de desfinanciamiento 
del sistema universitario público debía alertarnos 
sobre las reformas que inmediatamente podrían 
ser impulsadas, en un escenario que reproducía 
la estrategia que en la década del 90 viabilizó la 
introducción de una serie de programas que im-
plicaron severas transformaciones de la universi-
dad argentina. En aquellos años, y en un contex-
to de reducción presupuestaria, las instituciones y 
los individuos fueron extorsivamente compelidos 
a adherir a programas que supusieron cambios 
drásticos en la organización académica y fuertes 
condicionamientos en la orientación de la activi-
dad universitaria.

El recientemente publicado Plan Maestr@ 
adelanta, pese a su ambigüedad e imprecisión, 
algunos indicios de la orientación de las refor-
mas que este gobierno estaría proyectando para 
el sistema universitario. En sus contradicciones, 
en sus omisiones, en la prioridad que asumen al-
gunos temas, y en la propia metodología de su 
elaboración como política pública, encontramos 
señales preocupantes y concepciones que es pre-
ciso denunciar a tiempo. 

Repasamos algunas consideraciones par-
ticularmente centradas en los desafíos, priori-
dades, acciones y metas correspondientes a la 
Educación Superior. Este capítulo se enmarca 
en un documento que, a lo largo de ocho sec-
ciones relativas a diversos aspectos o niveles del 
sistema educativo, plantea elementos parciales 
de un diagnóstico sobre el cual pretende basarse 
un conjunto de metas cuantitativas que configu-
rarían un plan de acción que se proyecta para 
los próximos diez años. No abundaremos aquí 
en el análisis de todos los capítulos del Plan, que 
en su sección dedicada a la Educación Superior 
y en el conjunto de metas que le corresponden 
presenta las mismas características generales que 
se encuentran en la totalidad del documento: un 
diagnóstico superficial, apoyado en datos desactua-
lizados y/o descontextualizados, sin referencia a las 
fuentes, y cargado de supuestos descalificadores 
sobre la actividad de las instituciones públicas; 
la referencia a un sistema cuyas partes integran-
tes no son adecuadamente identificadas, carac-
terizadas y diferenciadas, con una particular y 
llamativa indistinción entre el sistema público 
y el privado; el señalamiento de prioridades in-
suficientemente justificadas; la postulación de 
metas que no se derivan claramente de las con-

sideraciones diagnósticas, e incluyen por lo tanto 
presupuestos debatibles sobre la adecuación de 
las iniciativas propuestas para dar respuesta a los 
problemas señalados; la introducción incalificada 
de categorías cuyo sentido remite a construccio-
nes conceptuales, enfoques teóricos y perspecti-
vas políticas largamente debatidas y polémicas, 
y de arreglos institucionales que contrarían nor-
mativas y prácticas vigentes en el sistema, cuya 
incorporación como elementos organizadores 
de una política pública supone transformaciones 
estructurales que, en las actuales condiciones, se 
promueven eludiendo un debate democrático 
suficientemente informado al que deberían estar 
especialmente convocados, junto a toda la ciuda-
danía, los actores del sistema. 

Observaciones

1.	 El Plan declara que se propone mejorar la 
tasa de “retención” (sic) y graduación de 
los estudiantes universitarios, así como la 
“calidad” de la enseñanza, sin hacer ningu-
na referencia a las condiciones del trabajo 
docente. No hay ninguna preocupación 
por los salarios, la estructura de dedica-
ciones, la regularización de las plantas, 
ni la implementación de las disposiciones 
establecidas en el Convenio Colectivo de 
Trabajo, que constituyen las condiciones 
necesarias para mejorar la enseñanza je-
rarquizando la tarea docente. 

2.	 Se emplea reiteradamente el término “ca-
lidad”, sin que se precise el sentido en el 
que se usa un concepto que conlleva un 
extendido debate en el campo educativo y 
académico. 

3.	 La única referencia indirecta a la mejora de 
la “calidad” de la enseñanza universitaria 
que remite a la situación del profesorado 
es la que plantea la necesidad de “jerarqui-
zar” la profesión a través del logro de califi-
caciones de posgrado. 

4.	 Se plantea la meta de ampliar la calificación 
de posgrado entre las y los docentes universi-
tarios, mientras que en los años 2016 y 2017 
se ha discontinuado el PROFITE, único 
programa que, acordado en paritarias en 
años anteriores, se dirigía específicamente a 
apoyar la finalización de tesis de posgrado 
de las y los docentes en ejercicio. Como re-
sultado de la lucha de la docencia universi-
taria, en el último acuerdo paritario hemos 
logrado incluir el compromiso del gobierno 
para restablecer el PROFITE. Vale señalar, 
además, que en ningún momento se expli-
cita en el Plan cómo se financiaría el proce-
so de posgraduación que se promueve. Es 
importante tener presente que el posgrado 
se configuró en la década del 90 bajo una 
lógica claramente mercantil, siendo una de 
las vías más dinámicas de privatización de 
la actividad académica, y que la gratuidad 
de este nivel no está asegurada en la legis-
lación vigente. 

5.	 Hay una fuerte asociación de la noción de 
“calidad” con la “evaluación”, la “acre-
ditación”, y los mecanismos de que ga-
rantizarían “transparencia” a través de 
la “rendición de cuentas”, sin que medie 
ninguna consideración respecto del modo 
en que los dispositivos evaluadores se inte-
gran en procesos efectivos de elaboración 
de políticas para el sector. Sostener que la 
evaluación debe brindar información ade-
cuada para impulsar procesos de mejora 
no constituye una definición suficiente de 
la relación que se pretende justificar, en la 
medida en que no se explicitan los ámbitos 
y actores que estarían implicados en la de-
terminación de esas mejoras. 

6.	 Al contrario, sobre el trasfondo de la in-
sinuación de una presunta “oscuridad” y 
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“falta de transparencia” en la gestión de las 
universidades públicas, se apela a una in-
definida noción de “gobierno abierto”, sin 
que se explicite su relación con el cogobier-
no que conduce las instituciones de acuer-
do con la Ley y la tradición reformista. El 
documento parece ignorar que las universi-
dades públicas rinden regularmente cuen-
tas del uso de sus recursos, no sólo ante sus 
propios órganos colegiados de gobierno, 
sino ante la SIGEN. 

7.	 Las metas de acciones de apoyo a los y las 
estudiantes que se enuncian son directa-
mente contradictorias con lo evidenciado 
en la gestión actual. El Plan indica la nece-
sidad de continuar la política de becas para 
carreras prioritarias, y de fortalecer los pro-
gramas de becas para estudiantes de bajos 
recursos. Como hemos señalado, entre el 
año 2016 y el 2017 se han reducido todos 
los programas de becas de ayuda estudian-
til. Del mismo modo, la drástica reducción 
de beneficiarios del PROGRESAR impac-
ta de manera significativa en las oportu-
nidades para el acceso y permanencia en 
la universidad de los estudiantes de bajos 
recursos. 

8.	 No se destaca como un objetivo, ni se 
plantea entre las metas, el aumento (o el 
mantenimiento) del nivel de matrícula en 
las universidades públicas. Sin esta condi-
ción, la pretensión de lograr disminuir el 
desgranamiento estudiantil y mejorar los 
índices de egreso, resulta compatible con 
una reducción y selección del estudiantado 
a través de distintas formas de restricción 
del acceso, que no sólo contradice la legis-
lación existente, sino que echa por tierra 
el efecto de las políticas democratizadoras 
que se han desarrollado en los años anterio-
res. Es significativo que el documen-
to no reconozca en ningún momento 
la existencia de un derecho a la edu-
cación superior y de una correlati-
va responsabilidad del Estado para 
asegurarlo. 

9.	 Hay un gran énfasis en la necesidad de pro-
pender a una mejor articulación interna del 
sistema, del sistema con el sector producti-
vo, y del sistema nacional con otros siste-
mas. Llama la atención, en este contexto, la 

omisión de toda referencia a los estableci-
mientos preuniversitarios, que constituyen 
una dimensión relevante en la “articula-
ción” del nivel universitario con el conjunto 
del sistema educativo. La “articulación” 
se presenta como la clave para responder 
a una serie muy diversa de objetivos, que 
se enuncian de manera dispersa en el do-
cumento: la mejora de la tasa de egreso a 
través de la movilidad estudiantil, la mejora 
de la calidad a través de la internacionaliza-
ción, y el logro de la “pertinencia” y el forta-
lecimiento de la vinculación de la educación 
superior con el “sistema productivo”. To-
dos estos propósitos remiten a un conjun-
to de acciones centradas en la propuesta 
del Sistema Nacional de Reconocimiento 
Académico y el establecimiento del Reco-
nocimiento de Trayecto Formativo (RTF) 
como unidad de medida. Esta articulación 
supondría flexibilizar el currículum, redu-
cir la duración teórica de las carreras y pro-
pender a su homogeneización en el plano 
interinstitucional, regional e internacional, 
establecer parámetros de “aseguramiento 
de la calidad”, favorecer la movilidad estu-
diantil, adecuar la oferta académica a los 
“requerimientos del desarrollo humano”. 
Al respecto, cabe señalar que: 

a.	 Las características del SNRA no son sufi-
cientemente explicitadas en el documento 
que se publica. Mientras tanto, su imple-
mentación comenzó a concretarse de he-
cho a través de convenios que las universi-
dades nacionales están suscribiendo con la 
SPU. 

b.	 La movilidad a la que refieren las metas 
enunciadas , que se presumía fundada en 
el diagnóstico de una dificultad estructural 
para que los desplazamientos de estudian-
tes en el territorio nacional, entre institu-
ciones y entre carreras no redunden en un 
aumento del desgranamiento y en el man-
tenimiento de una baja tasa de graduación, 
se limita a indicar el propósito de incremen-
tar las acciones de internacionalización de 
la universidad argentina. 

c.	 La mera referencia a un concepto de “in-
ternacionalización integral” no define 
una orientación clara de la política que 
se propone. 

d.	 La meta de la internacionalización intro-
duce, sin más consideraciones, la “homo-
geneización” de la formación como una 
condición necesaria para permitir la articu-
lación y la movilidad. 

e.	 En ese mismo marco, se plantea también 
como una condición necesaria el “acorta-
miento de los tiempos teóricos de las ca-
rreras”. No se trata de una respuesta a la 
inicialmente señalada preocupación por la 
extensión de los tiempos reales de cursada 
y graduación por parte de una proporción 
indeterminada de nuestros estudiantes (lo 
que demandaría, en todo caso, acciones de 
apoyo para acortar el “tiempo real”), sino 
de una adecuación a las características sis-
témicas imperantes en otros países. No se 
plantea ningún argumento que justifique 
que las trabas existentes para el desplaza-
miento interinstitucional de los estudiantes 
(con reconocimiento de las asignaturas 
aprobadas) constituyen un problema prio-
ritario en la actualidad, ni mucho menos 
que éste pudiera ser el mejor modo de re-
solver estas dificultades. Al contrario, exis-
ten numerosos argumentos en contra de la 
conveniencia de reducir el tiempo teórico 
de las carreras de grado. 

f.	 Resulta notoria la adecuación de estas pro-
puestas a las recomendaciones que vienen 
planteando desde hace dos décadas los or-
ganismos financieros que pretenden tener 
incidencia en las políticas educativas, que 
promueven el desarrollo de condiciones 
para globalizar un mercado educativo. 

10.	 El objetivo de vincular la formación y pro-
ducción de conocimiento con los sectores 
productivos resulta, si se considera la po-
lítica económica del actual gobierno, una 
afirmación enigmática. El desarrollo del 
sector productivo requiere, sin dudas, de 
profesionales calificados, así como de una 
actividad de producción de conocimien-
tos orientada al fortalecimiento de capa-
cidades existentes y a la incorporación 
de nuevas potencialidades. Sin embargo, 
ninguna política de formación profesio-
nal o académica, o de calificación para el 
trabajo, podría contrarrestar los efectos 
de un programa económico que implica 
la destrucción de la industria nacional, y 
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el sometimiento de las variables económi-
cas a la hegemonía del capital financiero 
y las empresas multinacionales. En estas 
condiciones, la pretensión de calificar a 
los graduados universitarios a través de 
su vinculación con el sector productivo 
podría ser una declaración vacía, cuan-
do no irresponsable, que sólo estaría es-
timulando la formación de profesionales 
sin posibilidades reales de inserción o de 
vinculación con una actividad productiva 
paralizada o inexistente. 

11.	 Sin embargo, la injerencia de los “secto-
res productivos” en el diseño mismo de 
los planes académicos que el Plan impul-
sa, resulta de todas formas preocupante. 
Ante todo, cabe señalar que no es irrele-
vante, cuando se habla de “sectores pro-
ductivos”, distinguir claramente entre los 
actores cuya vinculación con la actividad 
universitaria se está promoviendo bajo 
esta denominación, ya que los objetivos 
que guían la actividad productiva son muy 
diferentes si se trata de empresas estatales, 
de la economía social, o de la empresa pri-
vada. Por otra parte, si no se pretende que 
la formación universitaria se reduzca a la 
calificación para aquellas tareas que los 
agentes económicos definan como nece-
sarias en virtud de sus propias estrategias, 
y en el marco de la estructura económica 
existente, los proyectos institucionales no 
pueden estar sometidos a una intervención 
que condiciona la necesaria autonomía de 
la actividad académica. La vinculación del 
quehacer universitario con el sector pro-
ductivo debe desarrollarse en el marco de 
lineamientos de política pública que asegu-
ren que esa relación no se establece como 
una forma de dependencia y subordinación 
a los intereses particulares de las empresas. 
A falta de explicaciones suficientes sobre 
el modo en que la política expresada en el 
Plan concibe esta vinculación, en atención 
a la ausencia de precisiones sobre las fuen-
tes de financiamiento que asegurarían los 
objetivos propuestos, y en consideración 
de la orientación del programa económico 
del gobierno de Cambiemos, no cabe sino 
alertar sobre este sesgo del proyecto y sus 
posibles consecuencias. 

12.	 Hay, además, una impronta instrumen-
talista en la formulación del propósito de 
estrechar la vinculación de la formación 
académica con el sector productivo. No 
se considera la función que la universidad 
desempeña en la democratización del co-
nocimiento, la producción de ciencia bási-
ca, la circulación de diversidad de discur-
sos, la producción de síntesis de saberes, la 
formación de profesionales con capacidad 
crítica, la reflexión sobre los grandes pro-
blemas nacionales y el debate de las políti-
cas de Estado. 

Conclusiones

Es importante, finalmente, prestar la debi-
da atención a dos cuestiones que bien podrían 
ser un indicio del espíritu que anima este Plan y 
de sus objetivos no declarados. La primera cues-
tión es la articulación que se promueve como 
clave de la reforma del sistema no establece 
distinciones entre el sector público y el privado. 
Ello puede implicar, sobre la base del SNRA 
que se pretende implementar, una transferencia 
de recursos financieros, académicos y simbóli-
cos desde el sector público hacia el sector priva-
do, que constituiría la marca distintiva de esta 
nueva etapa en la estrategia de privatización en 
la universidad argentina. 

La otra cuestión aparece en la primera 
meta del Plan. Allí se sostiene que se espera que 
para el año 2026 “el 100% del financiamien-
to autorizado se base en planes de desarrollo 
institucional medibles y evaluables y en coordi-
nación con los objetivos de política nacional”. 
Hay que decir, ante todo, que las universidades 
normalmente elaboran sus planes instituciona-
les, que son debatidos y aprobados en el marco 
de los órganos del cogobierno. Sin embargo, la 
ley vigente no exige a las instituciones la apro-
bación de tales planes, su carácter “medible y 
evaluable”, o su concordancia con “objetivos de 
política nacional” cuyo contenido y condiciones 
de definición se desconocen. Que estos planes 
condicionen el 100% del financiamiento no 
sólo es, en estos términos, un condicionamiento 
antidemocrático de la autonomía universita-
ria, sino que establece un criterio eficientista 
inapropiado para la evaluación de la actividad 
universitaria, e introduce, con la pretensión de 
favorecer la injerencia del sector empresarial en 
el diseño de los planes de desarrollo, un factor 
de subordinación del funcionamiento de las ins-
tituciones a la lógica del mercado.

Para concluir, la omisión de toda referencia 
a la condición laboral de la docencia universita-
ria en la formulación del Plan Maestr@ resulta 
significativa en cuanto expresa una metodología 
de construcción de la política pública que exclu-
ye en su debate y diseño a los mismos sectores 
que serán afectados por ella. Si consideramos, 
además, que la propuesta aparentemente más 
relevante para la organización de este proyec-
to, el SNRA, ya se está implementando como 
la buena nueva que la gestión de Cambiemos 
lleva a las mismas universidades que somete a 
su política de ajuste, sin que haya mediado un 
debate público sobre sus implicancias, sin opor-
tunidad de discutir el diagnóstico sobre el cual 
pretende fundarse, sin posibilidad de debatir 
cuáles podrían ser las mejores estrategias para 
solucionar aquellos problemas a los que preten-
dería dar solución, el carácter antidemocrático 
de este proceder resulta alarmante. Advertimos, 
en este proceso, la deliberada intención de pro-
mover e instalar reformas cuyas consecuencias 
podrían tener impactos estructurales en el siste-
ma universitario, y que trasuntan concepciones 
debatibles de la función que asignamos a las 
universidades en la vida nacional.
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lidad y democracia en la universidad pública 
latinoamericana: Argentina y México en pers-
pectiva comparada”, los autores sostienen que es-
tamos frente a un proceso de transformación en 
el gobierno universitario que no se limita al ám-
bito regional, sino que forma parte de una serie 
de transformaciones a escala global. Los factores 
que explican estos cambios que vienen sucedién-
dose desde los años noventa son múltiples, pero 
pueden distinguirse dos de ellos: por un lado, las 
transformaciones estructurales producidas tanto 
al interior del ámbito universitario, la relación 
con el Estado y el rol de los mercados (locales o 
globales) han impactado sobre los patrones tradi-
cionales de gobierno, gestión y administración de 
las universidades públicas; por el otro, diferentes 
repertorios de lucha (principalmente del movi-

miento estudiantil) pusieron en cuestión los lazos 
de representación democrática al interior de las 
instituciones de educación superior. En el mar-
co de estas consideraciones, el ensayo parte de 
una sospecha general: si por largo tiempo el viejo 
paradigma reformista de gobernabilidad univer-
sitaria tendió a naturalizarse en las universidades 
públicas de la región, desde hace ya varios años 
esa cristalización material y simbólica ha comen-
zado a ponerse en entredicho. Luego afirman 
que este conjunto de mutaciones está animado 
por una dinámica propiamente política, y con-
trastan empíricamente su argumento a partir del 
análisis del demos universitario y los cambios en 
el rol de los rectores con una muestra de 26 uni-
versidades argentinas y 37 mexicanas. Tal como 
afirman los autores, la problemática del gobierno 

Pedro Fiorucci
Facultad de Humanidades y Ciencias de la 
Educación, Universidad Nacional de La Plata

En las últimas décadas, la educación su-
perior ha sufrido una variedad de cambios y 
reformas tanto en el gobierno universitario, en 
su expansión institucional, como en su relación 
con el Estado y el mercado a nivel global, regio-
nal y local. Estas transformaciones abren nuevos 
desafíos en la región y, tal como afirmaba Pedro 
Krotsch, “se requiere así del desarrollo de mira-
das múltiples que teóricamente fundadas puedan 
dar cuenta de los procesos de cambio, de los jue-
gos de poder, de la particular conflictividad que 
caracteriza a nuestro sistema.”1

El libro Los desafíos de la universidad pública en 
América Latina y el Caribe presenta los ensayos se-
leccionados en el marco del concurso de premios 
Pedro Krotsch de estudios sobre la Universidad, 
organizado por la Red de Posgrados en Ciencias 
Sociales (CLACSO) y el Instituto de Investiga-
ciones Gino Germani (UBA). La ampliación en 
los temas, marcos de referencia y en los objetos 
de indagación que viene experimentando el 
campo de estudios de la educación superior, se 
ve reflejado en este libro. Los tres primeros en-
sayos ponen en tensión el gobierno universitario 
y algunos actores con fuerte protagonismo (los 
movimientos estudiantiles y movimientos socia-
les) que disputan por la universidad pública y su 
democratización. El cuarto ensayo incorpora al 
debate el análisis de las transformaciones produ-
cidas por la circulación y movilidad estudiantil 
interregional. Por último los dos artículos fina-
les vuelven a poner en debate la función de la 
Universidad en dos ejes centrales: por un lado la 
extensión como práctica transformadora; y por 
otro lado la innovación tecnológica y la produc-
ción de conocimiento para el desarrollo produc-
tico que permita un sistema educativo más justo 
y equitativo en América Latina.

En el ensayo de Adrián Acosta Silva, 
Daniela Atairo y Antonio Camou, “Gobernabi-

1	 Krotsch, P. (2001). Educación superior y reformas comparadas. 
Bernal: Universidad Nacional de Quilmes. 
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Los desafíos de la universidad pública en 
América Latina y el Caribe. 
Buenos Aires: CLACSO.
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universitario ha comenzado a ocupar un lugar 
estratégico en la agenda de la educación superior 
y en la agenda política de nuestra región. 

En el trabajo “Hacia la universidad pú-
blica: aproximación a la importancia del movi-
miento estudiantil chileno de 2011 en perspecti-
va latinoamericana”, de Andrés Donoso Romo y 
Mía Dragnic García, se describen integralmente 
las movilizaciones de universitarios chilenos en 
2011, que al igual que las de México en 1999 
y los movimientos de Colombia en 2011, tienen 
como trasfondo las pretensiones privatizadoras 
de sus respectivas autoridades. Los investigadores 
exponen las principales características del mode-
lo neoliberal chileno existente desde mediados de 
los años 70 que produjo la privatización de parte 
importante del nivel primario, el secundario y el 
superior. A partir de este contexto los autores ex-
plican que el principal motivo que estuvo detrás 
del alzamiento de 2011 fue la insostenible pre-
sión económica que aquejaba, como todavía lo 
hace, al segmento del estudiantado con menores 
ingresos. Este fue el principal motivo que llevará 
a miles de estudiantes chilenos a tomar las calles, 
y al igual que otros movimientos estudiantiles de 
América Latina, para disputar por una mayor 
democratización universitaria. 

Lia Pinheiro Barbosa desarrolla en su traba-
jo uno de los debates que atraviesa Brasil por la 
democratización del acceso a la educación supe-
rior, centrándose en la propuesta de “Educación 
del Campo”. El Movimiento dos Trabalhadores 
y Trabalhadoras Rurais Sem Terra (MST) entre 
otros movimientos sociales, son los actores que 
han luchado por constituir ese espacio de resis-
tencia que significa “Educación del Campo” 
que tensiona la matriz dicotómica de relación 
Campo–Ciudad, pretendiendo considerar las 
especificidades socioculturales y económicas de 
los sujetos que forman parte de esa educación. 
La autora identifica las matrices epistémicas de 
la “Educación de Campo” y sus interfaces en la 
universidad pública brasilera en los proyectos fi-
nanciados por PRONERA, caracteriza los sujetos 
educativo-políticos que participan en las universi-
dades brasileras y da a conocer las formas de arti-
culación entre los movimientos sociales y el Estado.

En el ensayo “Hacia una universidad lati-
noamericana ¿pública o privada? Transforma-
ciones de los sistemas educativos, redes y movili-
dad estudiantil intrarregional”, los autores ana-
lizan la movilidad académica interregional de 
los estudiantes, y tensionan algunas concepcio-
nes que la asocian a la sobreoferta. En el trabajo 
analizan las transformaciones de la universidad 
en América Latina durante las últimas dos dé-
cadas, identifican las dinámicas de atracción/
expulsión presentes en la región y explican que 
las migraciones por razones educativas están 
atravesadas por las asimetrías entre los países. 
Luego los autores desarrollan una propuesta 
para analizar la movilidad estudiantil intrarre-
gional que supera los indicadores de movilidad 
académica e internacionalización.

“La extensión universitaria en la trans-
formación de la Universidad Latinoamericana 
del siglo XXI: disputas y desafíos”, de Agustín 
Cano Menoni, aborda el compromiso social de 
las universidades con respecto a su entorno so-
cial, político y cultural, y diferencia a las uni-
versidades en tres modelos: las universidades en 
entrepreneurial universities, la universidad para el 
desarrollo, y la Universidad Popular Necesaria. 
En estos modelos se da cuenta de las promesas 
que impulsan las universidades para desarrollar 
su compromiso. En el ensayo se trasciende el 
análisis parcial de la extensión como una fun-
ción dada de la universidad, para pensarla como 
proceso político-social universitario. Y, conside-
rando eso, los cambios de la universidad lati-
noamericana del siglo XXI interpelan también 
a la extensión en su potencialidad instituyente 
a la hora de construir procesos alternativos que 
revitalicen la idea de la universidad latinoame-
ricana ante los desafíos del presente siglo. En 
ese sentido el autor sostiene que al compromiso 
social de la universidad es preciso resignificarlo.

El trabajo de Axel Didriksson Takayanagui, 
“El futuro anterior; la universidad como siste-
ma de producción de conocimientos, nuevos 
aprendizajes e innovación social” explica la ne-
cesidad de llevar adelante una transformación 
en las universidades que las vincule con metas 
de innovación social, conocimiento, aprendiza-
je y sustentabilidad que constituyan la base del 
desarrollo y de un sistema educativo más justo y 
equitativo en América Latina. En este sentido, 
el artículo enfatiza en las tareas fundamenta-
les de la universidad: docencia e investigación; 
pero, sobre todo, en los nuevos conocimientos y 
aprendizajes. 

Por último, se destaca del libro su unidad 
en la diversidad, ya que si bien cada capítulo 
aborda específicamente temáticas distintivas 
presentan una intertextualidad y diálogo interno 
permanente. Un lector interesado en alguno de 
los temas particulares podrá acceder a un solo 
texto y desde allí remitirse a muchos otros. Este 
es un libro que permite comprender los cambios 
actuales y los próximos horizontes de las univer-
sidades en nuestra región.

Permite comprender los 
cambios actuales y los 
próximos horizontes de 

las universidades en 
nuestra región.
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Mucho más que 
una consigna
Reseña a Del Valle, Montero y Mauro (Comp.) (2017). 

El derecho a la Universidad en 
perspectiva regional. 
Buenos Aires: IEC-CONADU; CLACSO.

definición unívoca sobre la educación superior 
como un bien social y un derecho humano, se 
despliega en una multiplicidad de desarrollos 
teóricos y estudios de base empírica, tanto a 
escala regional como nacional e institucional.

Desde el prólogo, Yamile Socolovsky ad-
vierte sobre la circunstancia histórica especí-
fica en la que producir conocimiento sobre el 
derecho a la Universidad se vuelve necesario y 
urgente frente a gobiernos que anuncian un re-
troceso en este plano y que impulsan políticas 
de mercantilización y elitización, a la vez que 
instalan en el espacio público la idea de que una 
Universidad más inclusiva e igualitaria implica 
una pérdida de excelencia y calidad.

En la introducción, Del Valle y Montero 
muestran la relevancia de las universidades en 
las luchas hegemónicas entre el pensamiento 
neoliberal y los gobiernos post neoliberales 
en América Latina. En ese marco, muestran 
que el derecho a la Universidad es incompa-
tible con el proyecto neoliberal, y que, para 
consolidarse, debe inscribirse en una visión 

compartida sobre la Universidad a escala re-
gional que pueda oponerse a la globalización 
mercantilista. 

La primera parte del libro, está dedicada 
a los procesos de integración regional de las 
universidades en América Latina y sus rela-
ciones con el derecho a la Universidad. Como 
advierten Del Valle, Suasnábar y Montero, la 
internacionalización de la educación superior 
está íntimamente relacionada con la mercan-
tilización, sobre todo a partir de la década de 
1980, cuando la educación superior se con-
vierte en un negocio que moviliza gran canti-
dad de recursos. Los gobiernos neoliberales de 
la década de 1990 adoptaron esta perspectiva, 
y junto con esto se produjo una internaciona-
lización subordinada de las universidades de 
gran parte de América Latina. Durante la dé-
cada del 2000, gobiernos de signo progresista 
buscaron revertir ese giro neoliberal y mercan-
tilista en la región, e instalaron un consenso 
sobre la responsabilidad estatal y el derecho a 
la Universidad.

Este libro se publica en un momento 
clave para la historia reciente de las univer-
sidades de América Latina. En primer lugar, 
la proximidad del centenario de la Reforma 
Universitaria anticipa una etapa de balan-
ces sobre la construcción de modelos de 
Universidad en América Latina en el último 
siglo. Además, la consagración de la educa-
ción superior como un bien social y un dere-
cho humano, establecida por la Conferencia 
Regional de Educación Superior de 2008 mar-
ca un punto de inflexión en un panorama de 
grandes modelos de Universidad en disputa a 
escala global, y también un cambio en relación 
con una etapa de expansión mercantilizada de 
la educación superior en el continente. A estas 
consideraciones se agrega el nuevo ciclo polí-
tico de los gobiernos de la región, que abren 
un margen de incertidumbre creciente sobre la 
expansión del derecho a la Universidad.

El libro constituye una obra clave tam-
bién por el abanico de contenidos que abor-
da. Lo que a primera vista aparece como una 

Martín Legarralde
Facultad de Humanidades y Ciencias de la 
Educación, Universidad Nacional de La Plata
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Por su parte, Eduardo Rinesi se pregun-
ta por el papel de la juventud universitaria y 
de las universidades como instituciones en el 
contexto de las corrientes latinoamericanistas 
que marcaron momentos clave en la historia 
de la región, tales como el ciclo emancipa-
torio, el Centenario y el Bicentenario. En la 
etapa actual, Rinesi identifica un proyecto en 
clave de derechos que piensa en los procesos 
de integración asumiendo que los beneficios 
derivados de ella deben ser efectivamente 
para todos. Así, el “para todos” del derecho a 
la Universidad se convierte en un parámetro 
para valorar los procesos de integración. 

En el mismo sentido, Jorge Landinelli sos-
tiene que en el contexto actual, las universidades 
de la región se ven impulsadas a asumir una nue-
va función relacionada con pensar los proyectos 
latinoamericanistas. Landinelli subraya el valor 
que adquiere la producción de las universidades 
en la sociedad del conocimiento, teniendo en 
cuenta que la solución a los problemas locales 
requiere cada vez más de la producción de co-
nocimiento a escala global. Reconoce enfoques 
antagónicos en los procesos de internacionaliza-
ción de las universidades: un enfoque solidario, 
cooperativo e intercultural; y enfoque mercantil 
y competitivo. Esta idea de los dos enfoques pone 
el acento en los contenidos de los procesos de 
globalización y muestra las confrontaciones en el 
escenario internacional de la educación superior 
como una disputa abierta, que se vuelve evidente 
en la lógica de los organismos internacionales de 
cooperación y coordinación de políticas de edu-
cación superior.

Enfocando en la dinámica específica de 
estos procesos en el marco del MERCOSUR, 
Mariana Vázquez valora el cambio histórico 
que se produjo a partir del Consenso de Buenos 
Aires de octubre de 2003, que puso freno a la 
hegemonía neoliberal y que permitió que el 
ámbito de cooperación del MERCOSUR fue-
ra repensado como un espacio de oposición a 
los procesos de mercantilización de la educa-
ción superior. 

La temática central de la segunda parte 
del libro es la democratización de las universi-

dades en América Latina y su relación con los 
procesos de inclusión educativa. Aquí, Adriana 
Chiroleu analiza la noción de democratización 
en dos registros: como “democratización inter-
na”, que alude a la composición, la ciudadanía 
y las prácticas de gobierno universitario, y como 
“democratización externa”, que se refiere a la 
articulación entre la institución universitaria y 
la sociedad. En este último sentido, la tensión de 
la democratización se expresa entre dos polos: 
el elitismo como condición de excelencia o la 
masificación con afectación de la calidad.

A lo largo del siglo XX, la tendencia indi-
ca un avance en términos de la democratización 
externa, con el acceso de grupos sociales que tra-
dicionalmente no tenían acceso a la Universidad, 
mientras que en términos de la democratización 
interna el avance ha sido menos lineal. Si bien 
hay más participación de actores antes no repre-
sentados, por otro lado, se ha producido mayor 
concentración de atribuciones y decisiones en las 
gestiones ejecutivas de las universidades.

Por su parte, Laura Alonso rescata el con-
texto reciente marcado por una serie de polí-
ticas orientadas a generar una expansión de la 

educación universitaria que a la vez incremen-
tara la capacidad de las instituciones universi-
tarias para garantizar la inclusión.

Para el caso de Brasil, María do Carmo 
de Lacerda Peixoto muestra las disputas entre 
políticas públicas de educación superior para 
promover la inclusión y los procesos de mer-
cantilización, en las que resulta clave la inter-
vención estatal, tanto para generar mejores 
condiciones para los grupos sociales posterga-
dos, como para la expansión y articulación de 
un nivel educativo complejo y heterogéneo. En 
su análisis, señala que en ocasiones las mismas 
políticas destinadas a garantizar la inclusión 
portan potenciales contradicciones, como en el 
caso de la unificación de las evaluaciones para 
ingresar a la Universidad, pasando del “vesti-
bular” como una evaluación definida por cada 
institución, al “Exame Nacional do Ensino 
Médio” como evaluación única de finalización 
de la educación secundaria, con el resultado 
no deseado de que en las universidades más 
prestigiosas se eleve la calificación requerida 
para acceder, cosa que profundiza la desigual-
dad entre las instituciones.

El capítulo de Millán Arteaga sobre la de-
mocratización de la Universidad en Venezuela 
permite ubicar estos procesos en un contexto 
histórico de larga duración. Una de las pre-
ocupaciones centrales del capítulo reside en 
explicar el hecho de que las universidades 
venezolanas no hayan apoyado un proyecto 
político de signo progresista y popular. Frente 
a esto, la alternativa para democratizar la 
educación superior confrontó a las universi-
dades tradicionales con iniciativas de educa-
ción popular, a través de la Misión Sucre y la 
contraposición de la “aldea-universidad” a la 
“universidad-corporación”.

En referencia a la situación de la educa-
ción superior en Chile, Espinoza plantea una 
caracterización de los procesos de democra-
tización e inclusión a partir de la definición 
y análisis de indicadores de resultados. La 
traducción de conceptos como “igualdad” y 
“equidad” en indicadores que permitan una 
aproximación empírica a instituciones com-
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plejas y diversas resulta un aporte fundamental 
para dimensionar los avances relación con en 
el derecho a la Universidad en nuestra región. 

Esta segunda parte se completa con una 
conferencia del Seminario Internacional “El de-
recho a la Universidad en perspectiva regional”. 
Allí, la presentación realizada por Pablo Vilas y 
la intervención de Guillaume Long sobre el pa-
pel de la educación superior en la Revolución 
Ciudadana en Ecuador, integran el panorama 
regional en el que también se puede constatar 
la profundidad de los desafíos de la época, así 
como la originalidad de las vías que se ensayan 
en distintos países de América Latina, como en 
el caso de las políticas del “buen vivir” que están 
teniendo lugar en Ecuador. 

La tercera parte del libro se centra en 
las experiencias de instituciones de educación 
superior en la Argentina, orientadas a garan-
tizar el derecho a la Universidad y comienza 
con un capítulo de Suasnábar y Rovelli en el 
que presentan un panorama de las tendencias 
recientes en la expansión y diferenciación 
de circuitos e instituciones dentro del nivel 
superior en nuestro país. El capítulo subra-
ya que el derecho a la Universidad debe ser 
contextualizado, al menos en el caso de la 
Argentina, en el campo de problemas sobre el 
nivel de educación superior en general y sus 
desafíos actuales. 

A continuación, el capítulo de Lenz acer-
ca de las estrategias institucionales para poner 
en marcha dispositivos de acceso y permanen-
cia conduce a la consideración de la escala 
institucional en la implementación de acciones 
para garantizar el derecho a la Universidad, 
entendido en términos de acceso, perma-
nencia y egreso. El panorama que ofrece es 
revelador tanto de la heterogeneidad de dis-
positivos institucionales como de la riqueza de 
las estrategias en curso. A la vez, permite ver 
que se encuentra abierto un campo de conoci-
miento acerca del impacto de dichas estrate-
gias ya que, salvo excepciones, aún no se han 
producido estudios evaluativos de estas políti-
cas a escala de las instituciones que permitan 
dimensionar su eficacia.

El libro se completa con tres capítulos de-
dicados a presentar y analizar las experiencias 
de tres Universidades nacionales argentinas. 
Claudia Paparini presenta el caso del programa 
TRACES, de la UNCuyo como una iniciativa 
que busca cambiar el foco de la consideración 
de las características y condiciones de los es-
tudiantes como obstáculos para su inclusión, 
al análisis y problematización colectiva de las 
prácticas institucionales y de enseñanza. 

Por su parte, Atilio Santillán expone 
las iniciativas de la Universidad Nacional de 
Tucumán en relación con la definición y acom-
pañamiento de una población específica, que 
se considera en riesgo potencial de enfrentar 
dificultades para la permanencia y culmina-
ción de sus estudios. Un aspecto particular de 
la experiencia de la UNT es que las estrategias 
puestas en marcha no solo toman en conside-

ración a la población de estudiantes que acce-
de a la Universidad, sino aquella población de 
la región que potencialmente podría acceder a 
la educación superior.

Finalmente, el capítulo de Zacarías, Aberbuj 
y Guevara sobre el Programa de Mejoramiento 
de la Enseñanza de la UNSAM, permite poner 
el foco en las propuestas pedagógicas y la cues-
tión de la enseñanza como un factor clave en 
relación con el derecho a la Universidad. Las 
autoras relatan iniciativas referidas a los dispo-
sitivos de ingreso, el trabajo por proyectos de 
mejora pedagógica y la formación de docentes, 
que además se apoyan en el reconocimiento de 
la especificidad del trabajo en los primeros años 
de las carreras universitarias.

El recorrido que el libro propone, permi-
te dimensionar la amplitud y complejidad de 

temas y problemas asociados con el derecho a 
la Universidad. Lo que a primera vista pare-
ce reducirse a una garantía normativa y a una 
consigna de época, se disemina en un conjunto 
de campos de reflexión, debate y problemati-
zación. Así, conceptos como el de “democrati-
zación”, muestran una zona de intersecciones 
entre las tradiciones políticas consolidadas a 
partir de la Reforma de 1918 y los procesos de 
inclusión en la educación superior derivados 
de la expansión y masificación.

Por su parte, el libro pone en tensión el 
propio concepto del derecho a la Universidad 
con sus condiciones materiales. ¿Qué significa 
el derecho a la Universidad? ¿Qué hacen y qué 
pueden hacer los Estados, las Universidades y 
la sociedad para garantizar ese derecho? En 
ese plano, el concepto de “inclusión” llama la 
atención sobre los procesos internos de expan-
sión y diferenciación de la educación superior 
en América Latina, pero también sobre las 
condiciones para el acceso, la permanencia y 
el egreso de los estudios universitarios.

En ese sentido, cobran especial visibilidad 
las particularidades nacionales, que permiten 
reconocer tradiciones, estados de debate y el 
grado de penetración que en cada caso han 
tenido los procesos de internacionalización 
y mercantilización superior que se volvieron 
hegemónicos a escala global a fines del siglo 
XX. En algunos casos, los capítulos del libro 
llegan a exponer la profunda incompatibili-
dad entre matrices históricas tradicionales de 
las Universidades con los proyectos políticos 
populares, así como los desafíos y dificultades 
en la construcción de modelos alternativos de 
formación y educación superior.

En síntesis, este libro resulta una obra ne-
cesaria, tanto por la oportunidad de su publica-
ción en un momento histórico en el que se está 
produciendo una disputa abierta entre mode-
los de Universidad y procesos de integración 
y globalización, como por la problematización 
articulada en los planos de la producción de 
conocimiento, la formulación de políticas y las 
experiencias institucionales y locales en torno 
al derecho a la Universidad.

Se dimensionan la 
amplitud y complejidad 

de temas y problemas 
asociados con el derecho 

a la Universidad.



63

POLÍTICA UNIVERSITARIA iec - conadu octubre 2017

Jorge Aliaga
Secretario de Planificación y Evaluación 
(UNAHUR), Ex Decano de la FCEN-UBA (2006-2014)

La actividad de gestión de Rolando García, 
si bien fue breve, tuvo un impacto indeleble en 
el sistema de ciencia y técnica nacional. García 
nació el 20 de febrero de 1919 en Azul, pro-
vincia de Buenos Aires. Cuando Rolando tenía 
cuatro años falleció su padre; se crió bajo la guía 
de su madre y trabajó desde adolescente. Se 
recibió de Maestro Normal Nacional en 1936 
y de Profesor Normal en Ciencias en 1939, en 
la Escuela Normal de Profesores, hoy Mariano 
Acosta. Allí su guía, el filósofo Vicente Fatone, 
lo impulsó a estudiar ciencias exactas antes de 
dedicarse a la filosofía, como él deseaba. En 
1941 ingresa a la Facultad de Ciencias Exactas, 
Físicas y Naturales de la Universidad de Buenos 
Aires, como se llamaba en ese momento, cuando 
todavía Arquitectura e Ingeniería no se habían 
separado de Exactas y Naturales. Al poco tiem-
po ingresó al Servicio Meteorológico Nacional y 
dejó el trabajo en escuelas. Fue en el SMN donde 
se encontró con la posibilidad de tener una beca 
para estudiar en Estados Unidos. Obtuvo una 
maestría en Meteorología en la Universidad de 
California en Los Ángeles, UCLA, en 1948 y un 
doctorado sobre el “Movimiento atmosférico en 
condiciones estacionarias” en la misma universi-
dad en 1953.

De regreso al país en el año 1956 hizo 
la experiencia con Fatone, designado rector 
normalizador de la Universidad Nacional del 
Sur, de organizar una universidad. Ese mis-
mo año ocupó el cargo de director general del 
Servicio Meteorológico Nacional. En 1957 se 
sumó a la reestructuración de la UBA, y jun-
to con el Dr. Riseri Frondizi y un importante 
grupo de docentes impulsó, mediante la apro-
bación de un nuevo estatuto universitario, su 
modernización a través, por ejemplo, de su 
departamentalización y del incremento de las 
tareas de investigación.

Hay que tener en cuenta que la universi-
dad argentina nació bajo la conducción de la 
congregación jesuítica, y solamente tenía ca-

rreras de teología, filosofía y luego derecho. Al 
organizarse el Estado nacional, y pasar las uni-
versidades bajo su control, el rol central de estas 
pasó a ser la formación de la conducción del 
país y de los profesionales que este necesitaba 
en función de su modelo de desarrollo: médicos 
e ingenieros. La universidad quedó bajo el con-
trol de las academias, con profesores que im-
partían la enseñanza desde sus cargos vitalicios. 
El movimiento reformista de 1918 surgió en 
Córdoba como respuesta a esta universidad oli-
gárquica, autoritaria y en algunos casos todavía 
fuertemente clerical, pero a pesar de conseguir 
algunos logros no logró modificar el carácter 
profesionalista de las mismas. El país carecía de 
un sistema de investigación con cargos financia-
dos por el estado, tanto en universidades como 
en institutos. El grupo que lideraba Rolando 
García quería salir del modelo tradicional na-
poleónico de la universidad argentina y pasar al 
modelo humboldtiano alemán o al modelo de 
colegios de Inglaterra y Estados Unidos, donde 
la investigación tenía un rol preponderante.

A fines del año 1957 asumió como decano 
de la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales 
(FCEN) de la UBA, y llevó a la práctica, desde el 
primer día de su gestión, lo que no se pudo con-

cretar a nivel de la Universidad por la oposición 
de los sectores conservadores y profesionalistas. 
Impulsó la creación de la Ciudad Universitaria, 
del Instituto de Investigaciones Bioquímicas en 
manos del Dr. Luis Federico Leloir, y del De-
partamento de Industrias de la UBA, primer 
departamento de la Universidad compartido 
entre dos Facultades: la FCEN e Ingeniería. 
Generó una facultad departamentalizada, sin 
cátedras, con los primeros cargos de dedicación 
exclusiva del país. Creó el Instituto de Cálculo, 
con Manuel Sadosky a la cabeza, con la idea de 
desarrollar un centro de matemática aplicada 
para acompañar el desarrollo industrial nacio-
nal, y logró que el CONICET comprara la pri-
mera computadora de Sudamérica, Clementi-
na, y se dictara la primera carrera universitaria 
de computación de la región. Con la inclusión 
como objetivo, apoyó el dictado de un curso de 
ingreso con el aporte tecnológico dado median-
te la creación del Departamento de Televisión 
Educativa e impulsó la creación del Instituto 
de Investigaciones Tecnológicas de la UBA, en 
conjunto con la Facultad de Ingeniería.

También participó de la creación del 
Consejo Nacional de Investigaciones Científi-
cas y Técnicas (CONICET), en 1958, siendo 

Rolando García 
y la ciencia 
nacional

legados
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su primer vicepresidente. Allí, en conjunto con 
colegas como Humberto Ciancaglini, Eduardo 
Braun Menéndez, Félix González Bonorino, 
impulsó una política para la institución que la 
ligara con la Universidad. Rolando creía que 
era en la universidad donde debía desarrollar-
se la investigación, dado que allí se formaban 
los futuros investigadores, teniendo posiciones 
encontradas en diversas oportunidades con el 
presidente de la institución, el Dr. Bernardo 
Houssay.

El proyecto universitario de Rolando 
García contemplaba una primera etapa de 
consolidación de un ambiente de investigación 
básica. Esto se concretó de manera exitosa, y 
la FCEN se transformó en un centro de inves-
tigación de primer nivel. La segunda etapa del 
proyecto consistía en la interrelación de la in-
vestigación aplicada con el sector productivo 
nacional, etapa que no llegó a desarrollarse 
plenamente. Se referenció con los sectores re-
formistas, e intentó acercar a los humanistas 
para que lo ayudaran a consolidar la univer-
sidad con la que soñaba. En 1965 fue candi-
dato a rector, pero fue derrotado por pocos 
votos. Durante su decanato, Rolando García 
fue cuestionado tanto por sectores estudian-
tiles de izquierda como por la derecha profe-
sionalista. Rolando decía que los primeros lo 
criticaban porque no entendían su proyecto, 
y los segundos porque sí lo entendían. Fueron 
años intensos, con periódicas crisis nacionales 
tanto políticas como económicas. A pesar de 
ese contexto desfavorable, su tenacidad y ge-
nio lograron que él pudiera hacer realidad sus 
proyectos.

En 1966 enfrentó personalmente a la po-
licía que ingresó a la facultad en la Noche de 
los Bastones Largos, y como respuesta recibió 
un par de palazos. Lideró la renuncia del 75% 
de los docentes, creyendo que con esa medi-
da se iba a poder revertir la intervención, lo 
que a pesar del apoyo internacional no se lo-
gró. Debió emigrar, y se instaló en el Instituto 
de Epistemología Genética de la Universidad 
de Ginebra, Suiza, donde trabajó en colabo-
ración con Jean Piaget. Realizó importantes 

aportes en el campo de la epistemología ge-
nética, y luego se dedicó a la fundamentación 
metodológica, teórica y epistemológica de la 
investigación interdisciplinaria aplicada a sis-
temas complejos.

Regresó al país a principios de la década 
de 1970, y se integró como director al Consejo 
Tecnológico del Partido Justicialista, acompaña-
do por destacados académicos de izquierda. La 
participación en el Consejo Tecnológico le im-
plicó la crítica y enemistad de muchos colegas 
y alumnos que habían compartido el proyecto 
de la Época de Oro de la UBA, entre 1958 y 
1966. Luego del fallecimiento del presidente 
Perón en el año 1974 debió emigrar nuevamen-
te, tras sufrir amenazas, y retornó al Instituto de 
Epistemología Genética en Suiza.

En 1980 se instaló en México, donde tra-
bajó como docente e investigador primero en 
la Universidad Autónoma Metropolitana y 
luego liderando el Centro de Investigaciones 
Interdisciplinarias en Ciencias y Humanidades 
(CEIICH), UNAM. Con el regreso de la demo-
cracia, en el año 1983, intentó regresar para 
instalarse en el país y se incorporó al Centro de 
Estudios Avanzados (CEA) de la UBA, pero lue-
go de un año no encontró el trato y el recono-
cimiento que esperaba y se merecía, y retornó 
a la UNAM.

Cuando cumplió 90 años, su facultad lo 
homenajeó en vida imponiendo su nombre al 
Pabellón I. Falleció en la ciudad de México, 
junto a su mujer, la famosa experta interna-
cional Emilia Ferreiro, su hija Valeria García 
Ferreiro y su nieto, el 15 de noviembre de 2012, 
a la edad de 93 años.

Rolando García sostuvo de manera co-
herente a lo largo de su vida los ideales huma-
nistas de una sociedad más justa e igualitaria. 
Consideró que debía impulsarse el desarrollo 
nacional, y que en ese proyecto la ciencia tenía 
un rol destacado que cumplir.
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El grupo que lideraba 
Rolando García quería salir 

del modelo tradicional 
napoleónico de la 

universidad argentina.
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•	 La Educación Superior como parte del sistema 

educativo en América Latina y el Caribe.

•	 La Educación Superior, internacionalización e 

integración regional de América Latina y el Caribe.

•	 El rol de la Educación Superior de cara a los desafíos 

sociales de América Latina y el Caribe.

•	 La investigación científica y tecnológica, y la 

innovación como motor de desarrollo humano, social y 

económico de América Latina y el Caribe.

•	 A 100 años de la Reforma Universitaria de Córdoba.

•	 Educación Superior, diversidad cultural e 

interculturalidad en América Latina.

•	 La Educación Superior en las artes y la cultura.

MÁS INFORMACIÓN:

www.priu.com.ar/coloquiobalancecres

coloquiobalancecres@gmail.com

COLOQUIO REGIONAL
BALANCE DE LA DECLARACIÓN DE CARTAGENA Y 

APORTES PARA LA CRES 2018

9 y 10 de noviembre 2017

Universidad Nacional de las Artes (UNA)

Buenos Aires

El Coloquio se propone realizar un primer balance de la Declaración de Cartagena de 
Indias, el Plan de Acción y Metas aprobados en 2008 que puedan servir de insumos 
y aportes para las discusiones tomando como referencia los ejes propuestos para la 
Conferencia Regional de Educación Superior (CRES) 2018 (www.cres2018.org).




